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INTRODUCCION 

La presente tesis tiene corno finalidad precisar la terrninolo­

gfa jurfdica en torno al Acto celebrado por el Presidente de Ja República el 

1" de septiembre de 1982, con respecto a la Banca Privada. 

El trabajo comprende la definición del Derecho Administrativo, 

rama del Derecho que regula Ja actividad de Ja Administraci6n Pdblica que 

depende del Jefe del Poder Ejecutivo Federal, se determinan ademas las -

Cuentes del mismo y lo que es el Acto Administrativo el cual es muy impor­

tante dentro del contenido de esta tesis, toda vea que el actuar del Presiden 

te de la República dentro de la esíera acbninistrativa cae dentro de la clasiri­

caci6n de loa diversos actos adrniniatrativoa que puede realiaar, asimismo, 

se plantea Ja ubicaci6n del Derecho Administrativo en Ja controvertida Divi­

sión del Derecho en Público, Privado y Social. 

Por otra parte se analisan los requisitos establecidos para po. 

der llegar a aer Presidente de la Naci6n conforme a la Constitución Política, 

aaí como laa facultades del mismo consagradas en la propia Constitucion y 

que son de sumo interés, debido a que estas constituyen la fundamentación 

jurrdlca de loa actos administrativos que realiza el Presidente. 

Continúa este trabajo con una reseaa histórica de los orígenes 

de la Banca en Mé.zico hasta el 31 de agosto de 198Z, dicha reseaa tiene por 

objeto servir únie&mente como marco de referencia. 



Por último se destaca el desenvolvimiento de la Banca después 

del 1• de septiembre de 198Z, aai como las reformas constitucionales a que 

hubo lugar a fin de crear el fundamento legal para las ahora Sociedades Na­

cionales de Crédito y se analiza si el acto del Presidente del citado l" de Se.E. 

tiembre de 1982 con respecto a la Banca fue una Nacionalización, fue una~ 

propiación o si cabe ubicarlo como una Estatización, esto debido a que en el 

Decreto que público dicho Acto se manejan comunmeote los términos nacio­

nalización y expropiación. 



CAPITULO I 

EL DERECHO ADMINISTRATIVO 

l, l. - Concepto de Derecho Administrativo. 

l. Z. - Fuentes del Derecho Administrativo. 

l. 3. - La Administraci6n Pl1blica. 

l. 4. - Acto Administrativo •. 
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l.l." CONCEPTO DE DERECHO ADMINISTRATIVO. 

Para conocer lo que es el Derecho Administrativo debemos C.,2 

menzar por saber Sl.1 deíinici6n, para así llegar a comprender que es 

lo que va a regular, a quienes se va aplicar, cual es su alcance y cu!_ 

les son los fines que persigue. 

Existen muchos y muy diversos conceptos sobre esta importa_!: 

t!sima rama del Derecho debido a que como en otras ramas la doctrina 

con aus diversos autores dan a conocer su criterio sobre el mismo. El 

Derecho Administrativo 5e puede decir que se estudia desde muchos 

puntos de vista, existiendo una similitud entre éstos. Loa principales -

criterios que conforman el concepto que nos ocupa son: Legalista, JurJ 

dico, Doctrinal, Formal, De Servicio Público y de Finalidad. 

Podríamos citar todos y cada uno de estos criterios, pero lo .. 

conaideramoa innecesario, toda vez que el concepto a que nos referimos 

m's adelante en nuestra opini6n contiene a todos ellos. 

El distinguido maestro Gabino Fraga considera que en el aludí 

do concepto se debe incluir el régimen de organizaci6n y funcionamiento 

del Poder Ejecutivo, y con1prender las normas que regulan la actividad 

de dicho Poder que se realiza en forma de Función Administrativa. 

Asimismo, considera que el Derecho Administrativo comprende 

lae siguientes actividades: 



11a). - La estructura y organizaci6n del Poder encargado nonnal-

:·11ente de realizar la Función Administrativa. 

b). - Los .:i.edios patrimoniales y financlercs que la Administr!_ 

cl6n Pública necesita para su sostenL11iento y para garantizar la reg~ 

ridad de au actuacién. 

e). - El ejercicio de las facultades que el Pode~ P<lblico debe 

realizar bajo la forma de Función Administrativa. 

d), - La s!tuaci6n de loa particulares con respecto a la Admi-

niatracifo." (l) 

De lo anterior, la definici6n del maestro Fraga es la siguiente: 

Derechc Administrativo, 11es la ram.a del Derecho Público, que 

regula la actividad del Estallo que se rea.liza en forma de funci6n admj 

nlstratlva," (Z) 

Esta definicién ce. ~o pode.1.1cs cbservar, es ':>rcvc y co.:1plcta .. 

en'1tlciando adem~s de la actividad del Estado que está señalada en b -

Ley, las formas de ejercicio de esa actividad, o sea, las funciones del 

Estado a las cu.alea se refieren muy pocos autores. 

De la definici6n que cita.moa, se derivan tres elementos muy .. 

importantes y que sen: la actividad del Estado, sus funciones y el régi 

mena que se encuentra. sujeto. 

(1) Fraga, Gablno. - Derechc- Administrativo. - Editorial Porrúa, S. A. -
ZOa, Edici6n. - M~:<:ico 1977. ~g. 9Z y 93, 

(Z) Ibídem, Pág. 13. 
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La actividad del Estado se puede decir que es todo lo que 

el mismo hace o tiene que hacer para atender a sus propios fines como 

son, el sostenimiento y protección de su misma existencia. el cuidado -

de sus bienes, la conservaci.ón del orden material y jur!dico y la prom_2 

ci6n de todo lo que tienda al bien público. 

Dichas actividades integran las atribuciones del Estado, las 

cuales se traducen en facultades de que está investido para poder rea!!_ 

zar sus fines. Cabe destacar que la existencia y alcance de dichas atr_i 

buciones varía de acuerdo a la forma de gobierno Un.plantada en cada -· 

paro. 

Estas atribuciones que le son conferidas a ca.da 6rgano del 

E•tado y que se encuentran seña.ladas en la Ley, constituyen un l.únite 

que evita la arbitrariedad y el abuso del poder, puesto que ningdn 6r~. 

no del Poder Público y bajo ningun argwnento podrá rebasar las atrib_!! 

cianea que espec!Iicamente le han sido otorgadas en el ordenamiento de 

la materia de que se trate. 

En este elemento referente a la actividad del Estado el -

maestro Fraga nos indica que debemos distinguir dos maneras de rea!_! 

zar esa actividad, una, dando 6rdenes y otra prestando servicios, que 

a la vez son muy diversos. 

El segundo elemento de la deíinici6n que analizamos son 

las !unciones del Estado, las cuales constituyen la íorma de ejercicio 

de la actividad de este, y son diniÍ.micas debiendo entenderlas como la 
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acci6n permanente del Estado para desempeñar sus actividades. 

Las funciones que desempeña el Estado se deben estudiar 

en una estrecha relaci6n con el principio de División de Poderes, ya -

que a cada uno de dichos Poderes corresponden !unciones especüicas -

que desarrollar, y existiendo también situaciones en las cuales podrán 

intervenir más de W'l Poder, sin que invada las funciones del otro. 

El tercer elemento es el Régimen de la Actividad del Es~ 

do y se refiere a la tradicional clasüicación del Derecho en Público y 

Privado. El Derecho Administrativo queda comprendido dentro de la ... 

clasüicación del Derecho Público en atención a que los intereses del -

Estado corresponden a toda la colectividad y en consecuencia toda atrJ. 

bución que ejercite la Administración Pública va: a trascender ya sea -

en beneficio o en perjuicio de la sociedad y por lo mismo nada que el 

Estado haga puede resultar ajeno al pueblo. 

En el cap!tulo siguiente estudiaremos y analizaremos am­

pliamente la clasüicación del Derecho, citando a diferentes autores que 

sobre la materia han externado su criterio. 

Por otra parte, para complerrent:ar el concepto de Derecho 

Administrativo, citaremos otros dos autores: Andrés Serra Rojas y Mj 

guel Acoata Romero. 

El maestroSerra Rojas define al Derecho Administrativo -

como 11 la rama del derecho público interno, coostiturda por el conjunto 

de estructuras y principios doctrina.les, y por las normas que regulan 

las actividades directas o indirectas de la administraci6n pública como 
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6rga.no del Poder Ejecutivo Federal, la organizaci6n, funcionamiento y 

control de la cosa pública, sus relaciones con los particulares, los -

servicios públicos y demás actividades estatales". (3) 

Esta definición que nos da el citado maestro, más que d~ 

íinici6n parece una explicaci6n muy amplia, pero aún as!, resulta de -

gran utilidad para entender el contenido del Derecho Administrativo. 

Otro concepto lo expone el maestro Miguel A costa. Reme ro, 

el cual define al Derecho Administrativo como: "el conjunto de normas 

de derecho que regulan la organización, estructura y actividad de la --

parte del Estado, que se identüica con la administraci6n pública o Po-

der Ejecutivo, sus relaciones con otros órganos del Estado, con otros 

entes públicos y con los particulares". (4) 

De las definiciones que hemos citado, podemos concluir -

que el Derecho Administrativo se encarga de regular la organizaci6n y 

[u.ncionamiento de los órganos que dependen del Poder Ejecutivo, el --

cual dentro de nuestro sistema jurídico resulta de vital importancia, -

puesto que es a trav~s de la administración pública de quien se vale -

para organier y distribuir todas aquellas atribuciones a los órganos -

que dependen de él, para el buen desarrollo de su actividad, encamiil!,. 

da al bien comlÍD de toda la Sociedad. 

(3) Serra Rojas. Andrés~ - Derecho Administrativo. - Editorial Porrúa, 
s. A. 13a. Edic16n, México 1986, Tomo l. Pá'.g, 1Z8. 

(4) Acoata Romero, Miguel, - Teorl'a General del De1·echo Administrati 
::!2J Editorial Por rúa, S. A. 6a. Edici6n, México 1984, Pá'.g. 9, 
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1.2.- FUENTES DEL DERECHO ADMINISTRATIVO. 

Generalmente se le llama fuente a todo aquello de donde em!. 

na, nace o procede algo, asr las fuentes del Derecho Administrativo serán 

los puntos de partida del mismo. sed el lugar de donde proceden, donde 

nacen o emanan las normas jurídicas que en su conjunto dan creación a -

esta rama del Derecho. 

El maestro Andrés Serra Rojas nos dice que "las fuentes del 

Derecho Administrativo son los procedimientos, formas, actos o hechos, 

y dernis medios de creación e interpretación, en los cuales tienen su orJ. 

gen los principios y leyes en general, las fuentes mismas del Derecho, .. 

como la Ley, la Costumbre y la Jurisprudencia, todas ellas referidas a 

la matorla administrativa". (5) 

La palabra fuente deriva del latín 11 íons, íontis" .. y este a su 

vez del verbo 11 fundo, fundare 11 , que signüica crear, producir o derramar. 

La.a fuentes del Derecho en general a.l igual que este m.ismo, 

ae ha clasificado de acuerdo a sn creación y siendo dichas fuentes las mi.!., 

ma1 pero dirigidas a la materia administrativa. 

En e1te contexto, tenemos que las fuentes son las diversas 

formas como se crean las regl~s jurídicas que regulan el funcionamiento 

de la Administración Pública y el ejercicio de la función administrativa. 

( 5) Op. Cit. Ng. 155 
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La clasificaci6n de las fuentes del Derecho que dan diversos 

autores son: las fuentes reales, las fuentes formales y las fuentes -­

históricas, todas ellas encaminadas en este caso a proveer al Derecho 

Administrativo. Destacarnos que estas fuentes sirven o dan origen a -

otras muchas normas referidas a las demás ramas del Derecho como 

lo son entre otras, el Derecho Civil, el Derecho ?-.iercantil, etc. 

Las fuentes reales son loe factores y elementos que determi­

nan el contenido de las normas jurídicas. 

Las fuentes formales constituyen el derecho aplicable, enten-­

dit!ndoae que dicho derecho para que sea aplicable requiere en su proc~ 

110 de formaci6n tener la formalidad que sena.la la Ley, como son: la -

iniciativa, discusi6n, aprobaci6n, sanci6n, publicaci6n e iniciación de la. 

vigencia. 

Las fuentes hist6ricas son los docwnentos, inscripciones, pa­

piros y libros que encierran el texto de una ley o conjunto de leyes -

que estuvieron vigentes y que de alguna manera sustentan al Derecho 

e ontcm por~neo. 

Entre estas fuentes existe una relación estrecha, destacándose 

la relaci6n entre las fuentes reales y formales, pudiéndose explicar dJ. 

ciendo que las segundas son el cauce o canal por donde corren y se -

manifiestan las primeras. 

La m's importante de estas fuentes, para nuestro estudio son 
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laa !uente:s formales, las cuales son: la Ley, la Coatwnbre y la Juris-

prudencia y loa Reglamentos Administrativos. 

''La Ley es la norma de Derecho dictada, promulgada y sanci.2. 

nada por la autoridad pública, aún sin el consentimiento de los indivi--

duos¡: tiene como íinalidad el encauzamiento de la actividad social hacia 

el bien común" (6) 

Dentro de la Ley existe también una jerarquización siendo de -

importancia según el orden en que citamos los diferentes tipos de ord; 

namientoa existentes; que proveen al Derecho Administrativo. 

"a). - La Conotituci6n Política o Ley Fundamental del Estado. 

b). - Las leyes ordinarias expedidas por el Poder Legislativo 
Federal. 

c). - La• leyes ordinarias que son expedidas por el Poder -­
Ejecutivo Federal. 

d). - Los Tratados y Convenios que el Estado celebre con otros 
sujetos de Derecho Internaciooa.l. 

e). - Los reglamentos de la Administraci6n Pública, que expide 
el Poder Ejecutivo Federal. 

f). - Loa reglamentos, estatutos, reglas de operaci6n, normas 
t6cnicas del servicio de entidades administrativas descen­
trali~adas. 

g) .. Las circulares e instrucciones. 

h) •• La analogía (proceso de autointegración de la Ley) 11
• (7) 

De la ley se deriva el Principio de Legalidad, el cual dentro -

(6) Moto Salazar, Efra!n, Elementos de Derecho. - Editorial Porrúa, -­
s. A. - 3la Edici6n, México 1985. Pág. 18. 

{7f Sorra Roju, Andrés. Op. Cit. Pág. 159 y 160. 
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de e11ta materia tiene una únporta.ncia fundamental, consistiendo este en 

que loe órganos del Estado s6lo pueden realizar todas aquellas atribucig, 

nes que les estén expresamente seña.ladas en la Ley. 

En este sentido, se tendrá por v"iolatoria. de la Ley, cualquier 

determinaci6n que dicten dichos órganos del Esta.do que no esté debida-

mente fundada y motivada precisamente en la Ley. 

Por otra parte, la costumbre como fuente del Derecho Admini.! 

trativo, se puede definir con10: 11 la observancia uniforme y constante de 

reglas de conducta obligatorias, elaboradas por una comunidad social ~ 

ra resolver situaciones jurídicas11
• (8) 

Esta fuente del Derecho se puede maniíestar de tres formas, S.!:_ 

gún lo expone el maestro Acosta Romero: 

"a) Puede con!irmar la disposici6n contenida en la ley, en esta 
primera manifestaci6n existe armonía entre la ley y la co.!. 
tumbre, secundwn legem, es decir está de acuerdo con la 
ley; 

b) Puedo ser contraria a la ley, aunque la ley desconozca una 
coat'umbre de todas maneras esta no varía de un d!a para -
otro y vendrá a ser contraria a La. ley; 

e) Puede venir a llenar un vacío de la ley, en este caso, la -
costumbre es pre ter legem, supliendo la deficiencia de la 
Ley." (9) 

La )'urisprudencia: "es la L"lterpretación que de la ley hacen los 

tribunales, cuando la aplican a cinco casos concretos sometidos a ellos 

(8) Moto Salazar, Eíra!n. Op. Cit. Pág. 10 y 11. 
(9) op. Cit. Pág. za 
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y la generalizan". (10) 

En Derecho Administrativo ei Tribunal Fiscal de la Feder!!_ 

ci6n. y él Tribunal de lo Contencioso Administrativo son los que establ; 

cen la jurisprudencia.. 

En p1.1ridad técnica consideran algunos autores que la juris-

prudencia ea fuente para la interpretación del Derecho1 pero no es ere~ 

dora de Derecho Administrativo. Pero hay que hacer notar que la juri;!_ 

prudencia cuando es establecida por la Suprema Corte de Justicia, apa!. 

te de que es obligatoria para todos ios Tribunales de la República, en 

ocasiones llena los vacíos que deja la ley, llegando un momento que tat,!! 

bi~n sea creadora de Derecho Administrativo. 

Por último, el maestro Acosta Romero nos dice que el D; 

recho Administrativo lo constituyen infinidad de normas jurídicas, par--

tiendo de la Constitución, aliment.<1'.ndose además de hechos y actos pog' 

ticoa y sociales, citando para tal efecto, cada uno de los instrwnentos 

jurídicos de que se vale el Derecho Administrativo, para su creaci6n y 

a ostenim iento: 

11 1. - La Constitución. 

Z. - Las leyes, tanto íederales, como locales y tratados 
internacionales. 

3. - La costumbre y el uso. 

4. - Las ideas político-sociales de los gobernantes. 

S. - Todo hecho social que engendre normas de Derecho -
Administrativo. 

(10) Moto Salazar, E!rafn. Op. Cit. ?.íg. 10 



6. - Loa Reglamentos administrativos, federales, locales 
y municipales. 

7. - Las circulares y oficios circulares. 

8. - Los criterios de las autoridades, también federales, 
y locales, 

9, - La jurisprudencia de los tribunales federales, locales 
y de los tribunales administrativos. 

1 O. - El Derecho Internacional. 

11. - Los principios generales derivados del Derecho 
Administrativo .. 

IZ 

1 z. - La doctrina de los tratadistas de Derecho Adminl.atrativo, 

13. - Los convenios de Derecho Público celebrados entre entida 
des públicas de los que se derivan efectos fundamentalee­
para el Derecho Administrativo11

• (11) 

l. 3,- LA ADMINISTRACION PUBLICA, 

General.mente la administraci6n se refiere a la adecuada apli· 

caci6n de medios técnicos y aptitudes humanas para determinar y alca~ 

zar un objetivo o meta. 

En este aentido, la administraci6n se aplica tanto en la activi· 

dad privada como en la actividad píblica, 

Se dice de la adm..inistraci6n privada ya que cualquier organiz!. 

ci6n o empresa dedicada a la producci6n o a la prestaci6n de servicios 

que requiera tomar decisiones, coordinar actividade11, ni.anejar personal, 

aa! como evaluar la ejecuci6n dirigida hacia objetivos de grupo. 

(11) Op. Cit, ~g. 28 y 29 
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Respecto a la administración pública, ésta se refiere a la 

actividad del Estado encaminada al bienestar social. Ahora bien, siendo 

esta materia estudio de este inciso. a continuación citamos el concepto 

de la misma. 

11 La administraci6n pública es una entidad constituida 
por los dh~ersos órganos del Poder Ejecutivo Fede­
ral, que tienen por finalidad realizar las tareas so­
ciales permanentes y eficaces del interés general, -
que la ConstituciÓ!'l y las leyes administrativas se~ 
lan al Estado para dar satisf'acci6n a las necesida-­
de• generales de una naci6n". (12) 

La diferencia entre estos dos tipos de administraci6n, la 

privada y la pública, radica en que la primera se constituye con fines 

de lucro, para obtener una ga:::iancia, la satisfacci6n de Wl interés pe!. 

lt)nal, en cambio en la segunda se persigue la protecci6n del interés .. 

general existiendo leyes previas que establecen como y en que forma -

se va aplicar ésta. 

Ahora bien, como lo menciona:nos líneas atra:s, la admi--

niatraci6n pública objeto de estudio dentro de este capftulo y como sab.!!_ 

moa en base a la definici6n que de ella dimos, la administraci6n púb!! 

ca forma parte del Estado y su íL11alidad es satisfacer las necesidades 

de la colectividad. 

En base a lo anterio:, los objetivos de la administraci6n 

pública de acuerdo con düereotes autores que han sido consultados y -

(12) Serra Rojas Andrés. Op. Cit. ?.íg. 75. 
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que en sus opiniones existen similitudes, los objetivos son los siguien­

tes: 

"a). - Funcionamiento técnico de las entidades públicas, o -

sea, cuales son las estri;~:uras gubernamentales que permite::i la reali­

zaci6n de los fines públicos. Cada día son .nás complejos los cuadros 

de organización de la admbistración pública y la influencia es necesa­

ria ?1.ra el mantenimiento y desa.rrollo de las grandes entidades labor~ 

les, culturales, comerciales e industrias del mundo moderno. 

b). - Determi.:laci6n del compo~tamiento de los agentes de 

la administraci6:i, la psicología de la conducta. administrativa nos perm_! 

te conocer y remediar la actuaci6n regular o irregular de los funciona­

rios y empleados al servicio del Estado. 

e). - El pres•.:.?Uesto c;:uno programa de la administraci6n -

ha llegado a adquirir una int1uencia decisiva, tanto en la determinaci6n 

de su contenido, como en las actividades concretas del gobierno para -

ser eficaces y proporcionar al público un servicio adecuado. 

d). - La responsabilidad social de gobernantes y gobernados, 

para lograr como aspiraci6n ideal la integraci6n y actuaci6n de un todo 

orgánico, basados en deberes y obligaciones coordinados y ordena.dos en 

prop6sitos de elevada convivencia. El campo de las relaciones públicas 

ha adquirido una importanCia definitiva para la debida comprensi6n de la 

acci6n estatal, tan igualmente necesaria en las actividades privadas pa-
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ra un entendimiento claro y comprensivo entre la.s empresas, sus elle!! 

tes y aus trabajadores. 

e). - Precisar la importancia del administrador en sus re~ 

cienes con los 6rganos que tienen a su cargo la. fijaci6n de la pol!tica -

general del país." (13) 

Dentro de estos objetivos se encierra toda la actividad del 

Estado que 11e imparte en forma administrativa como lo es la organiZ!_ 

ci6n, la cual se da por niveles y por unidades, confiriendo a todos sus 

componentes una. tarea específica teniendo cada uno un campo de acción 

definido; la planüicaci6n. que determina los procesos por medio de los 

cuales se pueden alcanzar las metas trazadas; la direcci6n, encargada. 

de dirigir la plani!icaci6n de los programas; la. coordinaci6n, consisteE 

te en sincronizar los programas evitando as! la duplicaci6n de esfuer­

zos: la supcrvisi6n, que como su nombre lo i."'ldi:a supervisa o revisa 

el tra':>a.jo de los demás; el control, que determina si las dependencias 

o empreeas cumplen s•.1s fines, si esta en su debido tiempo y que efi­

cacia tiene; presupuesto y finanzas, estudia el costo de los programas 

para. tener una norma tle control y de decisi6n; las relaciones públicas, 

dando a conocer y explicar los programas de desarrollo a la comunidad, 

para que los servicios prestados tengan una buena aceptaci6n y puedan -

mejorarse; el personal, que es todo el material humano que debe contr!_ 

(13) Ibídem Pág. 84 
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tarse para el buen dese-npeño de la administración. Todo-10-ante-rior -

va dirigido a lograr metas cuya finalidad es la de satisfacer_: lis ·nec_e_S.i 

darles de la sociedad. 

La administraci6n pública se divide de acuerdo con la Ley 

Orgánica de la Administraci6n Pública Federal, para el caso que nos -

ocupa, en ad.11inistraci6n pública centralizada y paraestatal, conforme a 

su artículo i•, 

La administración pública centralizada está integrada con-­

forme al artículo 1 1 y 2°, de dicha Ley, en rclaci6n con el artículo -

26• del 1nisrno ordena;nientn, por la ?residencia de la República, las -

Secretarías de E.stado, los Departa.:1entos Ad.ninistrativos y la Procur,!_ 

duría General de la República. 

A sí tenemos que el art{culo 4° de la referida Ley, con!ie­

re al Procurador General de la República el carcícter de Consejero Ju­

r!dic o del Gobierno Federal. 

El artículo (,•, indica que el Presidente, sus Secretarios 

de Estado. Jefes de Departamentos Administrativos y el Pro::urador Ge 

neral de la República se reunirán a acordar en los casos previstos en 

el artículo z9• constitucional. 

El art(culo s•, establece el funcionamiento de Unidades de 

Apoyo y Asesoría Técnica y de Coordinaci6n, que auxiliarán al Presi-­

<lente de la República para estudiar y pro:nover las modificaciones que 

deban hacerse a la ad1ninistración pública y coordinar y evaluar su ej~ 
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cuci6n. 

Por su parte el artículo 9°, se refiere a la planeaci6:i de 

actividades del Eatado con base en las políticas para el logro de los o_!! 

jetivos y prioridades establecidas en la planeaci6n nacional del desarr_,2 

llo. 

Los artículos 13• y ¡4•, detern1inan la obligaci6n de los 

Secretarios de Estado de elaborar los reglan1entos inter~1os de sus pr~ 

pias Secretarías y los proyectos de ac\lerdos necesarios para su ~uen 

funcionamiento, sometiéndolos a la aproba.ci6:i del Presidente de la R~ 

pública. 

En los artículos 15º, lóº y 17º, se regulan y autorizan la 

delegaci6n de fawltades de los 6rganos superiores a los subalternos, -

indicando cuales facultades !10 deben delegarse y cuales pueden dele- -

garse. 

El artículo 2.'.l•, establece la obligatoriedad y permanencia 

de los siste1nas de programaci6n, orga:iizaci6n y métodos. 

El art!culo 22•, faculta al Presidente de la República para 

celebrar con los gobernadores de los Estados, convenios de coordina-· 

ci6n. para la pres~ci6n de servicios públicos, pa.ra mejorar éstos, ~ 

ra realizar obras de beneficio colectivo y para favorecer el desarrollo 

econ61nic,, y so.:.:ial de las propias entida:ies federativas. 

El artículo 2.3º, establece la obligación de las Secretarías 

de Estado y Je!es de Departamento Ad:ninistrativos, de in.formar al .. -
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Congreso de la Unión, cuando sean requeridos para ello del estado que 

guardan sus respectivos ramos; asimismo, igual obligaci6n tienen los -

Directores de los Crganismos Descentralizados y de las Empresas de 

Participación Estatal }...1ayoritaria. 

El artículo 2ó, se refiere y enumera a las düerentes Secre 

tarías que auxiliarán al Poder Ejecutivo en el estudio, planeaci6n y des-

pacho de los negocios del orden administrativo. 

Por otra parte, son empresas de participación estatal may.2. 

ritaria de acuerdo con el artículo 46 de la Ley Orgánica de la Adminis-

traci6n Pdblica Federal, las siguientes: 

- Las Sociedades Nacionales de Crédito. 

- Las Organizaciones Auxiliares 'Nacionales de Crédito. 

- Las Instituciones Nacionales de Seguros y Fianzas. 

- Las empresas en que el Gobierno Federal o una o míÍs -
entidades paraestatales aporten o sean propietarios del -
50~c del capital social. 

- En las que la constitución de S\.l. capital figuren trtulos -
representativos que sólo puedan ser suscritos por el G.2. 
bierno Federal. 

- Las Sociedades y Asociaciones Civiles en las que la ma­
yoría de las asociadas sean dependencias o entidades de -
la administración pública federal o servidores públicos !=. 
derales que participen en razón de sus cargos o que rea­
licen aportaciones económicas importantes. 

Dichas instituciones se regulan por sus leyes específicas -

y por los artículos del 45 al 50 de la citada Ley Orgánica". 
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l. 4. - EL ACTO ADMINISTRATIVO. 

El acto administrativo dentro de la dcctrina y dentro de la 

práctica ha sido dU!cil de definir, por la variedad de actos que la admJ. 

niatraci6n pública realiza. Esto se debe también a que los diversos au­

tores en derecho administrativo no se ponen de acuerdo Wlificando crit.!:, 

rios para así poder dar un concepto general ele este acto. A sí para al­

~unoa autores el acto administrativo es u.na decisión general, para otros 

una declaraci6n de voluntad, agregando algunos más la unilateralida;l y 

la concreción a dicha declaración. 

El concepto o defini::ión que de dicho acto nos parece más 

aceptable es la que nos proporciona. el maestro Acosta Remero r que es 

la si:;uiente: 

11 El o.eta aJ1.l.inistrtl.tivo es una rnaniiestación unilateral )' ~ 

terna de voluntad, que exp::esa una decisión de una autori­

dad administrativa con'lpetente, en ejercicio Je la potestld 

pública". (14) 

Analizando el concepto anterior, se dice que es una <.lecisión 

unilateral de voluntad ya que en él participa la voluntad de una sola pe.E_ 

sona que en este caso será el titular del órgano de la administración -

el que adopte dicha decisión de llevar a cabo determinado acto, exter-­

nando su voluntad para tal efecto. 

Dicha decisión y volWltad son del órgano administrativo cor:!. 

(14) Acosta Romero, ~1iguel. - Op. Cit. Pág. 413. 
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petente, que actúa a través de su titular en· uso de la.e facultades que -

le confiere la ley correspondiente, implicando que el acto está fundado 

en Derecho. 

Ta~nbién el acto administrativo es ejecutorio y ejecutivo, -

entendiéndose por ejecutorio que el acto tiene ejecuci611, que se puede 

ejecutar ya sea en que se haga cumplir voluntariamente o bien en for­

ma coactiva, y por otra parte, que puede causar ejecutoria, entendién­

dose por ésto la sentencia o acto, contra el cual ya no cabe ningún m.!:, 

dio de impugnaci6n. 

Al ser emitido por un ente público y teniendo éste como @ 

timo fin el bienestar común, el acto administrativo tendrá como o!>jeti­

vo perseguir el bienestar de la colectividad. 

Cabe destacar que el multicitado acto al emitirse crea, r,!_ 

conoce, modifica, transmite, declara o extingue derechos y obligaciones; 

así, un acto puede tener una, varias o todas las a:lteriores consecuen-­

cias. 

Por otra parte, se considera como elementos 1el acto a!!_ 

ministrativo al sujeto, a la manifestación externa de la voluntad, al o~ 

jeto y a la forma. 

Por lo que se refiere al sujeto como elemento del acto a~ 

ministrativo, podemos decir que este será por una parte el sujeto acti 

vo que siempre será un 6rgano de la administración pública creador -

del acto, y por la otra parte el o los sujetos pasivos y que son aqué-



21 

llos a quienes va ~irigido, -el .inenc~onado ~cto-Y q~e ~den ser otros e.!! 

tes público a, ·perdonas jurídicas colectivas o un individuo en lo particu­

lar. 

Cabe mencionar que el único requisito que se le pide al ª.!:: 

jeto activo ¡>ara la creaci6n de Wl acto jurídico es de que tenga co1npe­

tencia para ello, es decir, que la ley le atribuya determinadas faculta­

des y en us,, de las mismas cree actos. los -:uales ir¡Ín encaminados al 

bienestar general. 

La manifestación externa de la voluntad es la exterioriza-­

ci6n de dicha voluntad exhibiéndose objetivamente y cumpliendo con las 

formalidades expresamente señaladas en la ley. Así tenemos que la m~ 

ni!estaci6n de dicha voluntad debe ser esp<'llh(:iea y libre; debe de estar 

dentro de las facultades del 6rgano competente y no debe estar viciada 

por error, dolo o violencia. 

En i:ua:ito al objeto este es U.'l ele:mento esencial del acto 

ad1ninistrativo. Sus características son: debe ser posible física y jur..f 

dicamente; debe ser realizado dentro de las facultades que le otorga la 

competencia al 6rgano administrativo que lo emite. (15) 

En lo que respecta a la !arma, 11constituye la manüesta-­

ci6n material objetiva en que se plasma el acto a-:ln1inistrativo, para el 

eíecto de que pueda ser apreciado por los sujetos pasivos o percibida 

{15) Ib!dem Pág. 421 
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a través de los sentidos. Viene a ser la envoltura material externa 

en la que se apre~ia:i no s6lo los dem.!s elementos r:iel acto admini,! 

trativo, sino también sus requisitos, circunstancias y modalidades' 1
, (16) 

''La forma puede adoptar diversa.'3 variantes, la nlás nor-

mal ea la !orma escrita, casi pode:nos decir que es la regla general; 

aar tenemos que hay acuerdos, decretos, oficios, circulares, memoráE 

duma, telegrámas, notificaciones que se expresan a través de los me--

dios técnico-mecá:iicos de tranemisi6n del sonido, sobre todo, en los -

altos niveles de jerarqu!a11
, (17) 

Por otra parte, es necesario mencionar los efectos que -

cauaa el acto jJr!dico. Como ya lo mencionamos al principiar este i;!l 

ciao, su efecto principal es el de crear, modificar o extinguir una sj 

tuaci6n jurídica individual o condicionar para un caso particular el na-

cimiento, modificaci6n o extinci6n de situaciones jurídicas generales. -

Tales e{ectos, de acuerdo co:i su contenido pueden estar destinados a 

ampliar o a restringir la esfera jurídica <le los particulares, o bien .. 

limitarse a hacer -=onstar un catado de hecho 6 de derecho. 

También producen efectos indirectos, q·.ie con3isten en la 

realizaci6n misma de la actividad encomendada al 6rgano adnlinistTativo 

y de la deciai6n que contiene el acto administrativo. 

Los actos adminis<;rativos surten sus efectos :on relaci6n 

(16) lbíden~-P:íg. 4Zl 

(17) Ibídem Pág. 4ZZ 
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a los particulares, cuando el actuar de la administración pública trascie,!!. 

de al interés colectivo, surgiendo asr, derechos y obligaciones que tienen 

un carácter personal e intransmisible. 

La extinci6n de los actos n1encionados se puede dar por el 

cumplimiento voluntario de los 6rganos internos de la administración; -

por el cumplimiento voluntario por parte de los particulares y por el -

cumplimiento del plazo en aquellos actos creados con un plazo determ.i-

nado. 

También existen otros modos de que los actos administraE:, 

vos se extingan y que el maestro Acosta Romero llama modos anormales 

y son los siguientes: 

11a) Revocación administrativa. 

b) Rescisión. 

e) Prescrip:ión. 

d) Caducidad, 

e) Término y Condición. 

í) Renuncia de derechos. 

g) Irregularidades e ineficacias del acto administrativo. 

h) Extinci6n por decisiones dictadas en recursos admi­
nistrativos o en procesos ante tribunales administr,!_ 
tivos y federales en materia de amparo. 11 (18) 

(18) Ibídem P'-g. 438. 



CAP!TULD ll 

U dICi> CIC 1' DE if DERECHC' -ADMINISTRATIVO 

-z.1.--Derecho Público. 

-;>., ;>.; - Derecho Privado. 

Z. 3. - Derecho Social. 
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z. 1.- DERECHO PUBLICO. 

Desde caa! el inicio de la hwnanidad el hombre se ha pre2 

cupado por nombrar, enumerar y clasificar todo lo que le rodea, as! -

existen infinidad de divisiones de diferentes materia.e y cosas, las cu~ 

les no citamos por razones obvias. 

De dichas divisiones que hace el hombre, no pod!a escapar 

nuestra rama del Derecho citado en ésta tesis, y por tal motivo tratar.!:_ 

mos en este capítulo de determinar si el Derecho Administrativo es una 

subdiviai6n del Derecho Público o del Derecho Privado, de acuerdo a -

los tratadistas tradicionales, o si es posible ubicarlo dentro de la nueva 

subdivisi6n jurídica; el Derecho Social, al que co~o es sabido se ha ~ 

corporado el Derecho Laboral o Derecho del Trabajo y el Derecho Agr.!!. 

rio. 

Comenzaremoa diciendo que la divil!li6n del Derecho en P.:!, 

blico y privado no es nueva, sino que data de la época de los romanos 

en la cual el jurisconsulto Ulpiano nos expone una teor!a. dividiendo al 

Derecho, y es la siguiente: 11 Publicwn jua cst quod ad etaturn rei rom!_ 

nne spectat; privatum quod ad singulorum utilitatem" (l9), y significa el 

Derecho público ea el que ataiie a la conservaci6n de la cosa romana; .. 

privado, el que concierne a la utilidad de los particulares, A esta te.2, 

r!a se le conoce como la "teoría del interés en juego", siendo critica .. 

(19) : ... targadant S., Guillermo Floris. - Derecho Romano. - Editorial E,! 
finge, S. A., Sa. Edición, :\léxico 1973. - Pág. 101. 
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da aeveramente por diversos autores aduciendo que el citado juriscon-

aultr, romano no precisa o no define que es el ºinterés en juego11 y que 

además deja a consideraci6n del legislador el establecer en cada caso 

cuales son los intereses de orden público y cuales son de orden priva-

do, ocasionando con esto que se s•.uciten consideraciones íundamentalrne,!! 

te políticas que carecer'1n de todo valor científico. 

A sí también nos dice el maestro Flor is Margadant que en 

el curso de la historia jurídica muchas ramas del Derecho que nosotros, 

en la actualidad, consideramos ius publicurn, fueron considerados en la 

&:'ltiguedad como ius privatum; por ejemplo diversos temas de Derecho -

penal y de Derecho procesal, también en el mundo antiguo, únicamente 

loa derechos constitucional y administrativo fueron 11 públicos11
; en tanto 

q•ie nosotros le hemos ai\adido otras muchas materias a ese ius pibli-

cum, (20) 

Como se p.lede observar en la abreviada exposici6n de los 

inicios de la diviai6n del Derecho Pltblico y Derecho Privado dentro del 

Derecho Romano, no se precia6 ni se dio una deíinici6n exacta de tan -

controvertidas materias, pero como ya lo expusimos l!neas atrás, en el 

desarrollo de este trabajo tratare1nos de exponer lo más acertado posi-

ble la clasüicacifin que nos ocupa. 

A sí conforme a loa conceptos de Derecho que hemos es tu-

diado, se entiende por Derecho al conju:lto de normas jurídicas que r~ 

(2.0) García Maynez, Eduardo. - lntrodu~ción al Estudio del Derecho ... 
Editorial Porrúa, S. A., Ha. Edici6n, México l982. Rig. 131. 
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gulan la vida de los hombres en sociedad, Y siguiendo co:i las divisi_2. 

nea o clasüicaciones, este mis:nc Derecho que compone a todo orden 

jur!dico existente, div!dese a su vez, para su mejor estudio y compre~ 

si6n en Derecho subjetivo y Derecho objetivo. 

Se entiende por Derecho Subjetivo al conjunto de facultades r=. 

conocidas a los individuos por la ley, para realizar determinados ac­

toa en satisfacción de sus propios intereses. Este Derecho Subjetivo -

es un poder que tiene el individuo frente a los de1ná'.s individuos y !re!!. 

te al Estado mismo, otorga<l,:, por la Ley para la satisfacci6n de sus -

legítimos intereses. 

El Derecho Objetivo, es el conju.1to de leyes que rigen las r~ 

laciones de los individuos entre sí, de los individuos con el Estado, de 

éste con aquellos y de los Estados entre sí. Por la simple definici6n 

se puede observar q•.le este concepto abarca a todo el orden jurídico ... 

imperante dentro de la S·:>ciedad. 

El Derecho Subjetivo, se divide a su vez. en Derechos Subjeti_ 

vos Públicos, Derechoa Subjetivos Polfticos y Derechos Subjetivoa Civ_! 

les, dividiéndose éstos a su vez en personales y patrimoniales, s1ibdi­

vidiéndose éstos últimos a su vez en reales y de crédito. 

Los Derechos Subjetivos Pú';)licos, son los que tiene el hombre 

por el s6lo hecho de serlo, sin tomar en cuenta su sexo, edad o na:i2. 

nalidad. 
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Los=DerechOS. Súbjeti.vOs PoliC.cos, son los que tienen los 

individuos cuind~ ·ac?1an en calidad de ciudadanos, miembros de un E.!. 

tado, 

Los Derechos Subjetivos Civiles, son los que tienen los in_ 

dividuos c-n sus relaciones de carácter privado, por ejemplo el derecho 

que tienen los hijos de pedir alimentos a sus padres. 

Loa Derechos perso:i.ales, son aquellos que son inherentes 

al sujeto; esto signüica que el sujeto no puede desprenderse de ellos, 

que por su naturaleza estan unidos a él y que no son transmisibles, P.2. 

demos citar como ejemplo el derecho al nombre, al honor, etc. 

Derechos patr1rnoniales, se disting;,,ien de los anteriores -

por su contenido, q'.le en este caso es de car~cter econ6mico, es decir, 

estimable en dinero. 

Los Derechos patrimoniales dividense, a su vez en reales 

y de obligaci6n o de crédito, los derechos reales son los que conceden 

a su titular un poder directo e irunediato sobre la cosa materia de De­

recho, y que dicho p.,der se ejerce con exclusi6n de todos los demás -

individuos que no son ':itulares del mismo, y podemos de!inirlos dicie!!, 

do que son los que tienen una o varias personas sobre un bien, y que 

tienen, pa.ra q•Jienes no son titulares tle dichos derechos, la obligaci6n 

de abstenerse de perturbar al titular en el goce del mismo, como ejef!!. 

plo pode:mos citar el derecho de propiedad; los derechos de crédito .... 
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(tambi6n llamados de o!>llgaci6n o personales) se definen como la facul-

tad que tiene una persona, llamada acreedor, para exigir a otra llamada 

deudor, el pago de una prestaci6n o la realizaci6n de un hecho positivo o 

negativo. 

Por otra parte el Derecho objetivo se divide en interno y -

externo o interestatal. Puede ocurrir q·Je las normas de Derecho se e~ 

boren para regir los actos de los individuos, cuando aquellos se reali--

zan dentro del territorio del Estado. En este caso estamos ante el llam!_ 

do Derecho Interno. En cambio, las normas jurídicas que rigen las re~ 

cianea de México y otros Estados, ya sea en tiempos de paz o de guerra 

constituyen el Derecho externo o interestatal que se &plica a dos o más 

Estados, (21) 

Este mismo derecho objetivo se divide también, a su vez,. -

en Derecho público y Derecho privado. 

Dicha claaüicación obedece, según los diversos autores que 

han escrito sobre la materia, más que a razones reales, a necesidades 

didácticas, pues se han establecido verdaderas polémicas al respecto, -

sin que a la fecha se haya llegado a una conclusi6n precisa de las mat!:_ 

rias que abarcan estas dos divisiones; sin p-:tder evitar que invadan s~.i 

campo de acci6n una con otra. 

El maestro Eduardo García Maynez, en su importante obra 

(21) Mo!o Salazar, Efra!n. Elementos de Derecho. Editorial Porróa, -
S. A, l la, Edici6n. México 1966. Pág. 18, 
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Introducci6n al Estudio del Derecho, menciona: "Mientras ciertos auto--

res como Radbruch estiman que dichas divisio:ies 3on categorías apri.2, 

r!sticas del Derecho co1no ciencia, otros afirman que se trata de una .. 

dicotonom!a de índole pol!tica, y n·J po::as niegan enf.íticamente la exi.! 

tencia de un i:riterio válido de diíercn::iaci6n. Duguit, po: ejemplo, --

cree que tal criterio posee únicamente interés prcíctico; Gurvitch niega 

la posibilidad de establecerlo de acuerdo con notas de naturaleza mat=., 

rial, y Kelaen declara que todo Derecho constituye una íormulaci6n de 

la voluntad del Estado y es, por ende Derecho público". (22) 

A sí también Roguin, citado por el pro!esor Garc!a Máynez 

expo;ie su tésis, en la cual no3 explica que dentro del Derecho público 

debe existir una legislaci6n especial, debido a la in";ervenci6n del Es~ 

do, que regula su actividad y sus relaciones jur!dicas, al contrario B.,!! 

cede, si el órgano estatal se somete a la legislación o=dinaria, dichas 

relacio:ies serán de índole privada. 

Continua el m.aeatro García Máynez expo:iiéndonos una teoría 

llama1a teor!'a de la Naturaleza 1e la Relaci6n la cual por coasiderar 

que ea únportante la citamos textualmente. 

"La doctrina más generalmente aceptada consiste en soste 
ner que el criterio dilerencial entre los derechos privad-;, 
y púb::.ico no debe buscarse en la índole de intereses pro­
tegidos sino en la naturaleza de las relaciones que las ..... 
normas que aquellos establecen. Una relaci6n es de coorc!! 

(22) Op. Git. Pág. 131 
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naci6n cuando los sujetos que en ella figuran en~uéntranse 
colocados en ll.1 plano de igualdad, como ocurre, verbigr!_ 
ci.a, sl dos particulares celeb:an un contrato de mutuo o 
de ..:ompraventa. Los precepto3 del derecho dan origen a 
relacíones de subordina,:ión, cuando, por el contrario, las 
personas a quienes se aplican no están consideradas como 
jur!dica:nente iguales, es decir, cuando en la relación in­
tervienen el Esta.do, en su -:arácter de entidad soberana, y 
un particular, las relaciones de coordina=ión o de igualdad 
no sólo paeden existir entre pa.r~icula.res, sino entre dos -
órganos del Estado, o entre un particular y el Es<;a.do, -­
cuando el último no interviene en su carácter de poder so 
berano. La relación es de derecho privado, si los sujeto-; 
de la misma encuéntr4nse colocados por la norlna en un -
plano de igualdad y ninguno de ellos interviene como enti­
dad soberana.. Es de derecho público, si se establece en­
tre 'J.' particular y el Estado (cuando hay subordinaci6n del 
primero al segund.:i} o si los sujetos de la mis:na son dos 
6rganoe del poder pdblico o dos Estados soberanos", (Z3) 

C o:no ?Odemos observar en esta teoría el citado autor, nos 

proporciona u:ias düerencias, las de Derecho público y de Derecho pri-

vado, reíiriéndoae a, la deeigaaldad que existe entre el Estado y los pa,! 

.ticulares, a esa desigl.Uldad se le conoce como coordinaci6n y subordi-

nao16n dependiendo de que tipo de relación jurídica existe entre loe go-

bernantes y los gobernados. 

En base a lo anterior, podemos decir que esta teoría es r!, 

lativamel'lte válida o parcialmcn:e aceptable toda vez que el Estado san 

ciona acto3 apa.rentemente particulares, por ejem.ple, el matrimonio -

que tiene un alto índice de privacidad y que es regulado por el Derecho 

Civil, pero adcmá'.s la instituci6n del mc.trimonio está definida como la 

base de la sociedad en q".le vivimos, trayendo cuino ccnsecucncia que -

(Z3) ibídem P;íg, 134 
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sea de interés general. 

Com,l el ·caso anterior podemos citar muchos miÍs, y as! -

pensamos que la actividad del Estado se puede iijar tanto dentro del D.!;. 

recho público, co:no del Derecho privado, de allí que algunos tratad!s-

tas de la materia duden en cuanto a la ubicaci6n del Derecho ad-'ltinis-

trativo. 

Por otra parte Francisco Porrúa Pérez, autor de la obra -

Teoría del Estado, afirma que: "Es Derecho del Estado el Derecho públJ. 

ca y también el Derech::. p:-ivado, ta.rito que porque de ~1 dimanan. en una 

!orina directa o indirecta. a-nbo3, como porque el Esta.do, en últllna ins-

tancia, es el llamado a aplicar las normas jur(dicas cualquiera que sea 

su naturaleaa". (24) 

Asimismo el autor mencionado, sostiene que gran parte de 

la d·:>etrina considera como Derecho del Estado al Derecho público y de 

una manera err6nea englo~ los estudios de Teoría del Estado bajo el 

t!hilo de Derecho político, pero que si estimatncs al Estado no como -

&".Jtoridad que ea sino co:no llna sociedad organizada, q·.le se compone .. 

de gobernantes y gobernados y asignando a.l Derecho la manera de for-

mar tan a6lo una de las notas esenciales riel Estado, se constituye pr!_ 

ciaamente la organ.izaci6n de la sociedad polftica, formando y organiza!!. 

do a dicha sociedad polftica tanto !as normas tradicion3.lmente consider,!_ 

das com~ Derecho público co:nci "!l orden jurídico de Derecho privado, -

(24) Porrúa Pérez. F'rancisco. - Teoría del E~tado. - Editorial Por rúa, 
S. A. lSa. Edici6n, México 1983. Pág. 159. 
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y8.-que .~etas eatructura_n· _a la ~~ied~d est3.-ta..! __ Y: ~lrig-e1~, · ComO lo men-
, /. - ·.~ '. -.-

c ionarn.os lrneas -atrás,_. su acHv'.fd~d. 

Re:specto 'al p(rraío ante-rió-; cabe hacer 'una aclaraci6n a lo 

qlle ;nel\Ciona _el citado autor, al n1encionatt ·a" la 'teoría del Eotado, a ta 

cual los demás tratadistas no incluyen en sus clasificaciones de Derecho 

pdbllco y de Derecho privado, definiéndole como: "una disciplina. autóno-

ma, COll un método y un objeto qae le l:JO'l ¡><lrticulares, sien-:io lU fina-

lldad establecer un conj Jnto de principios obligatorios en relación con el 

Ea•.ado", (l5) 

Dentro <le la clasüicaci6n de Derecho público q·.1e no3 pro-

porciona. el citado autor se encuentran las diguicntes materias: Derecho 

político, Teoría. del Estado, Derecho internacional, Derecho constitucio-

nal, Derecho adminletr.:itivo, Derecho penal y Derecho procesal. Ocupá!!: 

donos únicamente por ~a r,s,1a que nos interesa que es ei. Derecho admJ 

nhtrativo, con3iderándola cnn\o \L'la. cspe.;ialización del Derecho consti~ 

cional, estudiando f!:l Goncreto la actividad del Estado en su manifesta--

ción <lo Poder Ejccu!.ivo l'> a'Jministraci6n pública. 

Derinitiva1ncntc no estalllo~ ·-ic acuerdo en lo anterior1ne~.t~ 

expuesto, ya que el Derecho :i-iministrativo no es una especializaci6o -

del Derecho e onstitucional. y no estarnos r\1~ acuerdo puesto que co1no -

.11ani.festamos en el oapnulo primero de este trab.:ljo, el Derecho admJ. 
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nistrativo es una ciencia que evoluciona constantemet~~. es cambiante, 

pues se tiene que ir adaptando a las necesidades de una sociedad que 

también es cambiante y que por lo tanto dicho Derecho tiene definido 

ya 9 1.l objeto de conocimiento p"!'vpin, el cual lo constituyen t:i:-ito las 

instituciones jurídicas, como los !en6incnos sociales vinculados, a lo -

que se llama adm.inistraci6n pública, o Poder Ejecutivo, y que la evol~ 

ci6n social con sus explo3iones y construcciones :na':iz.a y señala. rum-

boa, ademiÍs de poseer un régimen '/ '.ltla sistematiz.ación ind~pe!ldiente 

a todas las dem~s :-~.11as del Derecho. Que tiene y debe tener vín:ulos 

muy estrechos con las demás ramas, es innegable por :;u misma natur.!_ 

leza. El Derecho administrativo tiene relaci6n con el Derecho constitu-

cional, pues de c:1te último deriva tanto la ~rganizaci6n del Estado co-

mo au estructura fundamental. 

Por últiJno y hecha e eta aclaraci6n, el aludido maestro -

sostiene que: ''el orden jurídico co1nc nota esencial del Est;ado es uni~ 

rio y total. Es llnitario porque como una fuente formal, tnediata e in-

n1ctliata, recurre siemp:-e at Estado pues siempre es creado por éste 

si estimamos :orrectamente a su realidad, no como una estructura de 

poder sino corno wia SocieJ.id humana organizada, y es total porque t_2 

da n:"J:•na jurfdica, de Derecho p·.íblico o de Derecho privado, se encue!l 

tra colocada dentro del orden jurídico integrcíndolo y dando realidad a ... 

esta parte sustancial del Estado, a este in¿;red!cnte necesario o consti .. 

tu!ivo de la sociedad estatal que es el aspecto jurídico de la misma, 11 (26) 

(Zó) Ibrdcm Pág. 164 
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En base a lo anterior, consideramos que el criterio del a.u-

tor es de que el Derecho administrativo esta co:npuesto de normas ta!!, 

to de Derecho público como de Derecho privado, formando una pirámj 

de en la cual se concentra todo el orden jurfdico establecido dentro de 

una sociedad, formando un sólo Derecho. 

De lo e ita do podemos empezar a decir que en realidad la. 

diacuai6n-polémica que ha surgido, en cuanto a la raz6n de ser del D.!:, 

recho público y del Derecho privado no ha aportado grandes soluciones 

en virtud de que al parecer se olvida que existen relaciones entre las 

diversas ra.ma ~ del Derecho, y por atril lado de que en la mayoría de 

las situaciones tanto fácticas como jurídicas el Estado interviene de m!_ 

nora i.rn portante. 

Por otra parte, y continuando con el tema, mencionaremos 

otros concoptoa de Derecho administrativo que nos lo ubican corno una 

rama del Derecho público, los cuales son los siguientes: 

Benjamín Villegas Basavilbajo, de nacionalidad argentina, -

alirma que el Derecho administrativo, "es un complejo de nor1nas y de 

principios de Derecho Público interno que regulan las relaciones entre 

los entes pú'.Jlicos y los particulares o entre aquellos entre sí, para la 

aathfacci6n concreta, directa e in..."nediata de las necesidades colectivas, 

bajo el orden jurídico estatal''. (2 7) 

(27) Villegas Bi.savilbajo, Benjamín. - Derecho Adminietrativo. Tipogra­
f!a Editc>ra. - Buenos Aires, Argentina 1949. Pág. 62. 
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Enrique Silva Cimma, de origen chileno, lo conceptúa "como 

aquel que tiene por objeto la creaci6n. organización. funcionamiento y ... 

supresi6n de lo3 servicios públicos, la regulación de la actividad jur!d,i 

ca de la administración del Estado y la determinación de las atribucio-

nes y deberes de este para con sus habitantes 11
• (.2.8) 

En relaci6n con lo anterior, Jorge Olivera Toro, en su libro 

Manual de Derecho .Administrativo, dice q·.ie cuando la administraci6n ~ 

blica utiliz.a el régimen de prerrogativa, se hace patente la existencia -

de un Derecho especial o Derecho administrativo, esto nos da oportunidad 

de seguir el camino p:lra poder separar laa actividades de la adminstra-

c:ión y aplicar el régimen jurídica correspondiente, bien sea de Derecho 

público o de Derecho privado, pues las referidas actividades pueden de-

sarrollarse en un régimen o en otro, raz6n por la cual, a la dificultad 

do~trínaria, se suma la düicultad práctica, a fin de resolver cuando --

una actividad es regulada por una u otra rama jurídica. (29) 

El mismo autor considera, que el dis·:utido criterio doctrin.!, 

rio entre Derecho público y Derecho privado, debe añadirse la problem! 

tica para la explicación del moderno fcn6meno de la administración ec~ 

n6rnLca. en la q:.i.e para darle flexibilidad y agilidad a la administración 

pública, en actividades de !ndole industrial o comercial y obteoer efic.!_ 

cia, se emplean medios privados para su funcionamiento y frente a te!_ 

(28) Silva Cimma. Enrique. - Derecho Administrativo. Editorial Jurídica 
de Chile, Santiago de Chile 1968, Pág. 30 

(29) Olivera Toro, Jorge, - Manual de Derecho Administrativo. - Editorial 
Porrila, S. A. México 1976, Págs. 91 193. 
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ceros, surgiendo la duda acerca de. si esta es una actuaci6n privada o si 

por existir fines públicos se trata s6lo de una actuaci6n de ese carácter 

o si es mixta. 

Pero no únicamente las entidades administrativas (lUmese pú 

blicas) son prestadoras de servicios públicos, pues también interviene la 

actividad privada con interés o contenido público, que merece la atenci6n 

del Estado y se establece una especie de puente entre Derecho público y 

Derecho privado, por lo que es posible hablar de personas privadas con 

interés público y personas privadas q·.ie prestan servicios públicos no oJ. 

vidando asimismo, que existe la actividad estatal enfocada al Derecho -

privado, en donde el Estado se ve obligado a intervenir por tratarse de 

materias que protegen el interés colectivo o porque el Estado así lo e!. 

tima conveniente, en la defensa y administraci6n de sus intereses. 

Por otra parte, existen diversos criterios para distinguir al 

Derecho público del Derecho privado, a sabert 

a) Del interés, - El Derecho público correspo:ide al interés -

público y el privado a loe simples intereses particulares, el maestro .. 

Olivera Toro menciona esta teor!a o criterio, sin embargo no está del 

todo de acuerdo con la misma, ya que según él, qo se explica que es -

el interés¡ permitiéndonos investigar su significado gramatical en la E!!, 

ciclopedia del Idioma, de Martín Alonso, su significado es el siguiente: 

11!nclinaci6n más o menos vehemente hacia una persona, objeto o situa­

ci6n que le atrae o corunueve"; la anterior explicaci6n nos ilustra y más 
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aún nos hace estar de acuerdo con el aludido maestro Jorge Olivera T2 

ro, pues en base a lo señalado con anterioridad, este término es un tan. 

to subjetivo y nos aclara lo pretendido, (30) 

b). - Criterio del Estado. - En las relaciones en que intervi; 

ne el Estado u otra persona de Derecho público, habrá Derecho de esa 

naturaleza, sin embargo muchas situaciones jur{dicas, en las que inte.!:, 

viene el Estado, estan sometidas al Derecho privado. 

e). - Criterio de la Relaci6n. - Las normas jur{dicas pueden 

crear relacio:i.es de coordinaci6n y de subordinaci6n, en la primera los 

sujetos se encuentran en un mismo plano y en la segunda, cuando el -

Estado interviene en su calidad de soberano, en la primera situaci6n -

estamos {rente al Derecho privado y en la segunda situaci6n nos ubic!;, 

moa en el Derecho público. 

Por su parte, el distinguido tratadista Hans Kelsen, expone 

que la distinci6n de Derecho público y Derecho privado, constituye una 

antítesis del Derecho y que sencillamente es imposible determinar con 

cierta lijeza lo que quiere decirse en concreto, considerando que no -

ha.y seguridad en el objeto de la divisi6n y que la calidad de público y 

privado se atribuye indistintamente al Derecho objetivo, a las normas 

al Derecho subjetivo, a las facultades y deberes que constituyen· la r~ 

laci6n jurídica. Lo que significa que para dicho autor, las norn1ae de 

(30) Alon•o, Martín. - Enciclopedia del Idioma. Editorial Aguilar. - M~ 

drid, España 1958. - Tomo ll A-D, Pág. z.¡a;. 



39 

Derecho no pueden pertenecer privat!sticamente al campo público o al 

privado, puesto que en el último de los casos los intereses son recí-

procos y que la distinci6n romr- con la unidad jurídica, propiciándose 

la creaci6n autocrftica del Derecho. 

Pero pese a lo anteriormente expuesto, el citado autor·, CO!!, 

sidera que: "ciertamente cabe sei1alar determinados dominios jurídicos, 

cualüicados por su especial contenido, que se contra.ponen convencional 

mente en calidad de 11 Derecho público'' al 11 Derecho privado11
• As!, en 

el Derecho público se incluyen el Derecho político, el administrativo, -

el procesal, el penal, el internacional y el can6nico (este último s6lo 

en tanto que ae refiere predominantemente a los anteriores dominios). 

Todo el restante Derecho es Derecho privado". (31) 

Con10 hemos podido jbservar, los autores que hasta el mo-

mento hemos estudiado, no estan de acuerdo con la. divisi6n de Derecho 

en público y privado (solamente lo consideran por cuestiones didcícticas), 

sin embargo han proporcionado una cla.aiíicaci6n, en base a sus crite--

rioe, claro esta, y en todas esas clasüicaciones dentro del Derecho ~ 

blico incluyen al Derecho administrativo, materia objeto de este capí~ 

lo. 

Por su parte, el doctor Gabino Fraga señala que si es nec.!:, 

aario establecer un criterio de distlnci6n entre el Derecho público y el 

(31) Kelsen, Hans. - Teoría General del Estado. Editora Nacional 15a. 
Ed!ci6n. - M6xico 1979. - Pág. 105. 
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Derecho privado, para poder apreciar la naturaleza de las normas que 

constituyen el Derecho administrath·o, pa.ra tal efecto nos proporciona 

una serie de criterios a fin de ubicar a la materia de nuestro estudio. 

Pero antes de enwnerar los citados criterior para la ubic!_ 

ci6n del Derecho administrativo, expondremos que opina el doctor Ga-

bino Fraga acerca de la divisi6n del Derecho en público y privado. En 

primer término se basa en cinco hipótesis para establecer dicha divi-

ai6n, pero considerando que las tres primeras son fácilmente cuestioD.!_ 

bles, nos basaremos en las dos últi.Inas, que san las siguientes: 

11 ••• 4. - Criterios derivados del objeto de la rela.ci6n jur!­
ca. Como un cuarto criterio se ha señalado el derivado 
del objeto de la relación, indicando que el Derecho priV!_ 
do es el que debe regir las relaciones de orden pecuna-­
rio de orden patrimonial, correspondiendo al Derecho ?.!, 
blico las relaciones de otro género. 

5. - Criterios derivados de las esferas de acci6n del 
Estado y de los individuos. Otros autores sin separarse 
por completo de los criterios expuestos, dan una forma 
especial a Ja distinci6n entre las dos ramas del Dere-­
cho • , • "(32) 

En cuanto al cuarto criterio es muy ambiguo, ya que si el 

Derecho privado se ocupara únicamente de las relaciones de orden pe_ 

cunario o patrimonial, si el Estado interviene con su in.vestidura de ª!!. 

toridad en este tipo de relaciones, se clasificarían con carácter de pri 

(32) Fraga, Gabino, - Derecho Administrativo. Editorial Porrúa, S, A, 
14a. Edici6n, México 1971. Pág. 84 y 85. 
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vado,. y por otro lado no espec!fica qu,e- tipo- de· relaciones atendería el 

Derecho público. Por otro lado, el· quinto criterio es m~s preciso, ª!. 

gumentando que so:i las instituciones las que dan a las nonnas el ca-­

r~cter de Derecho público o Derecho privado, como por ejemplo, la -

propiedad y la familia son instituciones de Derecho privado y este e!_ 

rá'.cter tienen las normas que a ellos se refieren y la organización P.2. 

lítica y su régimen jurídico aon de Derecho público. A sinlismo se le -

considera al Derecho público como un regulador de esas instituciones en 

donde se manüiesta la o:denaci6n de la vida s'Xial que se encuentra 

dentro de la organización jera'.rquica del Estado. El Derecho privado por 

su pl.rte es el regulador del grupo de instituciones en las que se mani­

iies4;a la organi~aci6n de la vida social que el nlismo Estado no incorp.2 

ra a su estructura. 

En relación a lo anterior, deducimos que para que exista -

una divisi6n de las ramas del Derecho de que hablamos, dentro del crj 

terio que expusimos, deben congregarse diversos elementos que concu-­

rren a las relaciones jurídicas y que el Estado posee un Derecho espe­

cial (que es el Derecho público), y por ende, el Derecho administrativo 

es un Derecho es_p'!cial, regulador del funcionamiento de la Adn'linistra­

ci6n Pública, as{ como las demás subdivisiones del Derecho público, P!. 

ra el fin por el cual fue ron creada s. 

P.:i~ otra parte, y reiiriéndonos en concreto al Derecho a~ 

miniatrativo, expondrémos los criterios que nos proporciona el doctor -



Gabino Fraga: 

11 El Derecho administrativo regula las si­
guientes funciones del Estado. 

a). - La estructura y organizaci6n del Po­
der encargado normalmente de realizar la 
!unción administrativa. 

b). - Los medios patrimoniales y finar..cie-­
ros que la Administración necesita para su 
sostenimiento y para garantizar la regu.lari 
dad de su actuación. -

c). • El ejercicio de las facultades que el PE. 
der público debe realizar bajo la forma de -
la funci6n administrativa. 

d). · La situaci6n de los particulares con re.! 
pecto a la Administracl6n". (33) 

4Z 

De lo an~erior, considera el citado autor que casi la tata-

lidad de las relaciones jurídicas en que interviene la Administraci6n en 

su funci6n propia, se rigen por normas de Derecho administrativo, o -

1ea por normas de Derecho público. Considerando además a este último 

como un Derecho especial para el Estado, que con el Derecho =omún .. 

forman el conjunto de normas que regulan el funcionamiento 1e la Admj, 

niatraci6n Pública. 

En otro capítulo de su obra, el citado jurista Jorge Olive-

ra Toro, menciona la aplicaci6n del Derecho privado a la Administra--

ci6n P<lblica, seflalando que la vida moderna ha sujetado !.a Administr~ 

ci6n Pública al Derecho privado, fundamentalmente por: 

(33) lbfdem Pág. 93. 
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11 
••• 1. - La actuaci6n de prestaci6n administrativa que 

crece cada d!a, porque el go~ernado actúa e orno indi­
viduo en su intimidad o desarrollando su vida exterior, 
en el pt'imer caso en el Derecho Administrativo vía la 
Administraci6n Pública, reduce su campo de acci6n y 
en el segundo supuesto, la actividad awnent6 para sa-­
tisíacer los requerimientos que deben cubrirse en el de 
aarrollo de una vida social. -

2. - El mantenimiento de la Seguridad Social. La -
Administraci6n Pública debe tener co,no finalidad pri-­
mordial el mantener una paz social que abarque al ser 
hwnano como objeto inicial e individual para el creci­
miento de la actividad administrativa. 

3. - La expansi6n de la actividad administrativa. E.! 
to se ha presentado ..::uando el Estado irru.11pe en el 
campo empresarial, dedica'.ndoae a la prestaci6n de se!. 
vicios en general, !unciones que son propias de la acti 
vidad estatal." (34) -

Consideramos de!initivamente, en relaci6n con la divisi6n 

del Derecho, que en la pr6'ctica se interpretan los campos de aplica--

ci6n del Derecho Público y del Derecho Privado, por lo que resulta -

casi Imposible distinguir la línea divisoria que establezca las diíeren-

tea monaa de aplicaci6n, sin que deba la doctrina o sus representantes 

sorprenderse cuando la administraci6n aplica normas de Derecho púb~ 

co, junto con las de Derecho privado, todo ello en atenci6n de satis~ 

cer las necesidades en general, partiendo de la base que todo adminis-

trador debiera tener, es decir que si es~ satisfecho el individuo, lo 

estar¡{ también la colectividad. 

Consultando también el Diccionario Jurídico Mexicano, nos 

define al Derecho privado como: "el conjunto :le normas que regulan Las 

(34) Op. Cit. Pág. 103 
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relaciones jurídicas entre personas que se encuentran legalmente conf!! 

deradaa en una situaci6n de igualdad, en virtud de que ninguna de ellas 

actua, en dichas relaciones, investida de autoridad estatal. El Derecho 

público se compone del conjunto :le norma.a que regulan el ejercicio de 

la. autoridad estatal, determinando y creando al 6rgana competente para 

ejercitarla, el contenido posible de sus actos de autoridad esta.tal y el 

procedimiento mediante el cual dichos actos debercín realizarse 11
• (35) 

En base a las definiciones proporcio0.1.das, y tomando en 

cuenta las diversas teorías sobre la materia, clasifica dentro del Der; 

cho pdblico al Derecho constitucional, al administrativo, al procesal, 

al penal y al internacional público, y dentro del Derecho privado al D~ 

recho civil, al mercantil y al internacional priva.do. 

Trinidad García, distinguido jurista, argumenta respecto a 

lo que ea Derecho público y Derecho privado, que: 11Cuaodo en una re!! 

ci6n jurídica o on un hecho sujeto al Derecho aparece el Estado en su 

calidad de poder soberano, esto es, de entidad superior que se impone 

lcgitimamcnte a loa que estan bajo su autoridad, tal hecho o relaci6n .. 

pertenece al Derecho público, éste es la rama del Derecho a que estan 

sujetaa todaa laa relaciones jurídicas en que interviene el Estado co:no 

soberano ••• 11 "Fuera de las relaciones jurídicas indicadas, hay otras 

en que no interviene el Estado con la calidad que hemos dicho, y en -

(35) Diccionario Jurídico Mexicano ... Editorial Porrúa, S. A., tomo 

lll-D, - México 1985, Pág. 197. 
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q•.ie las partes obran 11610 por interés particular; en tal caso, no hay -

una voluntad superior que ae imponga necesariamente a otras; todas --

la.a partes interesadas pueden hacer valer s 1J voluntad dentro de los C.2, 

munes límites que el Derecho fije. Son estas relaciones la materia 

propia del Derecho privado". (36) 

Sobre este criterio del maestro aludido se sobreentiende -

que habla de las relaciones de subordinaci6n y de igualdad, son de •.!!; 

bordinaci6n, como ya lo escribimos en un párrafo anterior, ya que el 

Estado interviene en esas relaciones con su investidura. que lo cara.et!!_ 

riza, son de igualdad cuando el Estado interviene en relaciones jurídica 

sin su investidura, estas relaciones pueden ser con el mismo Estado o 

de los particulares entre sí. Respecto a la ubicaci6n del Derecho admJ. 

nistrativo, lo ubica dentro de la divisi6n de Derecho público indicando 

que los actos de este Derecho son numerosos y su naturaleza es tam-

bl~n m1.:y variada, ya que tanto forman parte de la Administración ~ 

bllca desde los más altos funcionarios, hasta el más modesto empleado 

que aplica una multa, y toda esa. organizaci6n contribuye a conservar -

el orden público, llevando a cabo cualquier otro acto en que se obra -

como delegado del Estado. 

El doctor Miguel Acosta Romero, en su libro Teoría Gen~ 

ral del Derecho Aminietrativo, nos sef\ala que tradicionalmente se ha 

(3b) Garcl'a, Trinidad. Apuntes de lntroducci6n al Estudio del Derecho. 
Porrúa, S. A., Z6a, Edici6n. - Mé><ico 1980, Págs. 32 y 33. 
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considerado que el Derecho administrativo es una rama del Derecho -

p6blico, y la doctrina se orienta a tratar de establecer una sepa.raci6n 

de esas ramas del Derecho, sin embargo, a pesar de que los crite-­

rios de diferenciaci6n vienen desde el Derecho romano y se han en.s~ 

yado múltiples teorías sobre el particular, actualmente estas nocio-­

nes como muchas otras, se enc'..lentran en crisis y revisión, pues la 

evolución hlst6rica del Derecho ha presentado cada vez más proble-­

maa y aún hay quien sostiene que esa divisi6:i carece de sentido, --­

pues el Derecho es unitario y quienes sostienen como Radbruch que se 

trata de categorías jurídicas a priori, {37) 

Pensamos, sin embargo, que dicha pretendida. distinci6n .. 

entre Derecho público y Derecho privado, pa.ra la ubicación del Dere­

cho administrativo si tiene tu raz6n de ser y para ello nos basamos 

en lo expuesto en este capítulo y aden1ás en lo indicado por' el aludido 

autor en su citada obra, donde continua señalando que el Derecho co­

mo sistema unitario, que regula la interferencia intersubjetiva de los 

componentes de una sociedad hwnana organizada como Estado, debe -

concebirse precisamente bajo la perspectiva de su unidad y s6lo por -

razones técnicas o prácticas y desde el punto de vista te6rico, se c.! 

tudian las dilerentea ramas del Derecho, por raz6n de su objeto, su 

método o aplicaci6n düerente, porque resulta evidente que la.e relacig, 

{37) Op, Cit, Pág. l O y 11 
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nea hwnanas no son id6nticas y las necesidades que satisface el Derecho 

tampoco son iguales, al respecto el maestro Villero Toranzo, dice que 

esta distinción ea necesa.ria como una introducci6n al estudio de lo pr_2 

pio de cada una de las ramas del Derecho. {38) 

El propio ::laestro Villero Toranzo, nos dice que el Dere-­

cho público se ha reestudiado a través de cinco especificaciones básicas, 

las cuales todavía esbozan algo de la doctrina romana, y son las siguie_a 

tes: 

11 ••• 1 ... En cuanto a su contenido o materia, 11El Derecho -

Pdblico abarca todas las normas q·.1e se refieren a la ::onstituci6n, org!, 

nización, íuncionamieni:o, facultades y deberes de todos los 6rganos es~ 

tales y las relaciones de éstos con los particula•ea. 

2. - En cuanto a las relaciones reguladas, serio púbJd 

cae todas aquellas en que intervenga -como sujeto pasivo - el Estado 

(claro esta, p.or medio de algún 6rgano) y cu su calidad de Estado. 

3. - En cuanto al criterio filos6fico aplicable, el Der.=. 

cho Público está regido por la justicia de subordinaci6n y por Ja justi-­

cia institucional. La justicia de subordinaci6n es aquella especie de ju.! 

ticia que tiene como fin inmediato el bien de la comunidad y, como lún_! 

te, la dignidad de los individuos. 

Además, el Derecho Público está también regido por -

(38) Ibídem Pág. 11 
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la Justicia institucional, que tiene por fin regular los derechos y debe­

res de las diversas instituciones estatales entre ar y son vista.11 a que 

1irvan al bien comdn y al bien individual de todos los miembroa de la. 

aoc!edad, 

4. - En cuanto a las características de la.a actuaciones jur_! 

dicaa, aera<n públicas toda:i aquellas que se realicen a. nombre del Es~ 

do y en ejercicio de la soberanía. Ejemplos: el uso de l;i fuerza p.Sbli­

ca, la• expropiaciones por cau1a de utilidad p.Sblica, el otorgamiento de 

conco.tone1, 101 actos juriadiccionalea y los a.dministrati.vo1. 

5. - En cuanto a.l modo de operar, puesto que en el Dere­

cho P6blico eo~ pre1onte el Estado en cuanto a Estado, es claro que 

1u pre1encia imprime a su actuaci6n una imperioeidad que oe manüie.! 

ta en doo formao: en la posibilidad de uoar la. fuerza (coactividad) pa­

ra iznponer su aoluci6o; y en la ausencia de consulta de la otra parte, 

cuando ~ata e1 una persona (física o moral) particular". (39) 

Con re•pecto al Derecho privado, el a.ludido maestro, co,a 

oidora que e1bt formado por normas establecidas por c6di¡¡o1 y leyeo -

que oon producidas por el 6rgano legiolativo y por con1ecueocia es una 

actividad que cae dentro del 'rea del Derecho p4bllco, 

Agrega adem'• que el Derecho privado no e1 privado ni -

(39) Op. Git. ?.ig. lZ 
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por au origen, ni por su !urdamentaci6n, sino porque deja un amplio -

margen de aplicaci6n, ~sto es, le otorga a los particulares una auton2 

m!a (se puede hablar del libre albedrío para perseguir loa fines que -

más convengan a los mismos pa.rticula.res} para crear Derecho. 

As!, igual que da especüicaciones de Derecho ¡niblico, taJE 

bi6n la• expone del Derecho privado y son las siguientes: 

11 1 ... En cuanto a su contenido o materia, el Derecho priva 

do abarca las normaa por las que se ejercita la responsabilidad ele los 

particulares en los límites creados que les reconoce el Estado, por m~ 

dio del principio de la autonomía de la voluntad. Esta autonomía de -­

creaci6n est>t implicando la posibilidad de crear, no s61o la existencia 

de una nueva rclaci6n jurídica, sino también los l!mites, forma y cont!. 

nido de la milma. 

2. - E!l cuanto a las relaciones reguladas, serán privadas 

todas aquellas en q:.!e tanto el sujeto activo como el pasivo, so:i pa.rtic~ 

lares, actuando como tales. En el momento en que un particular actúa 

por concesi6n del Estado, la relaci6n es de Derecho Pdbli.co, pues en 

ella esbi presente el Eatado en cuanto a Estado, aunque sea una pre­

sencia delegada". 

3, - En :uanto al criterio filos6fico aplicable, el Derecho 

privado est>t recogido por la justicia de subordinaci6n, que es aquella -

especie de justicia que tiene como fin irunediato el bien de los indivi-­

duoa y, como lúnite el bien común. 
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4. - En cuanto a La.s características de las actuaciones jurJ 

dicaS, serán privadas las que realicen los particulares, en el ejercicio 

del principio de la autonomía de la voluntad. 

5. - En cuanto al modo de operar, puesto que el Derecho -

Privado tiene au fundamento en la libertad reaponsa.blede los individuos, 

es 16gico que sus obligaciones nazcan por actos de esta misma libertad, 

sin coacci6n e eta.tal y 1 si se trata de actos de dos o moía voluntades, -­

d.,ap·~6a que estaa hayan sido consultadas y llegado a un acuerdo". (40) 

Haciendo un análisis de lo expuesto por el maestro Vi.lloro 

Toranzo, citado en el libro del doctor Miguel Acosta Romero, encontr!:. 

moa que en la.a cinco especüicaciones que nos proporciona para. distin­

guir el Derecho público del Derecho privado, establece que el Estado -

rige todas las actividades tanto dentro de su misma constituci6n, orgaaj_ 

:r.aci6n y íuncionamiento, como fuera de él, ésto es, también rige (como 

ea sabido) la organizaci6n y !uncionamiento de toda la sociedad, basánd,2. 

se en el Derecho, actuando siempre dentro del Derecho público co.-no un 

ente superior, sin que nadie esté en la misma igualdad jerarquicamente 

hablando, ni mucho menos arriba de él, estando en posibilidad de usar 

la fuerza (coacUvidad) para imponer su voluntad; y por otra parte cua.!!. 

do ae susciten contradicciones, resolverlas sin consultar a nadie. As!, 

todas las relaciones en que intervenga ya sea activa o pasivamente se-

(40) Op. Cit. Pág. 13 y 14 
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rán consideradas como públicas, y esas relaciones, cuando se lleven a 

cabo con particulares será:n relaciones de s~.i'::>ordinaci6n (justicia de a~ 

bordinaci6n) de éstos para aquel, teniendo por otra parte, relaciones -

de igualdad con los mismos particulares cuando no actúa con su inve!. 

tidura de autoridad (este tipo de relaciones no las cita el maestro Vi­

llero Toranzo). adcm;Ís cita otro tip'J 1e relaciones que otro3 autores 

no tienen en et.lenta, pero que es 16gico suponer, llamadas también ju!. 

ticia institucional y que son los deberes y derechos de las instituciones 

estatales, cuya actividad está'. encaminada a servir al bien común y al -

bien individual de la sociedad en general. 

Po: lo que respecta al Derecho privado, este se deriva de 

la autonmp!a. de la voluntad que el Estado reconoce a los individuos para 

la satisíacci6n de sus intereses personales, creando estos mismos en -

sus diversas relaciones los límites, la íorma y el contenido de esta mi.! 

ma autonomía. De esta primera cspccüicaci6n se desprenden todas las -

demás como la de la justicia de subordinaci6n, entendiéndose ésta en el 

sentido de que el Estado como creador y aplicador de la LP.y, los parti 

culares deben subordinarse a esta Ley creada para ellos, para mante-­

ner sus relaciones 'l dirimir s·.is controversias; buscando siempre el bien 

individual y en el último de los casos el bien c01nún. 

Por otra parte y continuando con el doctor Miguel Acosta. -

Ro~nero, nos proporciona los conceptos de Derecho público y Derecho .. 
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privado a saber: 

11Entendemos por Derecho Público el conjunto de normas -

que regulan la estructura, organizaci6n y funcionamiento del Estado y su 

actividad encaminada al cumplimiento de sus fines, cuando intervenga en 

relaciones co:i los particulares con el carácter de autoridad . 

• • • Derecho Privado será el conjunto de normas que regulan 

las relaciones entre los pa.rticulares entre sí y aquellas en las que el -

Estado intervenga y eo las que no haga uso :le su carácter de autoridad, 

sin que por ello pierda su carácter de ente piiblico". (41) 

Considerando que estas definiciones únicamente deben toma.!. 

se en cuenta para fines didácticos, pues tanto el Estado como Ja Admini_!. 

traci6n Pública están reguladas por normas pertenecientes a las dos di'd 

siones del Derecho de que hablamos, sin que afecte a las relaciones o -

naturaleza del Estado en que dentro de su organizaci6n y funcionamiento 

se apliquen normas de Derecho privado o de Derecho público. 

Como ejemplo de lo escrito en el pé(rrafo anterior, citare­

mos a las normas que rigen la personalidad del Estado y de las entid!_ 

des federativas, las cuales se encuentran en el Código Civil del DistrJ: 

to Federal, estimando que aunque no afectan en nada la naturaleza y º!. 

ganizaci6n del Estado, como ya lo hemos considerado, no deberían es--

(41) IDEM 
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tar plasmadas en esta ley, FJC&to que tratl{ndose del Esta.do y su orga-

nizaci6n deberían encontrarse cla.si!icadas dentro del Derecho p6.blico y 

no dentro de una ley que cae dentro del campo del Derecho privado. O-

tras leyes que si están debidamente ubicadas como ejemplo las podemos 

encontrar en la propia Constitución, en las leyes órganicas del Poder -

Ejecutivo, entre otras leyes. 

El mismo autor hace alguna referencia sobre la privatiza-

ci6n del Derecho público y la publiciz.aci6n del Derecho privado, al re~ 

pecto transcribimos integro el párrafo a fin de comprender la idea ace!. 

ca de esta referencia que ningún otro autor menciona. 

"Se afirma que el Derecho Público tiende a privatizarse 
por el hecho de que el Estado organiza sociedades an6 
nimas y adopta sistemas y procedimientos, que tradi:: 
cionalmente so han considerado regulados por el Dere­
cho Privado. Nuestra opini6n, sobre los fen6menos an 
tes reseñados, es que son una consecuencia natural d-; 
la cvoluci6n dinámica del Derecho, y no creemos que -
el Derecho privado se publicice sino más bien que las 
necel!idades sociales y el avance tecnol6gico van imp~ 
niendo espccializaci6n en la actividad humana, que a la 
vez demanda especializaci6n de las normas que rigen; 
pues, como lo afirmaron, en su tieni.po, Le6n Duguit 
y su disc!P'.tlo Georges Scclle, a una dinámica social­
debe corresponder una diniímica jurídica y los düeren­
tes cuerpos de normas especializadas tienden a su a~ 
tonomía sin que forrncn parte del Derecho Privado ••• 

• • • Por otra parte, es diffcil apreciar que el Derecho -
Público se privatice, pues, si se analiza con detenirn.ic~ 
to el !cn6meno, lo que los autores llama.a privatizaci6n 
no viene a ser sino que el Estado adopta las técnicas de 
administraci6n de los particulares, o bien, se regula por 
normas de Derecho privado, en ciertos casos de gestión 
administrativa, sin que por ello pierda su carácter de -



Et1tado. Es más1 por lo menad en }..léxico en los últi 
moa 60 aj\os no se ha observado que leyes admi.o.i.s:" 
tratlvas se incorporen al C6digo Civitt'. (42) 
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Por último, expondremos la hipótesis acerca de la. Ubica-

ci6n del Derecho administrativo, tal y como lo mencionamos al princJ 

pio de nate capítulo y es si se puede ubicarlo dentro de la nueva. sub-

diviai6n del Derecho, que es el Derecho social¡ entendiéndose éste co-

mn "el conjunto de norma.a jurídicas que establecen y desarrollan dü.!_. 

rentes principios y procedimientos protectores en favor de las personas, 

grupo• y •ectoreo de la sociedad integrados por individuos socialmente 

disbUe1, para lograr au convivencia con las otras clases sociales, de_a 

tro de un orden jurídico". (43) 

Eot& aubdlvial6n aurgl6 a raíz de La tranaformaci6n que -

vivimos actualmente, la evoluci6n conatante del Derecho por resurgi--

miento y nacimiento de materias que en otros tiempos no se le daba la 

import:ancla quo actualmente tiene, como lo ea el Derecho del trabajo, 

el Derecho agrario, la importancia también que se le da a la Seguridad 

y A slstencla Social y con el surgimiento del Derecho econ6mico, Todo 

esto contribuy6 a croar un conjunto de ordenamientos jurídicos con ca-

racterfstlcaa distintas a las del Derecho público y las del privado, pero 

que son comunes entro s4 

Laa caractor!sticas del Derecho social son las siguientes: 

1. - No ae refieren a individuos en general, sino a inte-­
~rantea de un grupo social bien definido. 

l. - Su fin innl.e<llato es el proteger a los sectores econo­
mlcanlente débiles. 

(42) Ibídem Pág. 16 
(43) Dlcciorurlo J\lrídlco ~léxican~. Op. Cit. Pág. 204 
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3. - Generalmente son de índole económico. 

4. - Procuran a través de instituciones y controles tratar 
de conciliar los intereses de las clases socia.les, P!. 
ra una convivencia justa. 

S .... Tienden a limitar las libertades individuales, en pro 
el beneficio oocial. 

No hace !alta hacer un análisis exahustivo de estas cinco 

caracterCoticas que predominan dentro del Derecho social, para saber 

a que clase social protege, se trata de los empleados, trabajadores, .. 

obreros y campesinos, destacando su posición social de impotencia freE 

te a la del poder ya sea de los patrones, terratenientes, etc. 

De acuerdo a esta nueva subdivisión del Derecho, el Die-

cionario Jurídico Mexicano, nos proporciona una. clasüicación distinta -

de lo que nos proporcionan otros autores respecto a la divisi6n del Der~ 

cho en público y privado, a saber: 

Derecho 
Público 

Derecho 
Privado 

Derecho 
Social 

e onstitucional 
Administrativo 
Penal 
Procesal 
Internacional Público 

Civil 
Mercantil 
Internacional Privado 

Del trabajo 
Agrario 
Econ6mico 
De seguridad 
De asistencia 
Cultural 
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Los fines que persiguen las materias de esta nueva subdi­

viai6n del Derecho son las siguientes: 

11El Derecho del trabajo regula la.e relaciones obrero patro­

nales y trata de rodear al trabajador de todas las garant{as en el deseIE 

peflo de aus actividades. Protege al trabajador, en tanto es miembro de 

esa clase. 

El Derecho agrario regula la equitativa distribución de la -

tierra y su explotaci6n en :,e;ieficio del mayor número de campesinos y 

a la sociedad por el volumen y costo de la producci6n agrícola y ganadera. 

El Derecho agrario es también un derecho de clase no sublime en las -

categor!as tradicionales. 

El Derecho econ6mico tiende a garantizar un equilibrio, en 

un momento y en una eocieda:! determinada, entre los intereses partic~ 

lares de loa agentes econ6micos público& y privados y un interés econ§ 

mico general y tiene una finalidad puramente social: poner al alcance -

de las maaa11 elementos -~e trabajo y vida. 

El Derecho de Seguridad Social procura. poner a cubierto -

de la miseria a todo ser hun1ano. Es un derecho de clase porque se d.i 

rige a proteger a quienes s6lo cuentan con su traba.jo personal como -

fuente de ingresos y los protege en la enfermedad, 1.a. invalidez, la d.!:_ 

aocupaci6n y la vejez. 

El Derecho de Asistencia Social considera los intereses y 
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necesidades de quienes no pueden trabajar ni procurarse las atenciones 

mé_dicas, de adiestramiento, de indumentaria. de habilita.ci6n que requi~ 

ren, constituy~ndose instituciones jurídicas con características ajenas al 

Derecho público y privado. 

El Derecho Cultural se integra con leyes que regulan la -­

instituci6n y la educación en todos los grados, clases y aspectos, proc~ 

randa ofrecer las condiciones necesarias para una buena educaci6n para 

todos. (44) 

Estos fines que persiguen las materias antes mencionadas 

tienden corno se ha visto al bien co1nún, pero es un bien común espe-­

clal, se podr!a. decir, pues únicamente están dirigidos, como ya lo he­

mos mencionado, a las clases econ6micamente débiles o desprotegidas, 

pero de igual manera que las dos prllneras subdivi•iones tradicionales, 

esta subdiviai6n desde el punto de vista que se le analice también está 

encaminada a resolver cuestio:ies que son de interés general. Y consJ:. 

deramos que el Derecho administrativo no se puede ubicar dentro .de -

estas subdivisiones, puesto que su fin inmediato es la organización y -

funcionamiento de todos los 6rganos del Estado: cierto es, éste tiene -

dentro de una de sus funciones el proteger a las clases sociales des-­

protegidas, que dentro de nuestro país es la mayoT!a, pero su fin prJ:. 

mordial es el mantener el orden jurfdico establecido para desarrollar y 

(44) Ibídem Pág. ZOS y Z.06 
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cumplir con sus {unciones para el progreso del propio pa!s. Y además, 

no se puede negar que el Derecho administrativo cumple una íunci6n -­

muy importante en esta subdivisi6n, puesto que también mantiene estre­

chas relaciones con las materias antes citadas como ya lo hemos men­

cio:iado en el capítulo anterior. 

Para finalizar concluimos que la divisi6n del Derecho en -

público privado y social, si tiene raz6n de ser pero s6lo en cuanto a -

cuestiones didá'.cticas, ésto es, que únicamente se acepta por el objeto 

estudio y especializaci6n de las materias que abarca cada una de estas 

subdivisiones, ya que solamente dentro de la teoría se puede diferenciar 

que tipo de relaciones jurfdicas n1anticncn el Estado y los particulares, .. 

pero en la práctica ya es difícil establecer un criterio definido por la ~ 

riedad de relaciones que existen, pero aún as!, ésto no es determinanate 

respecto a los efectos que producen para las partee en que intervienen, 

pues en el fondo todo es Derecho. En cuanto a la ubicaci6n del Derecho 

administrativo dentro de la subdivisi6n del Derecho Público, considera-­

moa que es una materia que no se puede ubicar dentro de las dos ramas 

restantes, pues como ya lo mencionamos l!'neas atrás, su funci6n primo!. 

dial es la organizaci6n funcionamiento y regulaci6n de todas las activida­

des de la Administraci6n Pilblica. 



CAPITULO Ill 

EL PODER EJECUTIVO FEDERAL 

3. l.· Requisitos para ser titular, 

3, z. - Facultades. 
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Habiendo concluido el tema referente a la división del De-

recho en Páblico y Privado, a continuación estudiaremos en pa:rte una 

de las subdivisiones del Derecho PdbLico; el derecho constitucional, el 

cual se define como: 11 la rama del derecho positivo integrado por el -

conjunto de normas jur(dicas contenidas en la Constitución Política del 

Estado y en sus leyes con1plementarias 11
• (45} 

Del concepto anterior, se desprende que el derecho cons;i 

tucional ae dedica al estudio y análisis de la Constitución Pol!tica de los 

Estados Unidos Mexicanos, en este caso a los requisitos para ser Presj 

dente de la R.epáblica y a sus facultades y a las bases de las cuales d!:_ 

riva la Adininistraci6n Pública. Por tal motivo y siendo nuestra Consti-

tución la Carta }..lagna o Carta Fundainental del Estado, a continuación -

citaremos un concepto de la misma. 

Constitución: ' 1Crden Jurrdico que ccnstituye el Estado, de-

terminando su estructura polfiica, sus !unciones caracterÍ!. 

ticas, los poderes encargados de cumplirlas, los derechos 

y obligaciones de los ciudadanos y el sistema de garantías 

necesarias para el' mantenimiento de la legalidad". (46} 

Antes de continuar, cabe destacar que el Estado no puede 

subsistir sin una Constituci6n, ya sea escrita o consuetudinaria, pues -

(4S) Pina, Ra[ael de y Pina Vara, Rafa.el de. Diccionario de Derecho. -
Editorial Porráa, S. A. l2a. Edici6n. :\[éxico 1984 Pág. 221. 

(46) Ibídem. Pág. l 7S. 
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es en ella precisamente en quien se apoya la estructura de su organiz~ 

ción. El Estado que no posea una Constitución, todos los elementos -

que lo integran vivirán, si es que acaso viven, en una anarquía consta!!. 

te. 

Respecto a la deíinici6n que de la Constitución citamos lí­

neas atrís, reíiriénConos a la nuestra, ésta se encuentra dividida en -

dos partes a sabe~: parte dogmática y parte orgánica. 

En efecto, las Constituciones, particularmente las de los -

países cuyos habitar.tes poseen una conciencia auténticamente Cemccr~t! 

ca, organizan al po¿er público con la intención de impedir el abuso del 

poder. En consecuencia, dichas Constituciones se sustentan en dos pos_ 

talados que son fundamentales: U la libertad del individuo, en principio 

y como regla general, sin más límite que el derecho de los demás 

miembros de la sociedad, salvo algunos casos sujetos a modalidades en 

beneficio de un interés colectivo especfiico y, como contrapartida, la -

facultad del Estado para. restringirla es limitada como corolario y COf!!. 

plemento de lo anterior, el poder del Estado se circunscribe a un sis!~ 

ma de competencia. Tratando la ¡:>arte dogmática de nuestra Constitu­

ci6n, los derechos a que se refiere el primero de los principios antes 

menciona.dos, enumerando las denominadas 11garant!as individuales", o 

derechos subjetivos del gobernado oponibles al gobernante. 

La parte orgánica corresponde a la organización, funciona~ 

miento y relaciones de los poderes públicos y es complemento necesa­

rio de la parte dogmática, circunscribiendo en lo interior el poder del 
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Estado n1ediante un sisterr..a de competencias. Como seña.la Felipe Te­

na Ramírez, la garantía orgánica contra el abuso del poder radica fun­

damentalmente en la división de poderes. 

En suma la parte org.ínica regula la formación de la volu!l 

tad del Estado al sei'iala r sus facultades de hacer, en tanto que la par­

te dogmática generalmente le señala el no hacer. 

Además de la parte dogmática y de la parte orgánica, las 

Constituciones como la nuestra incluyen preceptos que corresponden a -

la Constitución en sentido r.1aterial y que algunos autores denominan 5!!_ 

per-estructura constitucional como lo es: la soberanía nacional, forma 

de gobierno, la supremacía. de la Constitución y su inviolabilidad. 

El objeto de estudio de este capítulo, se encuentra enITia.!, 

cado dentro de la parte orgánica de nuestra Carta fl.1agna que se reíie­

re como ya lo mencionamos antes a los requisitos para llegar a ser -

Presidente de la República, y a sus facultades. Pero antes de comen­

zar el análisis del mismo. haremos una brevísima resei'la histórica del 

mismo. 

11En los aflos de la guerra insurgerite al promulgar el De­

recho Constitucional de Apatzignán, bajo la influencia de Morelos, el -

Ejecutivo se confió a un triunvirato, quizá como reacci6n al centralis­

mo exagerado del gobierno ;.•irreina.l. De la misma manera, al reali­

zarse la independencia y en espera del cun1plimiento del Plan de Iguala 

y de los Tratados de Córdoba, el Ejecutivo qued6 encargado a una re-
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gencia: Iturbide, 0 1Donojú, l\.tanuel Velázquez de León, Isidoro Yá.ñez Y 

Manuel de la Barcena. Luego vino el imperio de Iturbide 1822-1823: -

nuevamente una junta de gobierno de marzo de 1823 a octubre de 1SZ4. 

Pero a partir de la primera Constituci6n, que íue la íederal de 1824, 

el Poder Ejecutivo se confió a una sola persona, como ha perrnaneci¿o 

hasta la !echa". (47) 

Solamente en algunos países como Suiza conservan un eje-

cutivo pluripersonal, pero en otros países como el nuestro, que tiene 

graves problemas y una administraci6n complicada en la cual se requi~ 

re la intervención rápida de la autoridad administrativa, se cuenta con 

ejecutivos unipersonales. 

As{ nuestra Constituci6n Política en su artículo so• esta-

blece: 

11Se deposita el ejercicio del Supremo Poder Ejecutivo c.·e 

la Uni6n en un solo individuo, que se denominará Preside!!. 

te de los Estados Unidos ~texicanos 11 • 

Este precepto establece tal y como lo menciona, que el Po 

der Ejecutivo residirá en un solo individuo, (armando dicho poder, co-

mo le explicamos en el primer capít11lo de este trabajo, parte de la Ag_ 

ministración Pública Federal, por lo que los dcWs íuncionarioe desde 

los Secretarios de Estado hasta los empleados de base no forman parte 

(47) Moreno, Daniel, Derecho Constitucional Mexicano. - Editorial Pax -
México, Librería Carlos Cesarn\iln, S. A, 9a Edici6n. México 1985. 
P'gs. 413 y 414. 
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de este Poder, sino que forman parte del aparato administrativo que lo 

auxilia en sus !unciones, por tal 1n:otivO la autoridad que ejercen es una. 

autoridad delegada, de acuerdo a los que establezcan laa leyes y cotúoE_ 

me a lo que disponga el mismo Presidente, de acuerdo a las funciones 

que se les encomiende. 

El a rt{culo 81 ~ Constitucional expresa que: 

"La elección del Presidente será directa y en los términos 

que disponga la Ley Electoral". 

En relación a este a rtfcuio, la Ley Federal de Organizaci2. 

nea Políticas y Procesos Electorales determina. en su artículo :;• que: 

"El ejercicio del Poder Ejecutivo se deposita en un solo -

individuo que se denomina Presidente de loa Estados Unidos 

1'.1exicanos y que será electo por votación mayoritaria rela­

tiva en toda la República 11 • 

Dicha elección directa que sei\ala el precepto constitucional 

consiste en que cada ciudadano nombre al candidato a ocupar el Poder 

Ejecutivo, as! como a loa Diputados y Senadores que sean de su agrado. 

Se puede decir que los artfculos constitucionales antes cit!:_ 

dos son requisitos de forma puesto que seftalan en quien se deposita dJ. 

cho Poder Ejecutivo (Presidente de los Estados Unidos Mexicanos) y la 

manera de elegirlo (elección directa), pero no sei\alan los requisitos de 

fondo, esto es, las características personales que debe reunir el indiv.i 
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duo que ocupará dicho cargo. A continuación citaremos tales requisitos 

establecidos en nuestra Carta Magna! 

3.1.- REQUISITOS PARA SER TITULAR 

El artículo 82ª de nuestra Constitución Política especifica 

estos requisitos indicando que; 

11Pa.ra ser Presidente se requiere 11 : 

l. - 11Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno goce 

de sus derechos, e hijo de padres mexicanos por na.el 

miento". 

En relación a esta íracción y también en las siguientes, ha 

habido críticas por parte de diversos estudiosos del Derecho, estando -

de acuerdo algunos, en parte de la referida fracción y otros totalmente 

de acuerdo. 

En lo que están de acuerdo los estudiosos de esta materia, 

como el maestro Ignacio Burgoa, Felipe Tena Ramrrez, Daniel :Moreno, 

entre otros, es de que el individuo que ocupe la Presidencia de la Re­

pública sea mexicano por nacimiento y en pleno goce de sus derechos, 

de acuerdo con el art.Cculo 35•, (racción II de la misma, en el que se 

establece que son prerrogativas del ciudadano mexicano votar y ser vo­

tado p:i ra los cargos de elección popular. este mismo requisito se exi­

ge para. ser Dip·.ltado, Senador y }..anistro de la Suprema Corte de Just.i 

cia conforme a los artículo 55• 1 Cracción 1, 58"', y 95ª de nuestra 
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Constituci6n, respectivamente. Por lo que se refiere a que el P reside!l 

te debe ser hijo de padres mexicanos por na.cimiento existen discrepan-

cias y no se ha llegado a establecer un criterio estable. El maestro -

Ignacio Burgoa opina al respecto que en este caso, • • ' 1se norni.a la ne., 

cionalidad mexicana de aquel y se le impide, como ciudadano, cumplir 

con la referida obligación constitucional que debe haber entre todos los 

ciudadanos respecto de sus derechos y prerrogativas cívicas y políticas, 

al evitarse, mediante el mencionado requisito, que los n1exicanos por n!_ 

cimiento, por el sólo hecho de que sus padres no lo sean, puedan aspi-

rar al desempcfio de la presidencia, lo que se antoja injusto''· (48) 

Por su parte, el maestro Daniel ~loreno externa que el ci-

tado requisito es considerado por muchos como un exagerado nacionalis-

mo aeftalando que: 11 sin embargo, la historia nacional ha demostrado -

que entre los hijos de extranjeros, así sea tan solo uno de ellos, exis-

te indudablemente proclividad hacia el país de origen de los padres". (49) 

En opini6n del autor de este trabajo, dicha Eracci6n, dada la época ac-

tua.l contiene los requisitos precisos para que cualquier ciudadano mexi-

cano ocupe cargo tan importante, puesto que no se puede dar el caso de 

que se conííen los destinos del país a un individuo que en un momento -

determin.3do pueda ser influenciado por sus padres (que sean extranjeros}, 

ciertamente existen y existirán mexicanos que no han sido buenos patrig_ 

(48) Burgoa, Ignacio. Derecho Constitucional Mexicano. Editorial Porrúa, 
S. A. 3a, Edici6n. México 1979. Pág. 682.. 

(49) Op. Cit. Pág. 414 
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tas y que han traicionado de ¿iversaa maneras a ~iéxico, saqueándolo y de­

teriorando sensiblemente su economía, pero coin? la crisis actual que pre­

valece en todo el mundo y la.s influencias que ejercE:n los países poderosos 

sobre los débiles1no se puede dar la nienor- op·artunidad -para que países ex­

tranjeros influyan de una manera tajante y definith·a en la ,~ida política, so­

cial y cultural del país, 

ll. - "Tener 35 ai'1os cumplidos al tiempo de la elección 11
• 

Es de suma importancia la edad que requiere esta fracción, ya .. 

qu_e para ocupar un cargo tan importante se considera que a dicha edad se 

tiene uoa experiencia y madurez para poder desempeña:- ¿icho cargo. 

Ill. - "Haber rcsidiCo en el pafs du:-acte todo el afio anterior al -

día. de la clección11
• 

Este reqdsito parte de la razón de que el L.::·..:.r~ presidente esté 

en contacto y conozc.;i. y vea los problemas que vh·e el país para que as{ 

cuando ocupe el cargo los pueda resolver atina.da.mente. En opini6n del -

maestro Bur;:oa este lapso de un afio de residencia en el país es corto ya 

que el futuro Presidente debe conocer con profundidad los principales pro­

blemas del pafs para gobernar con atingencia, no bastando solamente un -

ai\o, dado que la Adminlstraci6n Pública en el Estado contemporáneo es e~ 

da día más compleja, (50) 

(50) Op. Cit. Pág. 682 
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IV. - 1tNo pertenecer al estado eclesiástico ni ser ministro de al­

gún culto 11 • 

Al respecto, el maestro Ignacio Burgoa explica lo siguiente: 11E,!. 

ta exigencia es plenamente congruente con el carácter laico del Estado MexJ. 

cano, la posibilidad contraria colocaría al Presidente entre el dilema de ac­

tuar conforme a los intereses de México u obedeciendo las consignas de los 

altos jefes de la Iglesia, circunstancia que colocaría en grave riesgo de me.!. 

m1rse la soberanía nacional. al sujetarla a un poder internacional, como lo 

es, verbigracia, el del Papado' 1
; (51) como en el caso de la Constituci6n de 

1853 a l.: qae el Sumo Pontüice declaró irrita 'f sin ninguna validez, por lo 

que nos podemc s dar una idea de cual sería la situación si tan alto cargo lo 

ocupara un rniemhro de la Iglesia. 

V ... ' 1No estar en servicio activo, et:. caso de pertenecer al Ejércl 

to, seis meses antes del dfa de la elección". 

VI ... 11No ser Secretario o Subsecretario de Estado, Jefe o Secre· 

tario General del Departamento Administrativo, Procurador 

General de la República, ni Gobernador de algún Estado a 

menos que se separe de su puesto sei¡S meses antes del día 

de la elección". 

Estas dos fracciones son análogas puesto que lo que se persigue -

(51) Ibídem. pág. 683 



69 

ea de que loa aspirantes a la Presidencia de la República no utilicen sus ca!. 

gos para influir o presionar en las elecciones y estas por consiguiente sean 

imparciales. 

Vll. - 11No estar comprendido en alguna de la~ causas de incapaci­

dad establecidas en el artículo 83' ". 

Al respecto, el artículo 83" prevee lo siguiente: 

"El Presidente entrar' a ejercer su encargo el 1• de diciembre -

y durará en él seis allos. El ciudadano que haya desempellado el 

cargo de Presidente de la Rep<iblica electo popularmente, o con 

el carácter de interino, provisional, o sustituto, en ningún caso 

y por ningún motivo podrá volver a desempeftar ese pueato 11 • 

Eate precepto, como podemos observar regula trea aapectoa im· 

portantfsimos, como lo aon: la duraci6n del período del encargo; la !echa 

do inicio de dicho encargo y la imposibilidad absoluta de que el individuo que 

haya ocupado la Presidencia de la Rep<iblica por elecci6n popular, o ya sea 

con el carácter de interino, prov!aional o auatituto, lo vuelva a ocupar por 

otro período m.ís. 

Con respecto al período de aela alloa que debe durar en el cargo 

el Presidente, loa maeatro1 Jorge Carpi&o y Jorge Madramo aellalan que1 

"El original artículo 83' de la Conatituci6n de 1917 eatableci6 que el perío­

do presidencial será de cuatro allos; pero, en enero de 1928, ae re!orm6 el 
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precepto para ampliar el per!odo a dos años más", (SZ) El argwuento de 

la am.pllación de dicho período se debió a tres causas, que son las si--

quientes: primero, que al ampliar el per!odo, el Presidente tendrá más 

tiempo para lograr las metas y objetives que se había fijado al princi--

pio de su gobierno; segundo, que siendo las elecciones muchas veces m.2. 

tlvo de dl1crepancias y agitaci6n en el pueblo, éstas deb!an de ~ntpliarse 

un poco ná,s y no ser tan !recuentes; tercero, que amplli(ndose el citado 

perrodo 1e tendría un ahorro considerable en la organlzaci6n de las cam 

pañaa polnica1, 

En relaci6n a la iniciaci6n del período presidencial que es 

el i• de diciembre de cada seis aiioa, se ha considerado que es una f!_ 

cha inadecuada ~·a que exis~e una <liferencia entre la fecha en que el 

candidato trlwúanta •• declarado prealdente electo y aquella en que ÍO!, 

malmente lnlc ia su gestl6n. 

Considerando lo anterior, la Constituc16n PolIHca de los E_! 

tados Unido• Me:idcano• comentada, establece lo siguiente: "Cuando la düe-

rencia entre laa dos fecha• ea de uno o dos mesea, pudiera propicia.rae un 

e1tado de confuai6n que lmpllcarl el debilitamiento del presidente en -

funcioneo, por laa expectativa• que oe deapierten en torno al presidente eles 

to, La amplitud de tiempo que media entre la fecha en que un cau:lidato eles 

to y aquella en que toma po1esi6n del cargo puede provocar que el presidente 

saliente ee lnc:llne a optar por desinteresarse de los asuntos públicos o a .... 

posponer la reaoluci6n de un problema crnico, por una parte, o bien, alte.!. 

(52.) Carpiao, Jorge y Madraza, Jorge. Derecho Constitucional, U, N.A. M, 
Rectoría. Inatituto de investigaciones Jurídicas, México 1983, Pág. 55 
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na.tivamentc, por solucionarlo de una manera poco responsable, por la otra, 

confiado en que será. su sucesor el que tenga que enfrentar las consecuencias 

de una decisi6n aventurada. Por ello, sería conveniente que se reformara -

el arHculo 83, a fin de que el presidente electo pudiera tomar posesión de -

su cargo dentro de loa siguientes 30 días que siguen a su declaratoria corno 

tal". (53) 

Respecto a la Última parte del artículo 83, que se refiere a la su 

cesión presidencial el artículo g4• de la misma, determina en qué casos y 

c~ndo se puede sustituir al Presidente electo populannente. 

Por otra parte, de a.cuerdo con el articulo sz• fracción VII en r!:,_ 

lación con el artículo sr ya citados, se establece el principio de la No Re~ 

lección, en el que ningún individuo que haya ocupado el puesto de Presiden-

te de la República ya sea electo popularmente o con el cará.cter de interino, 

provisional o sustituto, no podrá en ningún caso ser reelecto para ocupar -

dicho cargo, Tal determinación impuesta por éstos preceptos ha ocasiona.-

do que se lea critique severamente por varios tratadistas aduciendo que tal 

disposición es antidemocrática, ya que si un presidente ha deaempedado con 

eficiencia, honradez y patriotismo el cargo que le Cue conferido, ¿por qué 

no se les debe reelegir para otro nuevo período? La respuesta la encontr!. 

m:>s en los Anales de la Historia de México en la que ha quedado en eviden-

cia que el poder conferido a un individuo por medio de la Presidencia del -

(53) Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Comentada -
U. N.A. M. Rectoría. Instituto de Investigaciones Jurídicas. México 
1985. Pág. 196 
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país y ser reelecto nuevamente, tal es el poder que llega a eníermarlo al 

grado de caer en los límites de la idolatría. considerándose como un Dios 

Omnipotente, un caso ejemplar de lo anterior se da con el General Porfirio 

Díaz qu.e se reeligió siete veces, hasta que fue derrocado por La Revolución 

Mexicana de 1810, 

Volviendo al artículo 84°, en relación con el 85º de nuestra Con!. 

titución, que se refiere a la sucesión presidencial, La cual ha sido criticada 

por diversos trata.distas por la (arma de sustitución también constituye una 

problemática al afrontar la falta temporal o absoluta del titular del Poder -

Ejecutivo el cual en ningún caso y por ninguna ramón debe quedar acéfalo. 

A continuación exponemos lo que el maestro Ulises Schmill Ord.2, 

ft.ez comenta acerca de las diversas clases de sustitución presidencial, ob­

servándose en el mismo contenido la problemática que constituyen dichas -

ausencias del Presidente. 

Conforme a los artículos 84º y 85" , se denomina Presidente In­

terino, a aquél que; 

1) Es nombrado por el Congreso General en ca.so de falta. abso­

luta del Preeidente de la República, ocurrida en los dos pri­

meros an.oa del perlado correspondiente. 

Z) Es nombrado por el Congreso General en el caso de que al c2 

menzar un período constitucional no se presente el Presiden­

te electo o la elección no estuviese hecha y declarada el día -

lo. de dicien1bre. 
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3) Ea nombrado por el Congreso de la Unión, ei estuviese reuni­

do, o por la Comisión Permanente, en los recesos de aquél, 

por la falta temporal del Presidente de la República. 

La Constitución denomina Presidente Provisional al que; 

1) Es nombrado por la Comisión Permanente en los recesos del 

Congreso de la Unión, en el caso de falta absoluta del Presi­

dente de la República, ocurrida en los dos primeros arios del 

período correspondiente. 

2.) Es nombrado por la Comisión Permanente en los recesos del 

Congreso de la Unión, en el caso de falta absoluta del Presi­

dente de la República, ocurrida en los cuatro últimos aftas del 

perfodo re apectivo. 

3) Es nombrado por la Comisión Permanente en los recesos del 

Congreso de la Unión, en el caso de que al comen.zar su perÍ!?, 

do constitucional no se presentase el Presidente electo o la -

eleccl6n no estuviese hecha y declarada el día primero de di­

ciembre. 

La Conatituci6n denomina. Presidente Sustituto al que: 

l) Es designado por el Congreso de la Uni6n, en el caso de falta 

absoluta del Presidente de la República ocurrida en loa cuatro 

últimos arios del período respectivo. 

Con base en lo anterior, se explicará el procedimiento que debe 
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seguirse, conforme a la Constitución, en los siguientes casos: 

a). - Falta absoluta del Presidente de la República, ocurrida en -

los dos primeros aílos del período respectivo. En este caso, si el Congre­

so estuviese reunido se constituirá irunediatan1ente en Colegio Electoral, -

conforme al artículo 84° en relación con el 73, fracción XXVI, y nombrará. 

un Presidente Interino. Para el nombramiento de Presidente Interino, la -

Constitución establece un quórum calificado de las dos terceras partes del 

número total de sus miembros y una rnayoña absoluta de votos en escrutinio 

secreto. 

A continuación, dentro de los diez di'as siguientes al de la desigll!:. 

ción del Presidente Interino, el Congreso expedirá la convocatoria para la -

elección del Presidente que deba reunir el período respectivo, Además, e.!. 

tablece que debe mediar un lapso no menor de 14 meaea ni mayor de diecio­

cho, entre la fecha de la convocatoria y la que se se5ale para la verüicaci6n 

de las elecciones. En el caso de que el Congreso de la Unión no estuviese -

en sesiones, la Comiaión Permanente nombrará. a un Presidente Provisional 

y convocar.í a sesiones extraordinarias al Congreso de la Unión para que és­

te proceda a la designación del Presidente Interino y expida. la convocatoria 

a elecciones presidenciales de acuerdo con el procedimiento que se ha rese­

ftado. Es decir, la función de la Comisión Permanente es la de preparar el 

procedimiento que el Congreso de la Unión debe realizar en el caso de falta 

absoluta del Presidente de la República en los dos primeros at\os del peri6-

do respectivo. 

b). - Falta absoluta del Presidente de la República ocurrica en -
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los cuatro ~ltimos a ti.os del período respectivo. En este caso, si el Congr!_ 

so de la Unión se encontrase en sesiones, designará al Presidente Sustituto 

que deberá concluir el período. Si en el caso anterior para nombrar Presi­

dente Interino la Constitución exige un quórum de las dos terceras partes -

del número total de los miembros del Congreso de la. Unión, y una nu.yoría 

absoluta de votos, con mayor razón del mismo quórum y la misma mayoría 

deben exigirse en este caso aunque la Constitución de modo expreso no lo C!. 

tablece, 

SL el Congreso no estuviese reunido, la Comisión Permanente -

nombrar~ un Presidente Provisional y convocar' al Congreso de la Uni6n a 

sesiones extraordinarias para que se erija en Colegio Electoral y haga la -

elecc16n del Presidente Sustituto. 

2.) No presentación del Presidente electo al comienzo de su perÍ2, 

do constitucional o elección no hecha declarada el primero de diciembre. -

En este caso, el Congreso de la Unión nombrará un Presidente Interino, o 

la Comisión Permanente, en los recesos del Congreso, nombrará a uno de 

carácter provisional, debiéndose seguir el procedimiento establecido para 

el caso de (alta abaoiuta de Presidente de la República, ocurrida dentro de 

los dos primeros afl.os del período respectivo. 

3) Faita del Presidente de la República menor de 30 días, En -

este caso, si el Congreso de la Unión se encuentra reunido o, en su defecto, 

la Comisión Permanente, designará un Presidente Interino para que funcio­

ne durante el tiempo que dure dicha falta. El quórum y La. mayoría nece&a-
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rios son loa que se han mencioca.do anteriormente. 

4) Falta. temporal ¿el Presidente de la. República por más de 30 

d!aa. Si el Congreso de la Unión se encuentra reunido, resolverá sobre la 

licencia correspondiente que le deberá presentar el Ejecutivo y, en caso -

af'lrmativo, nombrará un Presidente Interina para que funcione durante el 

tiempo que dure la. falta, 

Si el Congreso de la. Unión no estuviese reunido, la. Comisión 

Permanente convocará a sesiones extraordinarias a aquél, para que proc.!_ 

da coníorme al párraío anterior. 

El último párrafo del artículo 85' dispone que en el caso de que -

1A !alta temporal ee convierta en deíinitiva, se procederá conforme a las ?.!,. 

glas correspondientes ya aoalizadaa. (54) 

Como hemos notado, el procedimiento para la sucesión preside!!, 

cial ea un tanto complicado, más sin embargo, en estos artículos se han -

establecido todos y cada uno de los casos de ausencia del titular del Poder 

Ejecutivo y la manera de cubrir eaa1 ausencias, ya que si faltara o no se 

tuviera previsto algún caso de ausencia el país podrt'a caer en una conf'usi6n, 

en la que no faltarían los oportunistas o los grupos opositores a.1 gobierno -

que avivarían dicha conCusi6n con ta.l de detentar el poder. 

Por otra part~, y para terminar con la primera parte de este 

capftulo, el a.rt!culo 83~ en concordancia con el artículo 87•, dispone que: 

(54) Schmill OrdÓ!lez, Ulises. El Sistema de la. CorJJtitución Mexicana. -
Editorial TextosUniversita.rios, S. A, México 1971. Págs. 2.81 a 2.84. 
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"Todo funcionario público, sin excepción alguna, antes de tomar 

posesión de su encargo, prestará la protesta de guardar la Con!. 

titución y las leyes que de ella ernanen11 • 

Lo cierto es que esta disposición viene a ser un complemento del 

artículo 83', en su primera parte, dado que en ningún momento se podr' -

transgredir dicha disposición ~xirne tratándose de ocupar el puesto de m!_ 

yor jerarquía dentro del pafs. 

3. 2.- FACULTADES 

El Presidente de la República posee múltiples facultades que le -

confiere la Constitución Política y las leyes ordinarias, existiendo además 

otras que son derivadas en su favor dadas las características y condicionea 

del sistema político mexicano y que no están previstas en ninguna norma j1!_ 

r!dica. 

El maestro Acosta Romero expone que el Presidente rea.liza dos 

funciones a saber: funciones administrativas y {unciones políticas (el dis­

tinguido maestro Acosta los llama actos adnúnistrativos y actos pol!ticos, 

el encargado de este traba.jo, considera más apropiado denontlnar !unciones 

a las actividades del Presidente, aunque el término acto también es corres. 

to), 

Las !unciones administrativas la.s expone de la siguiente manera: 

11 Una de las actividades fundamentales de este poder, es la admJ. 

nistración, la cual en ocasiones se concreta a la simple ejecución de la Ley 
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y en otras desborda ésta, adoptando medidas de conveniencia ocasional o 

de prudente gestión". (56) 

11Actos políticos, No todo lo que hace el Poder Ejecutivo es tam-

poco administrar, como cuando interviene en la convocatoria del Poder Le-

gislativo a sesiones extraordinarias, La firma de tratados internacionales, 

hacer declaraciones políticas, informar anualmente al Congreso: estos ac-

tos no son administrativos, son políticos, en el más alto sentido de la pala-

bra", (57) 

A continuación expondremos lo que est.ablece la Constitución Po-

lítica de los Estados Unidos Mexicanos, en su artículo 89° en el cua.1 se de-

tallan las facultades y obligaciones del Presidente de la Rep6blica, habiendo 

fracciones del mismo artículo las cuales no merecen comentario alguno, .. 

por su mismo contenido. 

11 La.e íacultades y obligaciones del Presidente son las siguientes; 

I, "Promulgar y ejecutar lae leyes que expida el Congreso de la 

Uni6n, proveyendo en la esfera administrativa a su exacta o!?, 

servancia 11 • 

En relación con esta (unción, existen varios puntos que debemos 

definir para comprender exactamente el significado de la primera parte de 

esta facultad. En primera instancia el concepto de promulgar (pro-vulgare) 

( 56) Op. Cit. Pág. 84 y 85, 
(57) lDEM. 
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signüica etimol6gicamente llevar a.l vulgo, a la generalidad, el conocimie_!! 

to de una ley. En este sentido, la promulgaci6n se confunde con la public!_ 

ci6n ••• 11 Por la promulgaci6n el ejecutivo autentifica la existencia y reg~ 

laridad de la ley, ordena su publicaci6n y manda a sus agentes que la ha-

gan cwnplir; en esa virtud, la ley se hace ejecutable, adquiere valor imP.!:, 

rativo, carcícter que no tenía antes de pasar de la jurisdicci6n del Gongr.!:_ 

so a la zona del Ejecutivo. No obstante, la Ley promulgada no es obligat.Q. 

ria todavía para la generalidad, mientras ésta no quede notificada de su -

existencia: en efecto, sería injusto imponer la obligación de cumplir una .. 

disposición a quienes no la conocen ni est;;Ín en condiciones de conocerla, 

la publicación, es pues, el acto del Poder Ejecutivo por el cual la ley V!?, 

tada y promulgada se lleva al conocimiento de los habitantes mediante un 

acto que permite a cualquiera el conocimiento de la ley y que establece para 

lo futuro la presunci6n de que la ley es conocida por todos". (58) 

En relaci6n a la publicación, los artículos 3• y 4• del C6digo -

Civil determinan la forma en que debe hacerse la publicaci6n y señalar a --

partir de que momento entrartÍ en vigor la Ley. 

Algunos autores han considerado que la promulgación es una f~ 

ci6n legislativa y no ejecutiva como la Constitución se la atribuye al Preside~ 

te., pero considerando que es un tema que no es objeto de esta tesis, 

no nos adentraremos en el, ya que no se ha llegado a una conclusión dentro 

(58) Tena Ramirez, Felipe. Derecho Constitucional !'vlexicano, Editorial • 
Porrúa, S. A. 7a, Edici6n. México 1958. Págs. 411 y 41Z. 

mA TESIS "º nm 
S 'll~ !\r. ·. ~ • .' ,T,.."t '; ll ,.;i. ~d _,,;,;..:.;¡¡¡;, . .,, ... 



80 
de la doctrina establecida. 

Respecto a la segunda parte del párrafo I del artrculo 89', é~ 

ta consiste en ejecutar las leyes que expida el Congreso. Esta es la fun-

cl6n principal del Presidente, de ah! se entiende el término Poder Ejecu~ 

vo p0rque su función es la de ejecutar las leyes, entendiéndose dicha eje-

;;:uci6n como ••• "La realizaci6n de los actos necesarios para hacer efe_s 

tiva, en casos concretos, la ley del Congreso. Estos actos comienzan in-

mediatamente después de la prOlnulgación, se desarrolla a través de la tr.!, 

rnitación encomendada a las ci.íicinas del ejecutivo y culminan en la ejecu--

ci6n material del remiso a cumplir la Ley 11
• (59) 

Respecto a la .:iltima parte de esta íracción 1, del artículo S9º, 

que a la letra dice: , •. 1 'proveyendo en la esfera administrativa a su exacta 

ob1crvancia 11
, ha sido también un tema muy controvertido, puesto que exis-

ten alguno• autores que opinan que esta facultad debería corresponder al P~ 

der Legislativo, afirmando otros que es una facultad propia del Poder Ejec~ 

Uvo. 

Por otra parte a esta facultad de proveer en la esfera admini_!. 

trativa a su exacta observancia, se le denomina como facultad reglamenta-

rla, la cual se defino como 111& (acultad de expedir disposiciones generales que 

sean ol medio pr.4ctlco adecuado para poder dar encta observancia a la --

ley". (60) Para entender mejor el s!gnüicado de esta definici6n, debemos 

(59) Fraga, Gabino. Derecho Administrativo. Editorial Porrúa, S.A. ?4a. 
Edicl6n. ~léxico 1985. Pág. 110. 

(bO) Tena Ramírez, Felipe. Pág. 414 
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entender _la palabra 11 proveyendo11 (verbo proveer) la cual significa, 11ponie~ 

do los medios adecuados para llegar a un fin11 , as! podemos entender que 

la facultad reglamentaria que le es concedida al Presidente es para expe-

dir los reglamentos (medios adecuados) que sean necesarios pa.ra la exa.s. 

ta aplicaci6n de la ley . 

.r\ continuación, exponemos el concepto de reglamento, que a 

la letra dice: "Es una ncr:na de caré'Ccter general, abstracta e impersonal, 

expedida por el titular del Poder Ejecutivo, con la finalidad de lograr la -

aplicación de una Ley previa". (61) Así todo reglamento excepto los autón2. 

mas, como lo son el de .)len Gobierno y Policía, están considerados como 

normas jerárquicamente inferiores a la Ley y como tal subordinados a la 

misma; en tal virtud que si la Ley es reformada, derogada o abrogada, 

el reglamento correrá la misma suerte, y moís aún, a pesar de no ser 

reformado, derogado o abrogado expresamente por otro reglamento, qued!. 

r' sin vigencia, por la raz.ón de que éste no goza de la autoridad formal 

que tiene una Ley. 

Por último, es de hacerse notar que no existe una disposición -

que tern1inantenl.ente exprese la facultad reglamentaria que ejercite el Presj 

dente, sin en1bargo, la necesidad ha obligado a la doctrina, e incluso a la j~ 

risprudencia a establecer un criterio para el ejercicio de dicha facultad, asr, 

se ha aceptado que en el art!culo s9•, fracción I en relación con el artCculo -

92• constitucional exista la f:.mdamentación de los reglani.entos, decretos, 

acuerdos y órdenes. El artrculo 9¿• referido establece lo siguiente: 

{61) Diccionario Jurfdico ~texicano. Editorial Porrúa, S.A. Tomo Vll-P. -
Reo. México 1985. P.íg. 399. 
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11Todos los Reglamentos, Decretos, Acuerdos y Ordenes del Pre­

sidente deberán estar firmados por el Secretario de Estado o Je­

fe de Departan1ento Administrativo a que el asunto corresponda, 

y llin este requisito 011 serán (Jbedecidosn, 

De esta disposición se deriva otra institución, denomina.da re(re!l 

do ministerial (referendu.m) el cual consiste, en que para que tengan validez 

y sean obedecidos, los reglamentos, decretos, acuerdos y órdenes que expJ. 

da el Presidente, éstos deben ir firma.dos por el Secretario del ramo o el 

Jefe del Departamento Administrativo que corresponda. 

Por otra parte, en las fracciones ll, lll, IV, V, XVI, XVII y 

XVlll, del artículo g9•, se consagran Las facultades de nombramiento que -

tiene el Presidente, 

En relación a e~tas facultades de nombramiento, la doctrina las­

ha dividido en tres grupos a saber: a) Nombramientos absolutamente libres; 

b) Nombramientos sujetos a ra.tüicación y e) Nombramientos con sujeción 

a lo dispuesto en la Ley. 

a) Los nombramientos absolutamente libres, 11Son los de Secreta 

rlos de Estado, Procurador General de la República, Gobernador y Procu­

rador de Justicia del Distrito y Territorios Federales". (62) 

b) Los nombramientos sujetos a ratüicación. el Presidente pue­

de nornbrar a los ministros, agentes diplómaticos y cónsules generales: a 

(6Z) Tena Ramfroa, Felipe. Op. Cit. Pág. 419 
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los coroneles y demáa oficiales superiores del Ejército y la ArmadaNacio-

nal; a los empleados superiores de Hacienda, y a los ministros de la Su--

prema Corte de Justicia, con aprobación de la Cámara de Senadores. Así-

mi1mo, podrií nombrar con aprobación de la Cámara. de Diputados, a los -

magistrados del TribU!l.al Superior de Justicia. En los casos en que ].a Cá-

mara de Senadores no se encuentre en sesiones, podre! hacer los nombra--

mientas e on La aprobaci6n de la Comisión Permanente. 

e) NomLramientos con sujeción a lo dispuesto en la Ley. En e!_ 

te tipo de nombramientos, el Presidente, conforme a esta fracción ll, pue-

de nombrar y remover a loa empleados de la Uni6n, cuyo nombramiento o 

ren1oci6n no esté designado de otro :nodo en la Constitución o en las leyes. (63) 

Por otra parte, las fracciones VI, VII y Vm, se refieren a las 

facultades que tiene el Presidente de disponer de la Guardia Nacional y Fue.!. 

1'.& A~rea., ~ra salvaguardar la seguridad interior y la defensa exterior del 

pata, as! como, declarar la guerra en nombre de México, con la aproba--

ci6n del Congreso de la Unión, en relación con el artículo 29• de la misma 

e onatituc ión. 

Las fracciones X, XI, Xll y Xill, se refieren a diversas fa.e~ 

tade1 como 10."l las de dirigir la• negociaciones diplomáticas y celebrar tra 

tados con las naciones extranjeras, dichos tratados y negociaciones deberán -

aer aometidoa a ratificaci6n del Congreso de la Uni6n; convocar al Congreso 

a aeaiones extraordinarias, cuando lo acuerde la Comisión Permanente, fa-

(63) Ibídem. Pi:g, 4ZO 
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cilltar al Poder Judicial los auxilios que necesite para el ejercicio expe-

dito de sus funciones, habilitar toda clase de puertos, establecer aduanas 

marnimas y íronterizas y designar su ubicación. 

Conforme a la fracción XIV del artículo 89º, corresponde al 

Presidente, conceder de acuerdo a las leyes respectivas, indultos a los -

reos sentenciados por delitos de competencia de los tribunales federales y 

a los sentenciados por delitos del orden común en el Distrito Federal. 

La fracción XV, determina la facultad de conceder privilegios 

por tiempo limitado y con arreglo a las leyes respectivas a los descubri­

dores, inventores o perfeccionadores de algún ramo de la industria. 

Por último y para terminar este citado artículo 89º, fra~ 

ci6n XX, hace mención a las demás facultades que aunque no se preveen 

en e•ta diapoaici6n, a{ se encuentran conaagradas dentro de la Constitu-­

ci6n. A continuaci6n haremos la enumeraci6n de dichas facultades que se 

encuentran esparcidas dentro de nuestra Carta Magna, haciendo hincapié 

en loa preceptos constitucionales que sirven de fundamento a este trabajo. 

El artículo 33', otorga al Presidente la facultad exclwiiva -

de expulsar a los extranjeros cuya estancia en el país considere inconve­

niente, sin necesidad de juicio previo, estimando extranjeros a los indi~ 

duos que no posean las cualidades establecidas en el artículo 30• de la -

misma. Constitución. 
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El artículo 71• constitucional establece que el derecho de iniciar 

leyes o decretos compete en primer lugar al Presidente de la República; en 

segundo lugar a los integrantes del Congreso de la Unión (Cámara. de Dipu­

tados y Cámara de Senadores) y en tercer lugar a las Legislaturas de los -

Estados. Esta Cacultad otorgada al Presidente se considera rara, algo Cuera 

de lo normal siendo que existe un Órgano encarga.do de la actividad Legisla9:_ 

va como lo es el Poder Legislativo, pero lo cierto es que el Presidente des­

de antes de ocupar dicho cargo, en su campa& como candidato, empieza a -

conocer los principales problema• que agobian al paf a y las necesidades de 

éste, así cuando a1wne el cargo y en 11u diaria actividad debe de ir re1olvieA 

do esos problema11 y satisfaciendo las necesidades de éste, a.ar cuando asume 

el cargo y en su diaria actividad debe de ir resolviendo eaos problema a y aa -

tht'aciendo la• nece1idade• imperantes y las que ae vayan pre•entando, por 

tales motivos quién máa sino él ea el indicado para iniciar leyes o decretos 

que puedan solucionar, incluso intentar un progreso más !irme del pa.!a. 

Conforme al artfculo 72', incisos b) y c), el Presidente tiene la -

facultad de veto, dicha palabra se deriva del verbo la.tino 11vetare0 que eign.i 

Cica prohibir, vedar o impedir, y conaiate en 111& Cacultad que tiene el Prea.i 

dente de la República para hacer obaervacionea a loa proyecto• de ley o de­

cretos que ya hubieaen 1ido aprobado• por el Congreso de la Uni6n, ea decir 

por aua do• C4'maraa competentes". (64) Esta facultad de veto, como ya ex­

puslmoa líneas arriba es oponible únicamente por el Presidente a cualquier 

(64) Burgoa, Ignacio. Op. Cit. Pá'.g. 693 
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ley o decreto que haya sido aprobado por el Congreso, excepto en los casos 

que indica el inciso j) del mismo artículo. en que no podrá hacer observaciQ. 

nea a las resoluciones del Congreso o de alguna de las Cámaras, cuando se 

erijan en el Colegio Electoral o en Jurado: asimismo cuando la Cámara de -

Diputados declare que debe acusarse a altos funcionarios por delitos oíicia­

lea. Ea importante destacar que el veto no ea definitivo, sino suspensivo, -

esto significa que las leyes o decretoa que expida el citado Congreso de la -

Uni6n y hayan sido veta.dos, serán nuevamente discutidos por ambas Cáma­

ras haciéndoles las modi!icacionea pertinentes y una vez aprobados se le -

presentan al Presidente quien no teniendo ninguna objeción por hacer proc.!!. 

derá'. a la promulgaci6n respectiva, 

Un art!culo muy importante dentro de este contexto de facultades 

del Preoidente ea el artículo 90' conatltuclooal, el cual determina que IA Ag 

ministración Pública Federal será centralizada y paraestatal y estará regi­

da en este caso por la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, 

que ae encargar& de organiaar a la Administración Pública, as{ como, dis­

tribuir las funcione• admln!ltrativaa a 1&1 Secretarías de Estado y Depal't!_ 

mentoa Admln!atrativoo mismo• que eotá'.n a cargo del Presidente y éste e• 

el responsable directo de loa actos de utas Secretarías y eso• Departame!!. 

to•. Este mi•mo artículo, eotablece que la misma Ley Orgánica detenni"!. 

r~ laa baaea generales para la creación de entidades paraeatatalea y la in­

tervenci6n del Ejecutivo Federal en su operaci6n y aua relaciones entre és­

te Último, las Secretarías de Estado)~ Departamento• Admini1trativos y la.s 

citadas empresas paraestatales. 
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Por otra parte, los aiguieotea artículos que citaremos se refieren 

especCíicamente a la planificación de la economía nacional, en la que el Pre­

sidente tiene amplias facultades y una gran responsabilidad puesto que diri­

gir la economía de un país, no es nada fácil y menos aún cuando ese país -

atraviesa por una. grave crisis económica en la que su producción interna no 

es suficiente para.cubrir sua necesidadea y se ve en la necesidad de contra­

tar créditos con países extranjeros para satisfacer esas necesidades, surgién. 

dale, al contratar empréstitos, otro problema. no menos grave; su deuda ex­

terna, que junto con aus graves problemas internos, estío a punto de decla­

rarlo en quiebra. Los artículos que menciona.moa son lo• lliguientea: 

El primer artículo que se refiere a la economía nacional ea el zs• 

Constitucional. Este precepto, ha ata antes de ser reformado en su totalidad 

se refería a La garantía de inviolabilidad de La cor:reapondenci& que bajo cu­

bierta circulare por estafetas no seña registrada., diaposición que fue tras­

ladada al artículo 16' de la misma Constitución. Actualmente, el referido -

precepto seflala las bases del régi.Jneo económico del Estado Mexicano, al .. 

establecer que el mismo Estado ser.í el rector del desarrollo oaciona.l, ente.e. 

diéndoae éste como el constante mejoramiento econ6m.ico, social y cultural 

del pueblo. 

Como rectoría del Estado se entiende la forma de organizaci6n •2, 

e ial que el Estado representa, debe de dispoc.er de una supremacía de deci­

sión en cuanto a 101 asuntos que se refieren at citado desarrollo nacional. 

Los fine• del desarrollo nacional son los siguientes: 
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- Garanti~ar que éste sea integral; eato es, que no se realice de 

una manera descqullibrada, con beneficios exclusivos para algunos grupos 

o regiones del pa(s, sino que alcance integralmente a toda la sociedad y si­

multáneamente íavorez.ca el desarrollo en diversos renglones, sin que sea 

contraria a esta idea rte integridad la necesaria fijación de prioridades res­

pecto de diatlntaa actividades concretas • 

.. Fortalecer la Soberanía de la Naci6n: porque todo intento de O_! 

ga.nizar una aocieda.d en torno a ciertos Cines por medio de la formaci6n es­

tatal supone la preaervaci6n de la capacidad de decisión de tal instancia es­

tatal, y esa capacidad de decisión ea lo que se entiende por soberan!a. La 

Clnallrlad de fortalecer la soberanía nacional debe estar siempre presente -

en la accl6n rectora del Eatado y actualiza rae en medidas que aseguren, .. 

por ejemplo, el aprovechamiento por parte de loa mexicanos de 1ua propios 

rocureos natura los: 1.a preaervaci6n de La riqueza generada por el pa.Cs; el 

atlanzamlento de La cultura nacional; la capacidad de proporcionar a todos 

loa aatle(actorea tx(1lco1; el desarrollo tecno16glco propio, y en general to­

da medlda que tlenda. a permitlr que efectivamente las decisiones que afectan 

.al poeblo de M~xico se tomen con el menor número de interferenci.aa exter­

naa po1lbles. 

- Fortalecer el régimen democrátlco: esta finalidad está !ntima­

monte llgad.> con el hecho de que el desarrollo sea integral y fortalezca la -

soberanía de la Nación, estos tres fines se interpretan y complementa.o. -

As(, la rector!a estat;il del desarrollo naclonal procurará que las determi­

naciones relativa.a a dicho desarrollo se Cunden en 1.a participación popular, 
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esto signi!ica que todos los sectores puedan in~rvenir en la toma de decJ 

alones y al mismo tiempo propicia que los beneficios del desarrollo se .. 

distribuyan de manera. que alcancen a toda la población. 

-Conseguir el pleno ejercicio de la libertad y la dignidad de 

los individuos, grtipos y clases sociales: Este iin, es correlativo al ante­

rior, en el sentido de que la democracia verdadera sólo puede darse ga-­

rantizando el ejercicio de libertad, entendiéndose ésta no en la sola idea 

de un valor vinculado al individuo, sino también a los grupos y clases ª.2 

ciales. Cabe destacar que los sujetos que reconoce la Constitución en este 

punto son tanto individuos como los grupos "! clases sociales. 

Para poder realizar los objetivos dispuestos en el presente 

artículo, en éste mismo se establecen las actividades del Estado a fin de 

alcanzar dichos objetivos, sus actividades son las siguientes: 

- La conducción: supone la labor directa del g~bierno median­

te actos legislativos y ejecutivos que garanticen la aplicación de las medi­

das necesarias para que la actividad económica responda a los fines pro-­

puestos y abarca también la gestión directa de las ramas de la econo:nfa 

de las que se encarga el propio Estado. 

- La coordinación: se refiere al sistema de concertación de ª.E. 

cionee entre los tiiversos niveles del Estado, la Federación, los Estados 

y }.1unicipios, entendiéndose que la Federación en su carácter integrador del 

Estado Mexicano aswnc la responsabilidad princip'.11 de realizar esta tarea 

coordinadora con Estados y ~iunicipios, respeta::ido las atribuciones legales 
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de éstos • 

... La orientación: ésta deriva de las medidas inductivas que, sin 

tener el carácter de disposiciones obligatorias, tiendan a dirigir la activi­

dad econ6mlca de los particulares en forma congruente con los fines gener!_ 

les de la sociedad. 

A aimismo, se introduce en el referido artículo el concepto de -

sector económico, toda vez que se establece que al desarrollo económico -

nacional concurrirán los sectores públicos, social y privado, entendiéndose 

a dichos sectores como ámbitos de actividad econ6mica definidos por el ti­

po de propiedad de los medios productivos que caracteriza a cada uno de -

ellos. Así, el sector público de la econonúa es el integrado por las empr!_ 

sas de propiedad pública, ya sea total o mayoritaria; el aector social eat.i 

constituido por las actividades econ6micas fundadas en la propiedad social: 

por ejemplo los ejidos, comunidades agraria.a, cooperativas o sindicales: -

el sector prlvado es el coníormado por loa medios de producci6n de propi,!. 

dad privada, ea decir, que ejercen individuos en lo particular, sea de Ill&O.!:. 

ra directa o como titulares de acciones o cualquier otra. forma de participa­

ci6n en sociedades que puedan ser transmitidas a otros individuos. 

Se establece también lo que se denomina econom!a mixta, áreas 

estratégicas y área.a prioritarias, la. primera se refiere a que en ella part,L 

cipan diversas formas de propiedad sin que unas excluyan a las otras, gara.n. 

tizando la. coexistencia de ta propiedad pública, social y privada sujetas al -

interés de la Naci6n, siempre bajo el principio de legalidad. Por áreas es-
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tratégicas se entienden la.a actlvidades económicas que representan partic,!!_ 

lar importancia para el desarrollo nacional, por tra~rse de la producción 

de bienes o servicios que constituyen el fundamento de otras actividades d.!_ 

rivadaa de ellos o son recuraos no renovable11 y de alto valor por su e•ca­

aez o uso especiali.r.ado para ciertos fines, como el petróleo o el uranio, CB:_ 

yo control por pa. rte de potencias extrailaa pone en riesgo la independencia, 

y por último las áreas prioritarias son aquellas que de acuerdo con las cir­

cunstancias resulte más conveniente fomentar, en íunci6n de las necesidades 

específicas del desarrollo nacional. 

El artículo 26ª de la Constitución, se refería a la prohibición de " 

que en tiempoa de paz, loa miembros del ejercito no podrfan alojarse en~ 

saa particularea ••• , este precepto íue traala.dado también al arti'culo 16•, 

en virtud de las reformas publica.das el 3 de febrero de 1983. En la a.ctuaf:i 

dad el texto vigente trata. a.cerca. de la existenc~ de un Plan Na.clona\ de D!!. 

&arrollo en el que deberán eetar contenidos explícitamente tanto loa objeti­

vos a alcanzar que se enumeran en el artículo zs•, aaf como laa medida• -

que deberán adoptarse para lograr eaos objetivo•, definiéndose de una ma­

nera. obligatoria loa programa1 de la Administración Pública. que deban su­

jeta rae a dicho Plan. Igualmente el propio a.rtfculo prev~ que debertln de­

terminarse los órganos re1ponsable1 del proceso de planeaci6n, cita.do lí­

neas arrlba., e.x::lgiendo que mediante acciones del Poder Ejecutivo le dete..!: 

minen responsabilidades concretas a.signadas a. ciertos órganos para hacer 

posible el control y la. evaluación de las finalidades de dicna p\aneaci6n. 



El artículo 27' Constitucional setlala que la propiedad de las tie­

rras y aguas comprendidas dentro de los límites del territorio nacional co­

rresponden originalmente a la Nación, la cual tiene y tendrá el derecho de 

transmitir el dominio de ella.a a loe particulares, constituyéndose la propi.!. 

dad privada, pudiéndose hacer o llevarse a cabo la expropiaci6n de ésta por 

causa de utilidad pública y mediante indemnización. Así a este respecto, -

11la expropiación consiste en la sustracción total o parcial de un bien del d.2, 

minio privado, decretada por la autoridad que tenga facultad para ello a fin 

de dar satisfacción a los intereses de la colectividad". A sí también .. -

existen en este precepto limitaciones y modalidades a la propiedad privada, 

e orno lo es, respectivamente, que el derecho de propiedad no ea absoluta, -

no se puede abusar de loa bienes porque la propiedad actual tiene una función 

aoclal; la cual tiende al logro de loa (!nea del Eatado contempo1'neo con1ia­

tentes en alcanJSar la felicidad y bienestar de todos sus habltantea, 

Las modalidades a la propiedad consisten, en primer lugar, en -

restricciones o prohibiciones en el uao, disfrute o dispoaici6n de los bienes: 

forman parte de las limitaciones a la propiedad y pueden ser de carácter -

poaltlvo {obligaciones de hacer) o negativo (obligaciones de no hacer); su e.!. 

tablecimiento debe de ser de carácter general y permanente, tendientes a -

la aatis!acción del interés público. Este mismo artículo, se reCiere a la P.!! 

queaa propiedad agrícola y ganadera en la que para que una persona tenga -

derecho al uso y disfrute de una pequefla propiedad requiere de que la tenga 

en explotación y cuente con el certificado de ina.Cectabilid&d que otorga el -

Presidente de la Repiíblica.; establece tambi~n la propiedad ejidai y comunal, 
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siendo la propiedad ejidal la que reciben los campesinos mediante la dota­

ci6n de tierras decretadas por el Ejecutivo Federal, este tipo de propiedad 

que corresponde a los núcleos de población es ioa.lienable e intransmisible; 

la propiedad comunal es la que reciben los núcleos aborígenes mediante re.!_ 

titución de tierras que también decreta el Jefe del Poder Ejecutivo; por otra 

parte, este precepto se refiere a la propiedad estatal, en la cual el dominio 

eminente supone que el Estado o la Nación es duetla del territorio de la Re­

pública, porque serCa inconcebible un Estado sin un territorio que le sirva 

de asiento; consecuentemente, el Estado es poseedor de bienes del dominio 

p<iblico y de bienes del dominio privado. 

Por Último, el a rt!culo 28' de la Constitución, establece la prohl 

bición de los monopolios, las prácticas monop61icaa, los estancos y las ~ 

cencionee de impuesto, determinando que se castigar' eeveramente a qui!,. 

nea practiquen la concentración o acaparamiento en una o pocaa manoa de -

artículos de conswno necesario y que tengan por objeto obtener el alza de -

loa precios, determinando laa leyea correspondientes y las ha.sea para que 

ae lijen loa precios máximos a los artículos, rnateriaa· o productos que es­

tán considerados como necesario• para la econonúa nacional o el consumo 

popular, e imponiendo modalidades a la organizaci6n de la distribución de 

eaoa artículo•, materias o productos, a fin de evitar que existan interme­

diaciones excesivas que provoquen insuficiencia en el abasto o el alza de -

loa precios: el referido precepto, sei\ala también las actividaCes del Est!_ 

do reapecto a la.a áreas estratégicas las cuales por tratarse de áreas pri.Q. 

ritarias para el desarrollo del pa.fa, no se consideran por eat.a disposici6n 



como monopolios o prácticas monopólicas, dichas actividades son las si· 

guientes: la acuftación de moneda; correos; telégra(os, radiotelegrafía y la 

comunicación v!a satélite; emisión de billetes por medio de un solo banco; -

organismo descentralizado del Gobierno Federal: petróleo y los dem.is hidr,2 

carburos: petroquúnica básica; minerales radiactivos y generación de ene.!: 

gi'a nuclear; electricidad; Cerrocarriles, etc., etc. 

Esta misma disposición, prevé también fuera de las prácticas -

monopólicas, en su párrafo quinto, la prestación por parte del Estado del -

servicio público de banca y crédito en forma exclusiva, a través de institu­

ciones que determine la Ley Reglamenta ria correspondiente en este caso la 

Ley Regla.menta ria del Servicio Público de Banca y Crédito, misma que d~ 

terminar.í las garantías que protejan los intereses del público y el CuncloD!!. 

miento de todas las instituciones, en apoyo a las poUticas para el deearro­

llo nacional, estableciendo adem.d:s de una manera tajante que este servicio 

no sem objeto de concesi6n a particulares. Como podemos observar este 

p.írrafo del artículo ZB constitucional, constituye el fundamento legal dentro 

del desarrollo de este traba.jo, mismo que en los capítulos posteriores de~ 

rrollaremos más ampliamente. 

Por otra parte, otras facultades del Presidente de la. República -

que no están contenida.e en ninguna ley, son las que se dan dentro del siste­

ma político mexicano, como lo son las que el Presidente es el máximo dirj_ 

gente del partido predominante, siendo este partido político una de las pie­

zas clave dentro de dicho sistema. Este partido concentra caai la totalidad 

de facultades en su Comité Ejecutivo Nacional y que es presidido por una -
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persona que es nombrada y removida libremente por el Presidente, tenien-

do dicha. persona que ejecuta. r las decisiones tomadas por el Presidente. 

Asimismo, ser el jefe del citado partido, iníluye de una manera decisiva en 

otras facultades como son que el Presidente designa casi de una manera li-

bre a su sucesor, o a los principales diputados y senadores de su partido y 

a los gobernadores de las entidades federativas, dichos nombramientos son 

legitimados posteriormente a través de la elección popular. (65) 

(65) Padilla, Jos.S R. Sipnosis de Amparo. Cárdena1. Editor y Distribuidor. 
Za. Edición. México, 1978. Pág. 114. 



CAPITULC IV 

LA BANCA PRIVADA EN MEXICC 

4. 1. - Desarrollo Histórico. 

4. z. • Objetivos de la Banca Privada. 

4. 3. - Deaaparici6n de la Banca Privada 
en M~xlco. 
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4.1.- DESARROLLO HISTORICO. 

Es muy di!i'cil determinar en las düerentes etapas de las -

culturas precolombianas que se establecieron en el territorio mexicano, 

si hubo estrictamente actividad bancaria y si se utiliz6 el crédito. 

A pesar del gran desarrollo que en algunos aspectos tuvie-

ron loa mayas, los ohnecas, los toltecas y los aztecas, no se puede d~ 

terminar que el crédito y las instituciones bancarias fueran conocidas 

por ellos, en virtud de que no hubo una actividad bancaria definida. (66) 

Por lo que se refiere a la época colonial española que aba.:: 

c6 de l SZ3, hasta septiembre de 18Zl, se puede establecer que no hubo 

en lo que ae conoci6 como Nueva Espada, propiamente los bancos o su-

curaalea de bancos espaiioles; no obstante que desde el siglo XV en Ba!. 

celona, exiati6 la Taula de Cambi, que en el aíl.o de l60Z, dio origen a 

una Ley General sobre requisitos para el establecimiento de bancos en 

Espalla fundándose en l 78Z el Banco de San Carlos, estos bancos no 11~ 

garon a establecer sucursales en el territorio de laNueva España en do.!!. 

de el crédito era operado fundamentalmente por los comerciantes de las 

diversas ramas. (67) 

Algunos estudiosos de la materia, sef\alan como primer ª.!!. 

tecedente de los modernos bancos en 1-.iéxico los 11 positos11
, cuya funci6n 

(66) Acosta Romero, Miguel. La Banca Ml1itiple, Editorial Porrúa, S.A., 
la. Edici6n, M6xico 1981. - Pitg. 47 

(67) Ibídem Págs. 47 y 48 



98 

conllistía en regular la distribuci6n de los granos, aplicando al efecto -

loa fondos aportados por los ayuntamientos y las alhóndigas, que ten!ao 

pC>r objeto el almacenamiento de granos pa.ra su venta y en ocasiones -

para pt'eetarse a los campesinos menesterosos con un interés moderado. 

(68) 

Aaí, para otros, dicho antecedente fue la creaci6n por Real 

Ci!dula del 2 de junio de 1774, del Monte de Piedad de Animas, fundado 

por Don Pedro Romero de Terreros, Primer. Conde de Regla, para co.!!. 

ceder Préstamos con garantfa prendaria a personas necesitadas con un 

interés del 6. 4'0o anual. (ó9) 

Por otra parte, cabe destacar que a pesar de las instituci.2 

nea mencionadas para los préstamos, la usura y el crédito prendario en 

cael toda la Colonia y el Siglo XIX ·eran practicados con enorme éxito -

por lo• grande• comerciantes y sobre todo por laa organizaciones ecl.:_ 

s1'1tica1 y 101 miembros de éstas, que prestaban dinero a plazo con -

In ter e •e• sumamente elevados. ( 70) 

En 1784 se cre6 el Banco de Avío de Minas cm la es true~ 

ra de un verdadero banco refaccionario, destinado a apoyar a la indus--

tria minera del pa!s, ya que recibía las platas a bajo precio, no perci-

hiendo intereses y teniendo como garantía los frutos de las minas, no la 

(ó8) Acosta Romero, Miguel, Derecho BaDCarlo. Editorial Porrúa, S.A. 
la. Edlc16n. - M6xico 1978. Pág. 71 

(69) Florla Margadant, Guillermo. Introducci6n a la Historia del Derecho 
Mexicano, Editorial Esfinge, S. A, - Za. Edici6n, México 1976. Pág. 76 

(70) Ochoa Bautista, ,\lberto. - Tesis, Breve Análisis de las Relaciones Igle­
sia Cat61ica-Sociedad Mexicana. U.N.A.M. 1984. Pág. 31 
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mina misma, dejaba la administraci6n de la mina al minero, y se limitaba 

a vigilar la inversi6n de los fondos, nombrando al efecto un interventor, e!_ 

ta institución desapareci6 a principios del Siglo XIX. (71) 

Posteriormente, a partir de la consumaci6n de la Independe!!:, 

cia el Z7 de septiembre de 1821 en que realmente se puede hablar de acti-

vidad bancaria en el pa!s, citando como primer antecedente de ello, la age_E. 

cia bancaria que estableci6 en 1.iéxico la Casa Barclay de Londres, en el -. 
aí\o de 1824, (72) ésto motiv6 al Gobierno .Mexicano a regular r organizar-

la existencia de los primeros bancos, entre los cuales destacaban el --

Banco de Avío para Fomento de la Industria Nacional y el Banco Naci.2. 

nal de Amortizaci6n de la ~ioneda de Cobre. 

El Banco de Avío para Fomento de la Industria Nacional, 

creado por el Ejecutivo por Decreto del 16 de octubre de 1830, siendo 

su presidente el Ministro de Relaciones Exteriores, tuvo por objeto Í.f?. 

mentar la industria, en particular la te:....-til, por n1cdio de la importa--

ción de maquinaria para venderla al costo a los industriales otorgé!ndo-

les, además, préstamos de avío a un bajo interés. Su funcionamiento -

pese a la ca6tica situación política del país íue aceptable logrando es~ 

blecer algunos Eatados del país, su desaparici6n la propici6 el Gobier-

no del Presidente Santa Anna por decreto de 23 de septiembre de 1842, 

dado que se desvirtuo su objeto. 

(71) Cervantes, Manuel .. Naturaleza Jurídica del Contrato Reíacci6n v -
Avío, México 1936. Pág. 102 

(72) Acosta Romero, }.!iguel. Cp. Cit. Pág. 50 
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Por otra parte, el 17 de enero de 1837 el Gobierno Mexic!. 

no cre6 también el Banco Nacional de Amortizaci6n de la Moneda de C.2, 

bre, con la finalidad de resolver el problema de !alsiíicaci6n de mo:ie-

das de cobre que en esa época circulaban en exceso lo que provocaba -

su desvalorizaci6n frente a las demás mo!'ledas. Al igual que el Banco 

de Avío para Fmnento de la Industria, fue liquidado por un decreto de 

Antonio López de Santa Anna el 6 de diciembre de 1841, pasando a ÍO_!: 

mar parte de la Tesorería General como una secci6n denominada "De .. 

Cré:ditos Activos de la Hacienda. Pública, amortizaci6n de la moneda de 

cobre y temporalidades". (13) 

Con estos dos bancos se puede decir que son el antecedente 

de lo que en la actualidad se conoce como instituciones nacionales de -

cr~dito, cuyas funciones consisten en dirigir sus recursos a los progr.!, 

mas prioritarios del país, ademois de que fueron creados por el Gobie.!. 

no ?-..iexicano. 

Años después, en la Constituci6n de 1857 se faculta por pri 

mera vez al Congreso de la Unión para legislar a nivel federal en mat~ 

ria mercantil, reformando para tal efecto el artículo 72 de la misma .. 

para quedar en los siguientes términos: 

A rt!culo ?Z. - El Congreso tiene facultad: 

X. - Para expedir c6digos obligatorios en toda la Re~ 
blica, de minería. y con1ercio, comprendiendo en 
este último las instituciones bancarias. 

(131 Dublan, Manuel y Lozano, José M.ar!a. Legislaci6n Mexicana.. Tomo 
IV. Impuestos del Comercio. Edici6n Oficial. México 1986. Págs. -
2&1 y 2.93. 
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Con la reforma anterior, el ?oder Ejecutivo, expidió un De-

e reto el 2.9 de Julio de 1857, otorgando una concesi6n para establecer un 

banco de emisi6n bajo la denominaci6n de Banco de M'xico, con el pri~ 

legio de exenci6n de toda clase de impuestos por un lapso de 10 años, -

eatlpu.Undose que todas las cuestiones que puedan suscitarse por causa .. 

de las operaciones del Banco, se decidirá'.n con arreglo a las leyes de la 

Rep6.blica, sin .,tntervenci6n de potencia extranjera alguna, pues el Banco 

ea y no podrá ser más que mexicano. (74) 

A sr en ese momento es como se puede decir que existe una 

actividad bancaria propiamente regula.da por el Estado, y que constituye 

el inicio Je los bancos con carac~rfstitas C:i?Ccia.les. 

Jiete ª''ºª ~!esp\.lés, en 136.\ se expidió en los Registros ?úb!!, 

coa de la Cludad de M6xico, una sociedad inglesa denominada Banco de 

Londres, México y Suda.mérlca; banco de emisión Inglés que fundó una -

Sucursal cuando la Ciudad se encontraba invadida por íuerr.a1 francesas 

y estaba vigente el C6dlgo de Comercio de 1864. Esta institución logró 

au inscripci6n y autorizaci6n conforme a lo dispuesto por el arti"culo -

Z53 del mbmo Código el iz de junio de 1864, sus operaciones contin~ 

ron al reatablecimiento del Gobierno Republicano en virtud Je la Ley -

de 1867, que revalidó las actuaciones judiciales del Imperio. (75) 

Imitando el ejemplo del 3anco de Londres, México y Sudamé· 

(74) Dublan, Manuel y Lozano, José María. Legislación Mexicana. To­
mo W. Impuestos del Comercio. Edición Oficial. México 1986. -
P4g. Z60. 

(75) Pallares, Jacinto. Derecho Mercantil. México 1981. Piig. 341 
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rica, empezaron a aparecer instituciones de emisi6n en toda la Repú­

blica, dado que por la falta de disposiciones legales sobre la materia; 

su establecimiento era fácil y sencillo. pues Ú..""licamente se necesitaba. -

el registro de la ese ritura constitutiva de la sociedad y de sus estudios 

en el Tribunal de Comercio de la Capital de la Nación. En este caso -

la falta de Leyes Federales propició que la mayoría de los Estados de 

la República, en uso de su soberanra, crearan sus propios bancos. De 

tal situaci6n resultó un rl!igimen sin sistema alguno y fuera de todo co.!!. 

trol para la protecci6n del público, ya que por la forma de otorgar las 

concesiones, como por la diversidad de las autoridades que las exten-­

d!an y por los derechos y obligaciones düerentes que en cada entidad se 

prescribían, la estructura bancaria en 1883, era amorfa, desorganizada 

y carente de toda orientaci6n. 

As!, con el prop6sito de contar con bases mcís firmes en 

la polftica bancaria del Gobierno, se decret6 en 1884 un nue'\tO C6digo 

de Comercio, que estableci6 en su parte relativa a instituciones de cr!_ 

dito, las primeras reglas generales sobre bancos, señalando las condi­

ciones y funciones de los ya establecidos o por establecerse. 

En ese tiempo, se aceptó indudablemente que la rígida re­

glamentación del Código ofrecía una fuerte garantía de las emisiones, -

favoreciendo al público aceptante de billetes, e instituía por primera -

vez bases legislativas al comercio bancario, pero desde el punto de vi.!. 
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ta técnico no permitra un gran desarrollo a la circula.ci6n fiduciaria -

además que enirent6 los intereses del Banco de Londres, México y -­

Sudamérica, el cual no tenfa co:icesión, y el Banco :Nacional de ?-.léxico, 

a quien se otorg6 concesión y se facultó para emitir en forma exclusiva 

en toda la República¡ con base en las disposiciones del Código de Co-­

mercio de ese mismo afta, en el que su artículo 954 determinaba que -

no podrían establecerse en la República bancos de emisión, circulaci6n, 

descuento, depósitos hipotecarios, agr{colas, de minería o con cualquier 

otro objeto de comercio, sino con autorizaci6n de la Secretaría. de Ha-­

cienda, a juicio del Ejecutivo Federal y llenando los requisitos y condi­

ciones establecidas en es':e Código, con lo que po:úa. prácticamente fue­

ra del mercado al Banco de Londres, ~léxico 'i Su::lamérica, que era el 

P"inclpal competidor de aquél, Dicha decisi6n provoc6 que los bancos -

de emisi6n, de provincia promovieran un amparo en contra de tal pre-­

venda, dando lugar a su anulaci6n por considerar que la regulaci6n de la 

actividad bancaria era una atribuci6n de las autoridades locales. 

Respecto al Banco Nacional !\-1exica.no, este tuvo su origen 

en un contrato que celebraron el Gobierno 1'.lex:icano y el Representante 

en el país del Banco Franco Egip:io, para. que operase como banco de 

emisi6n, descuento y dep6sito. 

El Banco !1.1.ercantil surgi6 en 1881 y cu;-o capital fue sus­

crito casi en su totalidad por españoles radicados e:1 el país y su achl:!, 

ci6:i como banco lleg6 a través de fuerte competencia. que amenazaba a 
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provocar una düícil situación al Banco Nacional ?vlexicano, dicha situa--

ci6n fue superada al aceptar el propio Banco Mercantil los billetes que 

el Banco Nacional Mexicano emitía. Con ello se dio el primer paso P!. 

ra la íusi6n de ambas instituciones y cuyas caracterísiticas constitu!an, 

tnediante la unión, el ideal de la institución perfecta para alcanzar el -

desarrollo y productividad que permitiera su permanencia, tal como lo -

demuestra que en el año de 1884 surgiera, como producto de la fusión 

de an1bas instituciones, el Banco Nacional de 1'wléx:ico, que continúa ope-

rando hasta nuestros días. (76) 

De la misma época datan el Banco Hipotecario, que operaba 

en la Ciudad de México y otras instituciones locales independientes como 

el Banco ~linero Chihuahuense, el Banco :-..texicano, el Banco de Santa -

Eulalia y el Banco Mercantil de Yucatán, que operaban de acuerdo a di-

veroas dlapoalciones de cariÍcter local, (77) 

Para 1884, al\o en que se promulgó el Código de Comercio, 

existían diversas casas bancarias que realizaban emisiones de billetes y 

varios bancos de carlÍcter local, pero la influencia de ambos tipos de .. 

instituciones era de muy escasa importancia, y de los tres bancos prin 

cipales que, como ya se coment6 se convirtieron en dos, el capital 

ora. casi en su totalidad extranjero ya que en el Banco de Londres, 

(76) Quljano, ,Tasé Manuel. La Banca Pasado y Presente. Editorial Cide 
de México 1983, ~g. 63 

(77) Rodríguez Rodríguez, Joaquín. Derecho Banco.río. - Editorial Porr11a, 
S. A. - 3a. Edicl6n. México 19ó8. - ~gs, ZS y Z.6 
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}..léxico y Sudamérica, habfa inversi6n inglesa; francesa en el Nacional 

Mexicano; y de es¡)aiioles en el Banco Mercantil. 

Se puede constatar con lo anteriormente escrito que en esa 

época existía una gran disposici6n en cuanto a la materia legislativa que 

regulaba a los bancos; principalmente por el hecho de que la misma era 

considerada como materia de competencia local, hasta que el citado C§. 

digo de 1884, íederaliz6 la regul.aci6n de la intermediaci6n financiera. -

En dicho C6digo se encontraba un capítulo especial, del establecimiento 

y !unciones de bancos de emisi6n, circulaci6n, descuento, dep6sito, hi· 

potecarios agrícolas, de minería o de cualquier otra clase, requiriendo 

para ello de la autorizaci6n de la Secretaría de Hacienda. 

De ese entonces se diaponi'a de que loa bancos debían adop-

tar la forma de sociedades an6nimas, aunque tambU!n ae lea permiti6 -

operar como sociedades de responaabilidad Limitada. 

Por su i-rte los bancos hipotecarios confonne al artículo 

981 del C6digo de Comercio de 1884, "teni'an prohibida la emiai6n de -

billetes pero en cambio se les permitía expedir bonos hipotecarios, en 

las condiciones que el propio C6digo determinaba". (78) 

A ar en base al citado C6digo, la actividad bancaria inici6 

un í':"anco desarrollo, pero lo complejo de la materia y su insuficiente 

(78) Lagunilla Illarruti, Aliredo. Historia de la Ba:ica y Moneda en -
~ 1981.- Pá'.g1. 42 y 43. 
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reglamentaci6n pro':/oc6 pugnas de importancia entre loe diversos secto­

res de la banca. 

Pero con la aparicl6n del C6digo Mercantil de 1889 se di6 

un paso más hacía la evolución de la actividad bancaria y la independe_!! 

cía legislativa entre el Derecho Bancario y el Derecho ?viercantil, pues 

a düerencia de su antecesor este C6digo no regulaba la intermediaci6n 

financiera, sino que en uno de sus artículos, el 640 establecía que 11 Las 

Instituciones de crédito debían regirse por una Ley especial, y que en -

tanto ello sucediera, ninguna lnstituci6n podrá establecerse en la Repú­

blica sin la previa autorización de la Secretaría de Hacienda y la apr_2 

bación del contrato reapectivo por parte del Congreso de la Uni6n11 • 

En el all.o de 1897, el Congreso au\oriz6 al Ejecutivo me-­

d!ante Decreto del 3 de junio de 1896 a promulgar las baoe1 generales 

para el otorgamiento de conce1ionea bancarias, y el 19 de marao de .. 

1897 fue decretada la Ley de Instituciones de Crédito, que delineó al -

sistema bancario sobre las siguientes bases: para el establecimiento de 

cualquier clase de banco se requiere concesi6n por parte del Ejecutivo¡ 

doa grandes bancos de emiai6n en la capital co:i facultad de abrir su-­

cureales en todo el país¡ múltiples banco• locales en loa Estados, ta'!l 

biEn con facultad de tener sucursales pero sin posibilidad de efectuar .. 

canje de billetes en el Distrito Federal; se consideraron tres categorías 

de Instituciones, de emisi6n, hipotecarias y reíaccionarias. 
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Con esta Ley el Gobierno Federal pretendlá frenar el es~ 

blecimiento de menos bancos de emisi6n, con el prop6sito de evitar crj 

sis monetarias, que trajeran aparejadas nuevas necesidades de carácter 

econ6mico, sin embargo, a pesar de los buenos prop6sitos de esta Ley, 

la misma evoluci6n del país provoc6 la pronosticada crisis monetaria, -

dando como resultado que a mediados de 1908, se decretar.í una Ley -

refo:-1natoria cuyo principal objeto fue promover la transformación de la 

mayoría de los bancos de emisi6n en bancos refaccionarioa, para proc)! 

rar la disminuci6n de las m\Ütiples y variadas emisiones de billetes, 

Al inicio de la Revoluci6n Mexicana en 1910, se encontr!. 

ban operando en el país 2.4 banco• de emiai6n, 2. hipotecario• y 5 re-­

faccionarios, 

En el gobierno del Presidente Francisco t. Madero el •i!. 

tema bancario no su!ri6 ningWi cambio en sus lineamientos generales, -

pero la dU!cil situaci6n que prevaleci6 en el porfiriato, se hi.Zo rruís -

patente, Los bancoa reaultaron afectados, por la conmoci6n que produ­

jo la Revoluci6n, y como consecuencia se encontraron en una delicada 

situaci6n que llev6 al sistema a su desplome total en 1913, con las m!, 

didas tomadas por Victoriano Huerta al convertir a los bancos de emi­

si6n en sus proveedores financieros, aunado también a los efectos de la 

crisis mundial que trajo consigo el descenso del tipo de cambio de mo~ 

neda. 



108 

A principio de 1914, el Presidente Carranza, promulg6 un 

Decreto que la política reformadora de la Revolución debía llevar a e!,_ 

bo en materia de bancos. El pt'imer paso dado por la. Revoluci6n en -

la. reforma bancaria fue de carácter exclusivamente legal y consisti.6, 

simple y Llanamente en obligar a los bancos a colocarse dentro de los 

mandatos de la Ley que los hab!'a creado, y dentro de las cUusulas de 

sus respectivo• contratos. A sr en 191 S, se íij6 un pla.z.o para que los 

bancos afectaran sus existencias metálicas a su circulaci6n fiduciaria. -

en la proporci6n establecida en la Ley de 1897, (demostrar la existen­

cia en caja de un 50% del valor de sus billetes en circulaci6n y dep6'!! 

toa a la viat&), bajo pena de liquidaci6n y caducidad de la concesi6n; -

en caso de no acreditarlo. 

En eae mismo allo, ae cre6 la ComiaicStt Reguladora e In.! 

pectara de las Instituciones de GrEdito, como una medida de saneami­

ento del sistema bancario. Pero la transformación que dicha Comisi6n 

inici6 cU!Endoae estrictamente & las leyes vigentes, su!ri6 nueva orie.!!; 

taci6n p:>r el decreto del 15 de septiembre de 1916, que dio al proble­

ma una aoluci6n dUerente, pues por este se abrogaba la ley de 1897, -

por considerarla contraria a las disposiciones constitucionales de 1857, 

y se pon(a fin a la facultad de emi1i6n que en ese entonces gozaban loa 

bancos. Esta encontr6 que de loa 24: bancos emisores s6Lo 9 se ajusta­

ban a la ley; a Los restantes se les canceL6 la concesi6n. Para proce .. 

der a su llquidaci6n la Secreta.r!a de Hacienda nombr6 un consejo de ia 
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cautaci6n en cada banco emi•or, dicha medida dur6 de 1916 a 1921, SU,! 

pondt6ndose en ese tiempo el cr~dito bancario. 

En 1916 el Gobierno Constitucional cre6 la Comisi6n Mon~ 

taria, que !ue el prlmer antecedente del Banco de ~1éxico y absorvi6 las 

íuncioneis de la antigua Comisi6n de Cambios y Moneda establecida en ... 

1905. El Presldente Alvaro Obreg6n expidi6 un decreto en el afio de --

1921, devolviendo los bancos incautados a sus propietarios, asi los que 

estaban en condiciones ccon6micae aceptables continuaron funcionando -

concedí6ndolea a los demás un plazo razonable para realizar su liqui~ 

ci6n definitiva. A este Decreto le siguieron otras disposiciones que e~ 

nlinaron con la Ley General de Instituciones de Crédito y Establecimie.!!, 

to• Bancarios expedida a finales de 1924. 

La Ley General de Instituciones de Crédito y Establecimie_!! 

tos Bancarios de 1924, consideraba 7 tipos de instituciones: 

l. - Banco Unico de Emisi6n y Comisi6n 
~loneta ria. 

2. - Hipotecarios. 

3. - Refaccionarios. 

4. - Agrfcolas. 

s. - Industriales. 

b. - De Dep6sito. 

7. - Fiduciarios. 

Al mismo tiempo se cre6 la Comisi6n Nacional Bancaria 

con la funci6n principo.l de vigilar que las instituciones de crédito CUI,!! 
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plieran las disposiciones legales. En agosto de 192.5 se estableci6 el 

Banco de 1',,{éxico como instituci6n central, enca.rgoíndose de la emisi6n 

de billetes, regular la circulaci6n de la moneda y el cambio externo, 

operar como banco de reserva y, en la práctica actuar como c;Í.mara 

de compenaaci6n. ( 79) 

El 30 de junio de 1926 se expidi6 la Ley de Bancos y de 

Fideicomiso y el 31 de agosto siguiente la nueva Ley Bancaria., que -

consideraba las siguientes instituciones de crédito. 

1. - Banco Unico de emisi6n. 

l. - Hipatecarios. 

3. - Refaccionarios (Industriales y Agrícolas} 

4. - De Dep6aito y Descuento. 

S. - De Fideicomiso, 

6. - De Ahorro. 

7. - Almacenes Generales de Dep6sito. 

8, - Compallías de Flan.zas. 

En 1932. se expidieron la Ley de Trtulos y Operaciones de 

Cr6dito y la Ley General de Instituciones de Crt!dito, la que distingu!a 

entre bancos privados y bancos oficiales. 

Esta Ley defini6 como instituciones de crédito a aquellas 

que tuvieran como objeto exclusivo la práctica. de operaciones activas 

y la celebraci6n de algunas de las siguientes: 

i79l Kock, M. H. de. Banca Central. Fondo de Cultura Econ6mica. -
3a. Edici6n, M6xico 1964. Pág. 369, 
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a), - Recibir dep6sitos. 

b). - Recibir depósitos en cuenta de ahorro. 

e), - Expedir bono• de caja 

d). - Emitir bonos ~lipotecarios y 

e). - Actuar como !?iduciarias. 

Señalándose como instituciones au.xiliares de crédito las si-

q'.lientes: AL-na.::enes Generales de Depós~to, Bolsas de Valores, Cáma:-3. 

de Compensac:.6n, Sociedades, Uniones o Asociaciones de Crédito y Soci_! 

<ladea Finan.::ieras. Expidiéndose en 1935 la Ley General de Instituciones 

de Seguros, en virtud de la cual se logr6 mexicanizar este tipo de oper~ 

ciones, y q·.ie la captación de recursos se invirtiera en México, en ben~ 

!ic io de la ec onom!a nacional. 

Con la Ley General de Instituciones de Crédito y Organiza--

cianea Auxiliares, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 31 .. 

de mayo de 1941, se di6 forma al actual sistema bancario ya que de --

acuerdo con esta :nisma, para la creaci6:i y funcionamiento de las insti.-

tuciones priva:::las de crédito era necesario obtener una concesi6n del G~ 

bierno Federal. Las concesiones eran otorgadas discrecionalmente por la 

Secretaría de Hacienda y Cr6dito Público, oyendo previamente la opini6:i 

de la Conüsión Xacio:ial Bancaria y del Banco de ~léxico, debiendo de<!! 

caree a las siguientes operaciones: 

I. ~ Las de depósito. 

II. • Las de depósito de ahorro, con o sin emisi6n 
de estarnpillas y bonos de ahorro. 
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lll. - Las ~inancieras, que incluyen la emisi6n de 
bonos fina.ncieroa y otras de carácter pasi­
·vo. 

T.V. - Las de crédito hipotecario, con em.isi6n de -
bo:ios y garantía de cédulas hipotecarias. 

V. - Las de capitalización. 

VI. - Las fiduciarias. 

No se otorgaron concesiones a una misma sociedad para -

llevar a cabo inás de uno de los grupos de operacio:ies 1, lll, IV y V. 

Considerando la ley como organizaciones auxiliares de crédito a los AJ. 

macenes Generales de Dep6sito, a las Bolsas de Valores y las Uniones 

de Crédito, 

De acuerdo con la clasificaci6n de las instituciones priva--

daa de cr~dito, son sociedades que disfrutaban de concesi6n para el eje.!. 

cicio de la banca de dep6sito, entre muchas otras. 

Eran bancos de ahorro los que recib!an dep6sitos en din.! 

ro por los que pagaban un interés capitalizable semestralmente. No 

existiendo instituciones exclusivas de ahorro, ya que por lo general se 

trataba de bancos que realizaban otro género de operaciones, com el -

Banco del Ahorro Nacional, el Banco Popular de Edüicaci6n y Ahorros, 

el Banco del Atlántico y el Banco Azteca. Las sociedades financieras ... 

ten!an por objeto promcwer la organización de toda clase de empresas 

y fina::ciarlas mediante participaciÓ."'1 en el capital o por la captación -

de recursos del público, 
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Las sociedades de crédito hipotecario, s6lo estaban autori .. 

zadas para expedir bonos que garantizaban la emisi6n de cédulas rep~ 

sentativas de hipote..:as, así como para negociar, adquirir o ceder estas 

cédulas, un ejemplo de éstas son: el Banco de Cédulas Hipotecarias, el 

Banco Hipotecario, Fiduciario y de Ahorro, y el Banco Hipotecario ~{e­

tropolitano, entre otros, las sociedades de capitalizaci6n estaban autor.i 

zadas para. contratar la formaci6n de capitales pagados a fecha. fija o -

eventual, a cambio del J*go de primas peri6dicas o únicas, ofreciendo 

al pdbllco estos contratos mediante la. emisi6n de t!:l:ulos o p6lizas de c!_ 

pitallza.ci6n. 

Eran instituciones fiduciaria.e las autorizadas para celebrar 

operaciones de fideicomiso, aún cuando a menudo realizaban eimultáne!. 

mente otras. 

Las organizaciones auxiliares de crédito eran las mencio"!. 

das en el artículo 3' de la Ley General. Los Almacenes Generales de -

Dep61ito tienen por objeto el almacenamiento, guarda y conservaci6n de 

bienes o mercancías y la expedici6n de certüicados de depósito y bonos 

de prenda, ta:n~ién pueden realizar la transformaci6n de las mercanc!as 

depositadas a fin de aumentar el valor de éstas, sin variar esencialmente 

su naturalez.a. 

Las Bolsas de Valores tienen por objeto realizar transacci,2 

nea co:i t!tu.101 o valores y Las Uniones de Crédito el de facilitar el uso 
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de crédito a sus miembros o aso.:iados y prestar su garant!a en los ~ 

créditos que contraten con otras personas. 

Por otra parte, las instituciones creadas pa.ra atender ra-­

mas de producci6n de interés nacio1ia.l, en las que el gobierno aporta el 

Slo/o más del capital, nombra a la mayoría del consejo de administraci6n 

o de la junta directiva y aprueba o veta los acuerdos de la asamblea o .. 

del consejo. Estas tratan de suplir las de!iciencias del crédito privado 

y de dirigir recursos a sectores de prioridad nacional, y operan con-­

forme a sus respectivas leyes orgánicas. Además del Banco de México, 

desde 1933 se han creado nuevas instituciones como Nacional Financiera, 

el Banco Nacional de Crédito Rural (BANRURAL), el Banco Nacional de 

Comercio Exterior (BANCOMEXT) el Banco Nacional de Obras y Servi­

cio• P6blicos (BANOBRAS) y otros más, todos con fines espec!ficos, 

Por último, el sistema de espccializaci6n y separaci6n ba~ 

caria que se estableci6 en la Ley Bancaria de 1924, se íue reduciendo 

a la pura forma, mediante la configuraci6n de grupos financieros form!, 

dos generahnente alrededor de un banco de dep6sito, cuyos accionistas 

y directores adquirirían financieras e hipotecarias con una deno1ninaci6n 

mercantil que hiciera inequívoca la realizaci6n entre todas. 

A sí qued6 establecido en la exposici6n de motivos de la ~ 

portante reforma a la Ley Bancaria de 1941, publicada el Z de ene ro de 

1975; la dinámica de la realidad fue superando las fronteras establecidas 
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en la Ley y, con el curso del tiempo se fueron formando grupos finan­

cieros integrados por distintas instituciones que gozaban de coocesi6n -

para operar en los distintos ramos que preveía. la legislaci6n vigente en 

ese entonces, con base en el criterio de banca especializada. 

Fue tal el desarrollo en este campo bancario sin que su r~ 

gimen legal lo previera y en consecueru:::ia, sin que se regulara. adecua­

damente. Result6, por otra parte, en el surgimiento de gra:ides grupos 

!inancieros q'.le al compendiar una. oferta integrada de servicios credi~ 

cios y asesoría financiera y al contar con amplios cuerpos técnicos y -

administrativos en el conjunto de instituciones, adquirieron una situaci6n 

competitiva que ha redunda.do en una concentración excesiva de recursos, 

en un número reducido de grupos íinancieros limitando el desarrollo de 

laa in•titucioncs bancarias aisladas de tamaf\o pequen.o. Ello a au vez, 

había venido afectando la capacidad financiera de las institucio:>es que -

1610 gozaban de concesi6n para operar en algunos de loa ramos princi-­

pales, reduciendo su participaci6n relativa en la captaci6n total de rectl!. 

a os. 

No había sido por entero omitida la legialaci6n mexicana en 

torno o. eate íen6meno do integraci6n, el 29 de diciembre de 1970 se h,!!_ 

b!a reconocido a loa grupos financieros. y se autoriz6 la constituci6n de 

1 S de ellos en los 5 ai\os siguientes, busc~ndose que la integraci6n se -

efectuara entre instituciones medianas y pequeiias en provincia, con el -

prop6sito explícito de contribuir a la descentralizaci6n de la actividad --
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bancaria, pero con el implícito de favorecer la concentraci6n de la pr_2. 

piedad de los ba:icos, y mediante esto beneficiarlos ya que en una mi.!. 

ma sucursal se podían prestar todos los servicios que hasta el mamen-

to se ofrecían pero en distintos establecimientos. 

La reforma que estableci6 la banca múltiple dispus6 que -

operara s6lo respecto de instituciones que tuvieran el monto de activos 

que, mediante circular, determinará'. la Secretaría de Hacienda y Cré<li. 

to Público. Además, autorizó la integraci6n en banca múltiple de los -

antiguos establecimientos, requiri6 satisfacer funciones como la presen 

taci6n de planes que comprendieran programas sobre desarrollo geogr!._ 

Cica, cartera de crédito y valores, captación de recursos, servicios V!,. 

rioa a la clientela, organización, control interno y capacitación de pe!. 

sonal. (80) 

En cumplimie:ito a la disposici6n citada, la Secretaría de -

Hacienda. y Cr6dito Público, a través de Circulares de la Comisi6n Na-

cional Ba:>caria, !ij6 los capitales mínimos que deberían tener las insll 

tucionea de banca múltiple en 1979-1980 y 1981. Fijá'.ndose en los tres -

casos como base para calcular dicho monto el O. 5Cfo del capital pagado y 

re1ervas de capital de los bancos múltiples mexicanos. En tal virtud -

en 1979 1610 pudieron constituirse en banca múltiple las instituciones -

que rewiidas dispusieran de un capital de 79 millones 478 mil pesos; de 

(80) Madrid Hurtado, Miguel de la, - Subsecretaría de Hacienda y Crédi­
to Público,, Clausura del Ciclo de Conferencias sobre la Banca Múl 
~. Auditorio de la Comisi6n Nacional Bancaria y de Seguros. -
México, 1974. 
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100 millones 551 mil pesos en 1980 y de 145 millones 670 mil pesos -

en 1981. 

Por último, como prlÍcticamente todo el sistema bancario -

se integr6 conforme al nuevo mecanismo, la autoridad hacendaría de h.!:_ 

cho clausur6 el mercado en beneficio de quienes ya participaban en el, .. 

pues aunque se preve!a. la posibilidad de otorgar nuevas concesiones para 

banca múltiple, se dispus6 también que en adelante el capital mínimo r.!!_ 

querido sería el equivalente ya no de O, 5'/o del total de los capitales pa-

gados y reservas de capital que alca:izaráo las instituciones de banca -

múltiple al 31 de diciembre inmediato anterior a la fecha de concesi6n -

respectiva, sino el Z% de ese total. (81) 

4. z.-OBJETIVOS DE LA llANCA PRIVADA, 

Antes de entrar de lleno a lo que son los objetivos de la -

banca privada, consideramos pertinente definir lo que es un banco, para 

lo cual a continuaci6n citaremos diversos conceptos sobre la. materia P!. 

ra entender dichoa objetivos, 

Generalmente a las instituciones de crédito que cita la Ley 

General de Institucio:ies de Crédito y Organizaciones Auxiliares en su -

artículo z• , párrafo III, se les denomina bancos y cuya funci6n primo.:_ 

dial ea la intermediaci6n habitual que efectúan en forma masiva y prof.!!_ 

sional en el uso del cr~dlto, 

(81) Circulares de la Comisi6n Nacional Bancaria y de Seguros, sobre -
Banca Múltiple. 
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Para Caraballese banco o banca son 11 los agentes interme--

diarios entre la demanda y la oferta del crédito que con el ejercicio del 

dep6sito bancario a fin de emplear los capitales recibidos, promueve la 

circulaci6n bancaria con el prop6sito de obtener beneficios, constituyén-

doae de esta manera en deudor hacia la oferta y en acreedor hacia la -

demanda del cr~dito''. (SZ) 

Siburu considera q·.ie banco es 11 toda instituci6n organizada -

por el ejercicio regular, continúo y coordinado del crédito, en su lunci6n 

mediadora entre la oferta y la demanda de capitales, mediante operacio-

nea practicadas por pro[esi6n", (83) 

Esteban Cotelly nos dice que frecuentemente se hacen defi-

niciooee jurídicas o econ6micas, siendo que la noci6n de banco debe ser 

puramente de carcícter econ6mico, constituyendo los elementos jurídicos 

almples atributos o base de su existencia, agregando que los bancos son 

11 organiamoa indispensables de cada economía basada en el dinero11
, y ... 

los de!ine como 11entidades organizadas que crean, esterilizan, admini,! 

tran, distribuyen y anulan el poder adquisitivo circulante", (84) 

Para Cervantes Ahumada, un banco 11es el intermediario -

pro!eeiooal del dinero y del cr~dito", (85) 

Al respecto de las anteriores definiciones, el autor de este 

(82) Citad;;-p<>r-Eateban Cotelly, Derecho Bancario. - Editorial Arayus. 
la. Edici6n, Buenos Airea, Argentina 1956. Pág. 157. 

(83) Ibídem Ng. 159 
(84) Ibídem Págs. 157, 161 y 162 
(85) Cervantes Ahumada, Raúl. Títulos y Operaciones de Crédito. Edit,!!_ 

rial Herrero, S. A, 9a. Edici6n. - México 1979. Pág. 209. 
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trabajo conaidera que todas son acertadas pues todas contienen los ele­

mentos Msicos que deben conformarlas. 

De acuerdo con los conceptos anteriormente citados, es de 

tomarse en cuenta que la caracterfstica bá'.sica de toda instituci6n de .... 

crédito es el papel de intermediaci6n que desempeña, en virtud de que .. 

por una parte captan recursos del público y por otra los ponen a dispo­

sici6n de otras personas que los requieren para. beneficio de sus activi~ 

dades productivas, de distribuci6n o consumo. 

Ahora bien, adentrándonos al punto que nos ocupa., o sea, ... 

los objetivos <le la banca privada, y basá'.ndonos en la Ley General de -­

Instituciones de Gr6dito y Organiuciones Auxiliares publicadas en el D~ 

rio Oficial de la Federaci6n el 31 de mayo de 1941, podremos decir que 

dentro del aspecto legal los objetivos son los siguientes: 

En primer lugar, traza.r el plan de las instituciones de cr! 

dito sobre la base de distinguir la banca propiamente dicha, o de dep6'!! 

to, de las sociedades o instituciones de inverei6n11
• 

A la primera como su nombre lo dice le compete recibir .. 

dep6sitos bancarios de dinero del público en general y practicar el cr! 

dito de signiíicaci6n puramente dineraria, o sea, aquel dinero que sea -

reembolsado dentro del t~rmL-lo de un ciclo de producción normal, el -

cu&l consta de lSO dfao, a las segundas les corresponde realizar las -

operaciones de cr~dito a. largo plazo, en especial las inversiones en -­

bienes de capital para la producci6n, obteniendo dichas inversiones me .. 
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diante la colocaci6n directa por el p<\blico en participaciones de capital 

en diferentes empresas. 

11Segundo, se estima por la Ley el volumen presunto del dj 

nero de ahorro que los ba~cos suelen recoger, cualquiera que sea la fo_! 

ma jurídica a la vista o a plazo que los dep6sitos adopten, estableciendo 

un l!mite rruíximo del 20% del pasivo exigible para las inversiones en tí­

tulos y valores; y sin perjuicio que estos hayan de tener ciertas cara.et.=, 

r(sticaa q_ue precisa la Ley, a fin de asegurar que en todo momento re_! 

ponden al principio inherente a la banca comercial, el de sus activos de 

!.tell l!quidaci6n". 

Y por último, se fija un porcentaje mínimo de 30% del to­

tal del balance que serit integrado por las reservas de caja, tales rese,:. 

vas son solamente el cddito del banco central, entendi~ndose por tal -

las monedas circulantes y saldos en cuentas de dep6sito de que la ban­

ca di•ponga, swnadi:ta a laa letras que provengan de compra ... venta de .. 

mercanc!ae efectivamente realizadas y a plazo no superior a noventa -

df&e. 

Posteriormente, por decreto publicado el 27 de diciembre -

de 1978, se reforma y adiciona la Ley General de Instituciones de Cré<!!, 

to y Organizaciones Auxiliares, como ya lo citamos líneas atrás, introd~ 

ci6ndose en su texto un nuevo cap!tulo que regula la. actividad de las o~ 

raciones de las instituciones de Banca !\.túltiple. 
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Los objetivos que perseguían esas reformas y adiciones a 

la Ley Bancaria son los siguientes: 

a) Procurar el equilibrio y la verdadera competencia en el 

sistema bancario, ya que estos no pueden darse a través de la existen­

cia de un gran número de instituciones, si en este se incluyen algunas 

sin apoyo econ6mico por su pequeña capacidad; po:- lo tanto, la banca -

media.na y pequeña se verá dotada de una mayor 9portunidad de desarl"_f> 

llo. 

b) Institucionalizar la participaci6n de los nwnerosos gru-­

pos inversionistas en el capital de las instituciones de crédito, sei'iala.,!! 

do lúnites m~ximos para la tenencia accionaria, inferiores a los que -

existían anteriormente. 

c) Suprimir las incompatibilidades que se derivan de la se­

paraci6n entre las operaciones de las instituciones dedicadas a operar -

en los mercados de corto y largo plazo. 

d) Mantener condiciones adecuadas de seguridad y liquidez 

para la inversi6n de los pasivos de los bancos múltiples, ademá'.s del -

encaje legal y la canalizaci6n selectiva del crédito, 

e) Eliminar el volwnen de sus pasivos con el capital, BU!,. 

tituy~ndolo por el importe y grado de riesgo de sus operaciones, de -

manera que la capitallzaci6n de las instituciones quede determinada por 

laa operaciones activas que efectúen. 
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Los objetivos que perseguían esas reformas y adiciones a 

la Ley Bancaria son los siguientes: 

a) Procurar el equilibrio y la verdadera competencia en el 

sistema bancario, ya que estos no pueden darse a través de la existen­

cia de un gran número de institucio:ies, si en este se incluyen algunas 

sin apoyo econ6mico por su pequeña capacidad; po= lo tanto, la banca -

media.na y pequeña se verá dotada de una mayor oportunidad de desarr_p 

llo. 

b) Institucionalizar la participaci6n de los numerosos gru- -

pos inversionistas en el capital de las instituciones de crédito, señala!!. 

do lúnites máximos para la tenencia accionaria, inferiores a los que -

existían anterior1nente. 

c) Suprimir las incompatibilidades que se derivan de Ja se­

paraci6n entre las operaciones de las instituciones dedicadas a operar -

en los mercados de corto y largo plazo. 

d) Mantener condiciones adecuadas de seguridad y liquidez 

para la inversi6n de los pasivos de los bancos múltiples, además del -

encaje legal y la canalizaci6n selectiva del crédito. 

e) Eliminar el volwnen de sus pasivos con el capital, SU.!, 

tituy~ndolo por el importe y grado de riesgo de sus operaciones, de -

manera que la capitaliza.ci6n de las instituciones quede determinada por 

la1 operaciones activas que efectúen. 
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f) Suprimir rigideces en cuanto a plazos y garantías de los 

íinanciamientoa, que en numerosos casos Un.piden otorgarlos como debe 

ser, m'• con vista a los méritos de los proyectos de inversi6n y a sus 

plazos de recuperaci6n, que en consideraci6n a las garantías obtenibles 

y a los plazos permitidos, 

g) Suprimir la forma departamental de operaci6n, eliminan­

do en definitiva la incompatibilidad que aún en los primeros tres años de 

experiencia de la Ba:ica Múltiple, se present6 entre los distintos depar­

tamentos de las instituciones de este tipo, toda vez que en su inicio, la 

misma únicamente oper6 de una manera íormal, manteniendo material-­

mente las operaciones de la banca especializada, s61o que a nivel de d!, 

partamentos. 

De tal manera se integran todas las operaciones tanto acti­

vas como pasiva.a, estableciendo un sistema que provea de mejores co,g, 

troles de aeguridad y liquidez a las inversiones. 

h) Eliminar las inconvenientes piramidaclones de capital que 

debilitan la estructura financiera de las instituciones, lo que brindará -

mayor protecci6n a loa intereses del público inversionista, y: 

i) Proporcionar un mejor y eficiente servicio a su cliente­

la a través de la diverslfü:aci6n de sus instrumentos tanto para las o~ 

raciones activas como pasivas. 



1Z3 

Obvian1ente que dichos objetivos fueron trazados a fin de -

darle una mayor prestancia al servicio bancario, as! como, de que la 

actividad bancaria se saneara de los vicios que a través de ados arra!. 

traba con motivo de la implantaci6n de la banca especializada. 

Pero durante los últimos cuatro años que van desde 1978 a 

l98Z la banca privada su estructura y funcio:iamiento cstuviero!l domin,!_ 

dos por tres tendencias principales a saber: 

l. - La Concentraci6n. - Conforme al comportamiento general 
de la eco:-iorn!a capitalista, la disminuci6n del núm.ero -
de instituciones de crédito concentr6 las operaciones en 
un nú:nero muy reducido de ellas. 

II. - La Monopolizaci6n. - En estos cuatro años, (l978-19BZ) 
se observa con claridad el gigantismo de media docena 
de bancos frente a los restantes. Del grupo pwitero -
además sobresalen especialmente dos, que juntos y só 
los representan la mitad de los activos totales, del fI 
nanciamiento otorgado, de la captación y de las utilida 
des, y el 40% del número total de sucursales. -

III. - La Transnacionalizaci6n. - Asimismo, este pequefio gru­
po de instituciones establece sucursales en el extranjero 
para con ello, dedicarse a invertir en empresas trans­
nacionales que le reportaban mejores dividendos que las 
nacionales, haciendo con ello caso omiso al otorgamiento 
de créditos y financiamientos para la industria nacional, 
lo que trajo aparejado los íen6menos de la inilaci6n y la 
devaluaci6n de la moneda. 

4. 3.- DESA PARICION DE LA BANCA PRIVADA EN MEXICO. 

Como es sabido, hasta el 31 de agosto de 1982, el servicio 

público de banca y crédito, con base en la hoy abrogada Ley General de 

Instituciones de Crédito y Organizaciones Auxiliares, se había venido --
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conce11lonando por parte del Ejecutivo Federal en personas morales con_! 

tituídas en {orina de sociedades an6nimas, con el objeto de que colaba-

rayan en la atención de este servicio. 

Tomando en cuenta "que la concesión, por su propia natu-

raleza es temporal, pues s6lo subsiste hasta en tanto el Estado, por -

razones económicas, aduünistrativas o sociales, no pueda hacerse ca,!_ 

go directamente de la prestación de un servicio p·.lblico" (86) y con el 

objeto de garantizar la eficiente y adecuada prestación del servicio p~ 

blico de banca y crédito, el 1° de septiembre de 1982, el Gobierno F; 

deral tomó la trascendental decisi6n de nacionalizar la banca, asumie_!! 

do de esa manera el Estado la conducción directa de dicho servicio. 

Es as(, e orno a través de los Decretos del Ejecutivo Fed=. 

ral de esa {echa y dol 2 de septiembre siguiente, se expropiaron 11por 

causas de utilidad pública a favor de la Naci6n, las acciones, instala-

cienes, edificios, mobiliario, equipo, acciones y participaciones en --

otras empresas, valores, derechos y todos los demás muebles e inmu!_· 

bles, propiedad de las instituciones de crédito privadas a las que se -

otorg6 concesi6n para la prestaci6n del servicio público de banca y cr,! 

dita, en cuanto sean necesarios en la operaci6n bancaria a juicio de la 

Secretaría de Hacienda y Crédito Pc1blico." (87) 

(86) Decreto que establece la Nacionalización de la Banca Privada, pu­
blLcado e:i el Diario Cíicial de la Federación el día 1° y l de sep­
tiembre de 1982. México. 

(87) lb!dem. 
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5.1. - DESARROLLO HISTOIUCO. 

Antes de entrar de lleno al desarrollo histórico de lo que den.2_ 

minamos la banca pública, debemos hacer una aclaración precisamente al -

tema de este capítulo, 

La banca pública siempre ha existido en razón de que el servi­

cio que se prestaba era un servicio público concesionado a empresarios ptj, 

vados, toda vez que el Estado por razones económicas, administrativas o S,2. 

cialea no podía hacerse cargo directamente de la prestación de dicho servi­

cio, que como ya lo mencionamos en el capítulo anterior era el de banca múl 

tiple, y a las instituciones que lo prestaban se les denominaba instituciones 

de crédito privadas. 

Por otra parte, el Sistema Bancario Mexicano le integraba ta~ 

bién por un grupo de Institucione• Nacionales de Crédito las cuales fueron -

creadas por el Gobierno Federal con el prop6alto de prestar apoyo financie­

ro a diversas actividades indispensables para el desarrollo económico de -

nuestro país, tale• como la agricultura, ganadería. avicultura. industria P!.. 

que& y mediana., vivienda•. turismo, artesanía•. bnportaciones. exportaci2_ 

nes. etc., y a las que la. iniciativa. privada no estaba en posibilidades de ate.e 

der sus necesidades crediticia1, principal.mente por la cuantía de las inver­

siones que se requerían para 11u (omento y loa riesgos excesivos que su pro­

pia naturaleza Implicaban. A este tipo de instituciones se leo conocía y ae -

lea conoce como banca de desarrollo. 

También, existía antes del Decreto de la Nacionalización de la 
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Banca lo que se denominaba Banca Mixta, la cual fue creada con pa.rticipa­

ci6n en el capital de la iniciativa privada y del Gobierno Federal, este en -

Corma mayoritaria a Cin de imponer su política administrativa y financiera 

de captación y canalización de sus recursos. 

As{ pues, la prestación del servicio bancario siempre ha sido 

pública, las que no eran públicas eran las instituciones que lo prestaban ya 

que sus accionistas perteneci'an a la iniciativa privada, de ahí corno se les 

llamaba; instituciones de crédito privadas. Por lo que respecta al demás • 

servicio de banca, o sea a la banca de desarrollo y a la banca mixta, si la 

podemos llamar banca pública en razón de su creación y de sus actividades. 

En base a lo anterior, al presente capítulo se le denominó Ba!!, 

ca Pública, toda vez que el servicio público de banca y crédito que era COJ! 

cesionado a los particulares, a partir de la nacionalizaci6n de la banca de­

jó de ser prestado por éstos, constituyéndose todas las instituciones de cr! 

dito privadas en sociedades nacionales de crédito consideradas por su actual 

Ley Reglamentaria como instituciones de derecho público. 

Hecha esta aclaraci6n, a continuación expondremos el desarr2 

llo histórico de dichas sociedades nacionales de crédito. 

A partir del Decreto expropia torio de la banca privada en nue.!. 

tro país el t• de septiembre de 1982, se dispuso en el mismo, que el servi­

cio público de banca y crédito seguiría siendo prestado por las mismas es­

tructuras administrativas, la.e cuales se transíormarían en entidades de la 

Administración PÜblica Federal teniendo la titularidad de las concesiones, 
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sin ninguna variaci6n. 

Día.a más tarde, por Decreto publicado en el Diario Oficial de 

la Federación el 6 de septiembre de ese mismo afio, se acord6 que con mo-

tivo de dicha expropiación, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público aaj 

liada por un Comité Técnico Consultivo integrado por la Secretaría de Co-

mercio y Fomento Industrial, Secretaría de Programación y Presupuesto y 

el Banco de México, proveería las acciones conducentes a eíecto de que las 

citadas instituciones de crédito operaran con el carácter de Instituciones N!,. 

cionales de Crédito, en tanto la misma Secretarfa de Hacienda propusiera -

la transformación de las instituciones, a íin de que estas se constituyeran -

como Organismos Públicos Descentralizados. (88) 

Posteriormente, el 17 de noviembre de 1982., se public6 en el 

Diario Oficial un Decreto mediante el cual se adicionaba al artículo 28 de la 

Constitución un quinto párrafo en el cual se estableci6 que el servicio públi-

co de banca y crédito sería prestado exclusivamente por el Estado a través 

de instituciones de crédito en los términos que establezca la Ley Reglame!!. 

taria. correspondiente. 

Como se puede observar de dichos Decretos, el servicjo de -

• 
banca y crédito dentro del lapso comprendido del l' de septiembre al 31 de 

diclembre de 1982, se seguía rigiendo por la Ley General de Instituciones -

de Crédito y Organizaciones Auxiliares de 1941. 

(88) Decreto que establece que las Instituciones de Crédito expropiadas ºP.!!. 
ren con el carácter de Instituciones Nacionales de Crédito, publicado -
en el Diario Oficial de la Federación el 6 de septiembre de 1982. Mé­
xico, D.F. 
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Así, el t• de enero de 1983 entró en vigor la Ley Reglamenta­

ria del Servicio Público de &nea y Crédito, publicada en el Diario Oficial 

el día anterior, estableciendo que "el servicio será prestado por institucio­

nes de crédito constituídas como sociedades nacionales de crédito y por las 

constitu{das por el Estado como instituciones nacionales de crédito confor­

n1e a las leyes". Asimismo, cabe destacar que dicha Ley Reglamentaria no 

ah rogó a la Ley General de Instituciones de Crédito y Organizaciones Auxi­

lia res de 1941, sino que dispuso que ésta sería a.plica ble en cuanto no se ºP.!! 

siera a la primera en sus títulos Primero y Segundo capítulos VI y VII, Cua.!. 

to y Quinto y a las disposiciones aplicables a las entidades de la Administr!!_ 

ción Pública Federal que tuvieran el carácter de instituciones nacionales de 

crédito, 

En la propia Ley Reglamenta ria de 1982, se asent6 que en la -

transformación de las instituciones de crédito el Gobierno Federal tomaría 

las medidas conducentes a eíecto de convertir a las sociedades que mencio­

na en sociedades nacionales de crédito en un plazo no mayor de 180 d!aa a -

partir de la (echa de la publicaci6n de dicha Ley Reglamentaria establecien­

do adetniÍs las bases para tal transformación. 

De lo anterior, queda en claro que ya se les llamaba a las in.!!, 

titucionea de crédito sociedades nacionales de crédito, pero en tanto no se -

publicara en el Diario Oficial tal determinaci6n, dichas instituciones segui­

rían operando como sociedades anón.i.rnas. 

Finalmente, el 29 de agosto de 1983, se publicaron en el Dia­

rio Oficial los Decretos de transformación de bancos múltiples, socieda .. 
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des anónimas, en bancos múltiples sociedades nacionales de crédito y sus 

Reglamentos Orgánicos. También en dichos Decretos y Reglamentos Orgá­

nicos se establece que las sociedades anónimas transformadas en sociedades 

nacionales de crédito conservan su misma personalidad jurídica y patrimo­

nio propios, 

Así, estas sociedades nacionales de crédito son una íigura no­

vedosa, disei\ada con ingenio por el legislador dentro de nuestro régimen jS, 

rfdico con la intención de cwnplir con el precepto constitucional resolviendo 

al Estado la prestación del servicio bancario. 

Al tiempo que se publicó el Decreto anterior, siguió estando -

en vigor de una manera transitoria la Ley Reglamenta ria de l 98Z, sin sufrir 

ninguna modüicaci6n y auxiliadas todavía por Ja Ley General de Instituciones 

de Crédito y Organizaciones Auxiliares, en tanto no se expidiera la nueva -

Ley que se tenía en proyecto. 

El 14 de enero de 1985, el Diario OCicial public6 Ja Ley Regla­

mentaria del Seivicio Público de Banca y Crédito, derogando ésta a la Ley 

General de Instituciones de Crédito y Organizaciones Auxiliares de 1941 y -

a Ja Ley Reglamentaria del Servicio Público de Banca y Crédito de l 98Z. 

Esta nueva Ley Reglamentaria confirma lo que su antecesora -

estableci6: que las sociedades caciooa.lcs de crédito son instituciones de d,!. 

recho público, con personalidad jurídica y patrimonio propios, considerán­

dolas ademáa como empresas de participación estatal mayoritaria de acueE, 

do con Jos artículos 45• y 46° de Ja Ley Orgánica de la Administración Públi 
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ca Federal, ya que su capital está representa.do por títulos de criídito lla~ 

dos 11certüicados de aportación pa.trimon.ia.111
, los cuales eon nominativos y 

se dividen en 2. series, la 11A 11 y la 11 B 11
, La primera de las series represe.!! 

ta el 66% del capital y sólo puede ser suscrita por el Gobierno Federal. La 

serie 11 8 11 la representa el 34% del capital restante en el cual ninguna pers.Q. 

na física o moral podrá adquirir mediante una o varias operaciones de cual­

quier naturaleza el control de tales certüicados por más de 1% del capital -

pagado, estos certificados de aportación pa.trimonia.l de la serie 11 B11 salame!! 

te podrán ser suscritos en una proporci6o mayor a la establecida por entida­

des de la Admlnistra.ci6n Pública Federal, los Gobiernos de los Estados y -

los ~tunicipios. 

Con la expedición de esta Ley se da cumplimiento a lo que est!_ 

blece la Constltuci6n Política de los Estados Unidos Mexicanos en el artícu­

lo zs•, párrafo quinto, instaurando un régllnen jurídico integral del sistema 

bancario mexicano guiado por los principios de la rectoría económica del -

Estado, 

La Ley Reglamentaria contempla la regula.cl6n de la naturale­

za del servicio público de banca y crédito: los objetivos, organizaci6n, fina!!, 

ciamiento, actividades y operación de las instituciones que lo prestan; la -­

inspecci6n y vigilancia de las mismas; el régimen sancionador y punitivo del 

derecho bancario; y la protecci6n de los intereses del público. 

11Como objetivos de carácter general se establecen los siguie.!!. 

tes: Comentar el ahorro nacional; facilitar al público el acceso a los beneCi-
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cios del serivicio público de banca y crédito; la canalización eficiente de 

los recursos financieros: la pa rticipa.ci6n de la banca mexicana en los mer­

cados !inancieros internacionales; el desarrollo equilibrado del sistema ba.!!. 

cario; la sana competencia entre las instituciones de banca múltiple; as( co­

mo la promoción y íinancia.m.iento de las actividades y sectores que corres­

ponde a la banca de desa rrollo 11 • 

s. Z., - FUNDA MENTACION JU RlDICA, 

También con motivo de la expropiación de la banca, se tuvie­

ron que reformar diversos artículos de la Constitución Política, a íin de ÍO,!'.. 

talecer la prestación del servicio público de banca y crédito, garantizando -

la protección de los intereses del público y canalizando la actividad de las -

instituciones, a las tareas de desarrollo nacional, estableciendo la exclusi­

vidad de dicha prestación, a través del Estado y sentando asimismo, las ha.­

ses sobre las cuales se regirán las relaciones de trabajo de los bancos con 

sus empleados. 

Así, por Decreto publicado en el Diario Oíici.a.l de la Federación 

el 17 de noviembre de l 98Z, se introducen en nuestra Ley Fundamental las -

reíormaa y adiciones a los art{culos zs· , 73° y 123 constitucionales. 

El artículo 28' constitucional fue adiciona.do con un quinto pá­

rraío, al cual ya hemos hecho alusión en este trabajo pero sin destacar la -

importancia que revistió esta adición dentro del sistema bancario mexicano: 

en este párrafo quinto se establece que el servicio p\1blico d~ banca y crédi­

to será prestado exclusivamente por el Estado quedando consecuentemente 
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exceptuado de la prohibici6n de los monopolios consignada en el primer pá­

rrafo del propio artículo zs•' estatuyéndose además que la prestaci6n de -

este servicio no puede concesiooarse a particulares, sino que será prestado 

en los términos que disponga la correspondiente Ley Reglamentaria, 

Precepto Cundamental este artículo 28' , que como se puede -

advertir sirve de fundamentaci6n jurídica a la Ley Reglamentaria del Servl 

cio Público de Banca y Crédito, primero a la expedida en 1982 que funcionó 

de una manera transitoria, como ya lo hemos mencionado y que sirvi6 de -

base para la expedici6n de la Ley Reglamentaria en vigor, 

El artículo 73° de la Constitución, fue reformado en sus frac­

ciones X y XVW, la primera de las fracciones eel!ala que entre las faculta­

des del Congreso de la Uni6n se encuentran, entre otras, la de legislar so­

bre servicios de banca y crédito; así como para establecer el Banco Unico 

en los términos del artfoulo zs·' y para expedir la• leyes de trabajo regla­

mentario del artfculo 123' de la propia Constitución. Por su parte la frac­

ci6n XVW de dicho ordenamiento determina que el Congreso tambl'n tiene 

facultades para establecer casas de moneda, fijar lae condiciones que ésta 

deba tener, dictar reglas para determinar el valor relativo de la moneda e!: 

tranjera y adoptar un sistema ge.;eral de pesas y medida1. 

En cuanto al a rt!culo l Z3' , e ate fue adicionado en su apartado 

11B 11, con la fracci6n Xlll Bis, disponiendo que las relaciónee de trabajo en­

tre las instituciones de crédito y sus empleados 1e regirán en lo sucelivo -

por las dieposlcionee de ese apartado, 
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En base a la. mencionada expropiación de la banca privad.a, se 

tuvo también la necesidad de adecuar la estructura de las dependencias del 

Ejecutivo que intervienen en la actividad banca ria y crediticia, con el prop§. 

sito de cuidar que el Sistema Financiero }.1CJCicano, cumpla con los objetivos 

encomendados, tendientes a la satisíacción de necesidades financieras de t.2. 

dos los sectores productivos del país y a las políticas de desarrollo dictadas 

por el EBtado. 

A este respecto, las autoridades que regulan el Sistema Bane!_ 

rio Mexicano son: La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, Banco de 

México y la Comisión Nacional Bancaria y de Seguros. 

- La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, coníorme al ar­

tículo 31" fracción Vll de la Ley Orgá:nica de la Administración Pública Fe­

deral tiene las atribuciones de planear, coordinar, evaluar y vigilar el sis­

tema bancario del país que comprende al Banco Central, a la Banca Nacio­

nal de Desarrollo y a las demás instüuciones encargadas de prestar el ser­

vicio público de ba nea y crédito. 

Para ejercitar las atribuciones anteriores, así como las conf.!. 

ridaa a la Secretaría por diversos ordenamlentoa, dado •u cazácter de autg 

ridad monetaria y crediticia, se cre6 en diciembre de l98Z, la Subsecreta­

r!a de la Banca Nacional, misma que debido a que cwnpli6 con el objetivo -

para la cual fue creada, en julio de 1986 desapareció. 

Conforme al Reglamento Interior de la Secretarfa de Hacienda 

y Crédito Público·se distribuyen las atribuciones en cuatro direccione& gen!. 

ralea, a saber: 



Dirección General de Política Bancaria., 

Dirección .General de Banca de Desarrollo. 

Dirección General de Banca Múltiple. 

Dirección General de Seguros y Valores. 
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La Dirección General de Política Bancaria, tiene encomendado 

formular las políticas de planeación, coordinación, vigilancia y evalua.ción­

del sistema bancario y las relativas a los demás intermediarios íina.ncieros, 

participar mediante la elaboración de la política bancaria y de la relativa a 

los demás intermediarios íina.ncieros, en la formulación del Programa. Na­

cional de Financiamiento del Desarrollo y del Programa Financiero Global -

Anual del Gobierno Federal, del Departamento del Distrito Federal y de la 

Administración Pública Federal Paraestatal; formular los programas anua­

les para la ejecuci6n de los programas aertalados: proponer los lineamientos 

para llevar a cabo el programa de modernización administrativa e innovación 

institucional, as{ como los mecanismos de control de gestión de las entidades 

del sistema bancario, de los fideicomisos público• de Comento y de los de- -

~s intermediarios financieros que corresponda coordinar a la Secretar!a; -

consolidar los programas íinancieroa y loa preaupueata'a y realizar la eval~ 

ci6n global de los resultados de la polftica y programas de las entidades del 

sistema bancario, de los fideicomisos públicos de Comento y de los demás Í,!! 

termediarios financieros que corresponda coordinar a la Secretaría; formu­

lar las reglas para. orientar la ca.ptaci6n y asignaci6n de recursos del siste­

ma bancario¡ proponer loa lineamientos y criterios técnicos en materia de -

iníorm.!tica, as{ como administrar el sistema de iníormaci6n y estad!stica 
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bancaria, 

Las direcciones generales de Banca de Desarrollo y de Banca 

MÚltiple son unidades administrativas cuyas atribuciones se circunscriben 

al sistema bancario propiamente dicho. 

A la Dirección General de Banca de Desarrollo le compete, de 

acuerdo con el artículo 74• del Reglamento Interior, participar en la !ormu­

laci6n de las políticas y los programas globales, así como en la planeaci6n, 

vigilancia y evaluación de la banca de desarrollo y de los fideicomisos púb~ 

cos de fomento que corresponde coordinar a la Secreta r1a., proponiendo pa­

ra aprobación superior las actividades seflaladas. 

En cuanto a la Dirección General de Banca Múltiple, conforme 

al artículo 79' del Reglamento; le corresponde participar en la formulaci6n 

de las políticas de planeaci6n, coordinaci6n, vigilancia y evaiuac!6n de la -

banca mÚltiple, proponiendo para aprobación superior las actividades respe.s, 

tivas, 

A simi.smo, a dichas unidades administrativa a les está atribaj_ 

do en el ámbito que les compete, estudiar los programas anuales e institu­

cionales de las entidades correspondientes. 

Por último, el Reglamento encuadra dentro de laa unidadea -

administrativas a la Dirección General de Seguros y Valores, a la cual en 

su artículo 84•, le coníiere atribuciones para participar en la Cormulaci6n 

de las políticas de promoci6n, regulaci6n y control de las instituciones de 

seguros y fianzas, de la.e organizaciones auxiliares de crédito, casas de -
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bolsa y agentes de valorea, as{ como las relativas a la planeación, coordi­

nación, vigilancia y evaluación de los cib.dos intermediarios financieros, 

cuando no sean de Comento y corresponda su coordinación a la Secretaría, -

proponiendo para aprobación superior las actividades sef1alada.s • 

... Otra autoridad lo es el Banco de ~!éxi.co, organismo descentl'!. 

liza.do del Gobierno Federal, cuya estructura y operación se rigen por au -

Ley Org.ínlca, la Ley Monetaria y la Ley Reglamentarla del Servicio P6bli­

co de Banca y Crédito. Como Banco Central sus funciones íundamentales -

consisten en la emisión de billetes y monedas, control del crédito para evi­

tar inílacionea y deflaciones, ser agente financiero del Gobierno Federal, -

custodiar las reservas monetarias, servir de cámara de compensaci6n en­

tre las instituciones de crédito, regular y vigilar el encaje legal, realliar 

loa cambios sobre el el<terior, determir»ndo el o los tipos de cambio a loa 

que deba calcularse la equivalencia de la moneda nacional • 

.. La Comisión Nacional Bancaria y de Seguros, fue creada el -

Z4 de diciembre de 19Z4 y es un 6rgano desconcentrado de la Secretaría de 

Hacienda y Crédito Público, destacando entre sus !unciones la. inspección y 

vigilancia de laa instituciones de crédito, seguros, Cianr.as y organizacio­

nes auxiliares de crédito con facultades de auditor externo respecto de la -

misma. 

Entre algunas de las (acultadea y deberea de la Comioi6n Na­

cional Bancaria y de Seguros se encuentran coníonne al artículo 99• de la -

Ley Reglamentaria del Servicio P6blico de Banca y Crédito, entre otras: 

1) Actuar como cuerpo de consulta de la Secretaría de HacieJ!. 
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da y Crédito en loa casos que se refieran al régimen bancario 

y en loe demás que la Ley determina; hacer los estudios que se 

encomiendan y presentar a la Secretaría de Hacienda las suge­

rencias que estime adecuadas para perfeccionarlas. 

Z) Establecer las normas necesarias para la aplicación de la Ley 

Reglamentaria del Servicio Público de Banca y Crédito en vi­

gor y de los rt~glamentos que para la ejecución de la misma. -

dicte la propia Secretaría de Hacienda. 

3) Coadyuvar con sus normas e instrwnentos a la política de re&!! 

!ación monetaria que compete al Banco de México, siguiendo -

las instrucciones que reciba del mismo. 

4') Revisar los balances de fin de ejercicio de las instituciones de 

crédito y organizaciones auxiliares. 

5) Vigilar que se cumpla con el secreto bancario. 

6) Formular el calendario bancario en el cual sellale los d!as en 

que la1 instituciones de crédito y organizaciones auxiliares p~ 

dr.Ín suspender sus laborea. 

7) Intervenir a la1 In1t!tuciones de Crédito y Organizaciones A~ 

liares cuando se demuestre que ae está afectando au estabilidad 

o solvencia y ponga en peligro los intereses del público inver­

sionista. 

8) Dlc:t.ar las reglas de a¡¡rupaci6n de cuentas conforme a las cua­

les deben elaborar sus estados de contabilidad y balancee a.nll!_ 
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lea, 

9) Vigilar las condiciones de trabajo, en que presten sus servicios 

loe empleados de las instituciones de crédito y de las organiza­

ciones auxiliares, campa.a.fas de fianzas e instituciones de seg_!! 

roa. 

10) Recopilar los datos para la formulación de estadísticas en ma­

teria bancaria, etc. 

Aparte de las reformas a la Ley Fundamental también refortn;!_ 

dos o adicionados loa siguientes ordenanúentoe: 

- Ley Orgánica del Banco de México, suíri6 reformas en diciein 

bre de 1982. 

- Ley General de Bienes Nacionales, se reform6 su art!culo 9' -

para adicionar los 3 últimos párrafos aplicables a las Socieda­

des Nacionales de Crédito, publicada en el Diario Oficial el 7 -

de febrero de 1984, 

- Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, se refor­

m6 para incorporar a las Sociedades Nacionales de Crédito de~ 

tro del sector paraestatal como empresas de participación es­

tatal mayoritaria publicada en el Diario Oficial el 30 de diclein 

bre de 1983, 

- C6dlgo Penal para el Distrito Federal, se reformó en sus ar­

tículos 2.12. a 2.24, de loo delitos cometidos por los servidores 

públicos, publicado en el Diario Oficial el 5 de enero de 1983, 
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- Nueva Ley Orgánica del Banco de México, publicada en el Dia­

rio Oficial el 31 de diciembre de 1984, 

.. Nueva Ley General de Organiz:aciones y Actividades Auxiliares 

de Crédito, publicada en el Diario Oficial el 14 de enero de -

1985. 

- Ley Federal de Instituciones de Fianzas, aus reformas y adici.Q_ 

nea ae publicaron en el Diario Oficial el 31 de diciembre de 1984 • 

.. Ley General de Instituciones de Seguros, también se reíormó -

y adlcion6, publicada en el Diario Oficial el 14 de enero de 1985, 

- Ley del Mercado de Valorea, se reform6 y adiclon6, publicada 

en el Diario OCicial el 8 de febrero de 1985. 

- Nueva Ley de Saciedades de Invers16n, publicada en e~ Diario 

Oficial el 14 de enero de 1985, 

Cabe menciooar que las leyes citadas y sus reíonnas dan inn.!:!_ 

merablea facultades a la Secretaría de Hacienda y Crédito Ptíbllco, al Banco 

de México y a la Comisi6n Nacional Bancaria y de Seguros, para dictar re­

glas, circulares, oCicloa y telex-circulares sobre muchos aspectos de ia a_s 

tlvldad bancaria, 

S. 3. - EXPROPIACION, NACIONALIZACION O ESTATIZACION, 

En el Decreto de expropiación de loa bancos privado• existen 

problemas de interpretación termonol6gic:a ya que no ae define de una man~ 

ra precisa si el acto del Ejecutivo del 1° de septiembre de 198Z, fue una ex-
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propiación, una nacionalización o tal vez. se estime que fue u.na estatiza.ción. 

Esta impresición terminológica se debe a que en el Decreto -

que ae cita, en su texto original dice así: "DECRETO QUE ESTABLECE LA 

NAGIONALIZACION DE LA BANCA PRIVADA". 

Así, en el Considerando de dicho Decreto se establece que el -

servicio público de banca y crédito se había venido concesionando por parte 

del Ejecutivo Federal, a través de contratos administrativos, en personas -

morales constituídas en forma de sociedades anónima e, con el objeto de que 

colaboraran en la atención del Servicio que el Gobierno no pod!a proporcio­

nar integralmente; y que la concesión, por su propia naturaleza es temporal, 

ya que sólo puede subsistir mientra.a el Estado, por razones económica•, ª-ª 
ministrativas o sociales no podfa hacerse cargo directamente de la prestación 

del servicio público estimando el mismo Ejecutivo qae ea la actualidad, la -

administración pública cuenta con los elementos y experiencia suficientes ~ 

ra hacerse cargo de dicha prestación del servicio, considerando además, que 

loa fondos del pueblo mexicano inversionista y_ ahorrador a quien e• preciao 

facilitar el acceso al crédito, y teniendo en cuenta que el mismo pueblo qae 

con su dinero y bienes que ha entregado para su administración o guarda en 

los bancos, ha generado la estructura económica que actualmente tienen és­

tos, no sufra ninguna afectación y que pueda continuar recibiendo este impo.!. 

tante servicio público y con la finalidad de que no se vean disminu!dos en lo 

má.s mfnimo sus derechos se ha tomado la decisión de expropiar por causa -
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de utilidad pública loa bienes de las instituciones de crédito privadas. (89) 

El artículo l" del multicitado Decreto establece lo siguiente: 

11 Por causas de utilidad pública se expropian a favor de la Na .. 

ción las instalaciones, edilicios, mobiliario, equipo, activos, 

cajas, bóvedas, sucursales, agencias, oíicinas, inversiones, 

acciones o participaciones que tengan en otra.a empresas, val.Q. 

res de su propiedad, derechos y todos los ~emás muebles e in­

muebles, en cuanto sean necesarios, a juicio de la Secretaría-. 

de Hacienda y Crédito Público, propiedad de las Instituciones -

de Crédito Privadas a las que se les haya otorgado concesi6n -

para la prestaci6n del sexvicio público de banca y crédito". 

Por su parte, el artículo 2' establece lo siguiente: 

11 El Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretarla de Hacie11 

da y Crédito Público, previa la entrega de acciones y cupones -

por parte de loa aocioa de las instituciones a que se refiere el 

Artículo Primero, pagari la lndemnlsaci6n correepondiente en 

un plazo que no exceded de 10 anoa 11
• 

Ahora bien, por un lado tenemos que el texto original del Decr.!!_ 

to establece la nacionalización de la banca privada y por otro lado habla de la 

expropiación de loe bienes de la banca privada. 

A continuación citaremos loa conceptos de lo que ea la conce-

(89) Decreto citado. 
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ai6n, as( como los do la exproplaci6n; la naclonallzaci6n y la estatlzaclón, a 

fin do"ubicar el acto del Ejecutivo, llevado a cabo el l" de septiembre de 1982. 

"La Conceai6n Administrativa es el acto administrativo al trá-

vés del cual la administración pública concedente, otorga a los 

particulares, concesionarios, el derecho de explotar un bien -

propiedad del Estado o para explotar un servicio público." (90) 

La expropiación, por su parte, según el Diccionario Espaftol -

Moderno significa: "Desposeer legalmente, mediante indemnizaci6n adecua-

da". (91) 

Jurídicamente la expropi.aci6n es: 11 Un acto de derecho público, 

por medio del cual el Estado Impone al particular la transferencia de propi~ 

dad de determJoado1 bien••• cuando 101 mismos •on neceaarioa para la rea -

llzacl6n de la actividad del Estado y existe una causa do utilidad pública que 

as{ lo requiera, siempre que se cubra al particular una lndemnizaci6n". (92) 

De la1 dos definiciones de expropiaci6n que citamos, podemos 

observar la coincidencia en las mismas de los elementos que las componen, 

siendo los slgulente11 a) propiedad do un particular, b) desposeimiento por 

el Estado al particular de su propiedad, c) por causa de utilidad pública y -

d) a través de una indemnización. 

(90) Diccionario Jurfdico Mexicano. - Editorial Porrúa, S.A. Tomo II-C-Ch 
México 1985. Pág. 185. 

(91) Alonso, Martín, Diccionario del Espa!iol Moderno. - Editorial Aguilar, 
S. A, 6a. Edicl6n. Madrid, Es palla 1979. Pág. 47Z. 

(92) Op. Cit., Pág. 570. 
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Cabe destacar que el elemento más importante de los concep-

tos citados, es el de la indemnizaci6o, ya que si e&ta no se diera en la Ley, 

no se estaría ante la figura de la expropiación sino ante una confiscaci6n -

que también es un desposeintlento de bienes, pero sin otorgar al afectado -

ninguna contraprestación, esta figura de la confiscación la prohibe el p.ir~ 

ío Il del artículo ZZ' de la Constitución Política de 101 Estados Unidos Mexi-

canos. 

Por otra parte, de acuerdo con el Diccionario del Espallol Mo-

demo, la nacionalización es ''hacer que pasen a depender del Gobierno de -

una naci6n propiedades, industrias o servicios explotado• por particulares". 

(93) 

El concepto jurídico de nacionalización aegún el maestro Acos-

ta Romero ea el 1iguiente: "De1de el punto de vllta polftico-econ6mico, la -

nacionalización puede significar: a) que una determinada actividad solo pue-

da oer desarrollada por ciudadano• nacionales de un paí1 y b) que oe reserve 

exclusivamente al Estado, ya sea la explotación de determinados bienes, o -

el desarrollo de actividades que se con1ideren de interés público". (94) 

Por auparte, la e•tatización según el Diccionario antes men-

clonado aignüica "convertir una in1tituci6n polftico-aocial en funci6n y obra 

u:cl111lva del Eat&do". (95) 

(93) Op. Cit. Pág. 717 
(94) Acoata Romero, Miguel. Ledalación Bancaria. Editorial Porrúa, S.A. 

la. Edlci6n. México 1986. p¡(g. 18 y 19 
(95) Op. Cit. P¡(g. 457 
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Jurídicamente la eatatización no está contemplada por la Ley 

ni por la doctrina como un modo de adquirir bienes, así lo manifiesta el -

maestro Acosta Romero, sosteniendo además que tal término corresponde 

al campo político exclusivamente, refiriéndose en concreto a un sistema P.Q. 

lítico que tiende a exaltar la plenitud del poder y la preeminencia del Estado 

sobre las demás Órdenes y entidades. (96) 

De los conceptos citados se desprende que el acto del Ejecutivo 

al que nos referimos en este trabajo tiene dos formas de configurarse, ya -

sea en expropiación o en nacionalización, excluyendo a la estatización, toda 

vez que no está contemplada en la Ley ni en la doctrina y que dicho término 

se comprende más en sentido poHt!co que en sentido jurídico, 

En base a las definiciones expuestas, se puede determinar que 

el acto al que nos referimos fue una expropiación, toda vez que con base en 

los artículos z7• de la Constituci6n, i• fracciones I, V, Vlli y IX, t•, z•, -

3•, 4•, s•, to• y 20 de la Ley de Expropiación, el artículo 1• del Decreto, 

determina la expropiación por causas de utilidad pública todos loa bienes -

muebles e inmuebles de las Instituciones de crédito privadas. 

As{ en el acto de expropiaci6n se contienen loe dos elementos 

más importantes de esta. figura que nos ocupa y que son: a) que s6lo puede 

hacerse por causa de utilidad pública y b) mediante una indemnizac16n. 

Respecto a este último inciso, el 4 de julio de 1983, se publlc6 

en el Diario Oficial el Acuerdo que sellala Reglas para fijar la indemnizaci6n 

(96) Op, Cit. Pág. 18 
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por la Nacionalización de la Banca Privada las características de la emisión 

de los bonos del Gobierno Federal para el pago de la misma y el procedimieg 

to para efectuarlo. 

En este acuerdo, como se puede notar también se utiliza el té;: 

mino na.cionalizaci6n. Y teniendo en cuenta el concepto que citamos ante rio.! 

mente se determina que el acto del Ejecutivo que tratamos, también es una 

nacionalizaci6n, debido a que de acuerdo con el Principio de Rectoría del -

Estado líate ae reaerv6 en forma exclusiva la prestaci6n del ae rviclo público 

de banca y crédito que h.abía eatado concesionada a loa pa rticula rea. 

Aa{ pues, ae puede establecer que el Ejecutivo Federal el l' -

d" septiembre de l 9BZ, mediante Decreto de ese mismo d!a, en uso de aua -

facultades que le confiere la Conatitucl6n Pol!tlca de 101 Estados Unidos M,!. 

xicanoa, expropió y naciona.liz6 a su vez a las instituciones de crédito priv!,_ 

das. 

El criterio que suatenta el autor de eote trabajo se basa en que 

por una parte el Estado expropi6 loa biene1 muebles e Inmuebles de laa ina­

till1clonea da crédito privadas, deatacando de entre los bienes muebles las -

acciones de dichas institucionea, recibiendo los duefios de esas una indemnJ. 

zaci6n tal y como Jo establece la Ley, y por otro lado el mismo Estado al -

decretar la expropiaci6n de dichos bienes, nacionaliz6 la prestación del se.!. 

vicio do banca y crlidito al reservarse en form.a exclusiva dicha preatacion, 

tal y como lo establece el a rt(culo 28 Conotltucional en su párrafo quinto, 
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5.4, - FUNCIONALIDAD. 

También la expropiación de la banca privada trajo como una -

consecuencia más la critica de diversos grupos del sector privado respecto 

a la funcionalidad de la actividad bancaria argumentando que con dicho acto 

la prestación del servicio se iba a convertir en un servicio malo y deficiente. 

Al respecto, el licenciado Carlos Tello, quien Cuera Director 

del Banco de México, nos expone la funcionalidad de la banca nacionalizada 

de la siguiente manera: 

- En prlm.er término, con la nacionalización de la banca se eli-

mina el punto de referencia ideológico en el que los banqueros 

y sus i.deas e intereses se hab!a.n establecido, tanto en sus re-

laciones con el reato de los empresarios como en laa relacio-

nea entre el sector público y el privado, (97) 

Lo anterior, significa que el Estado ya no va a estar condicio-

na.do ni supeditado a loa intereses puramente financieros que implantaban -

los banqueroa, sino que se abrieron nuevas y amplias posibilidades para d~ 

logar y diversificar los programas de fomento y desarrollo con los empres!_ 

rios tanto del sector privado nacional como extranjero. 

- La política econ6mica del país se libr6 del estrecho margen de 

maniobra y reducido espacio que los intereses de la banca pri-

(97) Tello, Carlos. La Nacionalizaci6n de la Banca en México. Editorial SJ. 
glo XXI Editores, S. A, de C. V., la. Edic16n. M6xico, 198-1. Pág. -
133, 
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vada le había impuesto durante muchos al'los. (98) 

As!, se terminó con la camisa de íuerza que sujetaba a la polítj, 

ca económica a las deaisionea e intereses de la banca privada, toda vez que 

cualquier cambio en la política económica del país que los banqueros estima-

ran que afectaba sus intereses, era rechazada inmediantamente. 

- Se introduce una serie de reformas a la operación del servicio 

público de banca y el crédito que era difícil, sino ea que impoeJ. 

ble de llevar a la pdctica en un sistema privado, (99) 

Dichas reforma.a son la.e siguientes: 

a) Facilita cualquier tipo o forma de registro y 'control financieros, 

incluyendo desde luego el cambiarlo, También amplía la eficacia 

de la política monetaria, que el banco central aplicaba imperfei:. 

tamente ya que carecí'a de un pleno conocimiento de lo que ocu-

rría en la práctica di.a.ria del sistema, 

b) Se innovan loa instrumentos y la mecánica de captaci6n de recu.!:_ 

sos del público por parte de la banca, En particular, podría -

promoverse en la magnitud requerid.:i la emisión de valores del 

Gobierno que, como los Petrobonos, habían sido eistem.iticame.!! 

te socavados por la banca privada en la medida en que constituían 

un factor de competencia frente a sus propios instrumentos de -

captaci6n. Con ello se reduce al costo global de financiamiento 

(98) Ibídem, Pág. 134 
(99) IDEM 
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para el Gobierno y se disminuye la liquidez del conjunto de -

captac16n. 

c) Dota al Estado de la facultad de dirigir el crédito de manera -

efectiva por primera. vez a las prioridades de política econóaj 

c.-i. El propósito es apoyar los pro~·ectos productivos en sus -

propios términos, independientemente de las garantías contra -

riesgos. Con la banca privada el criterio de seguridad del re­

pago priva sobre el propósito del crédito, incluso cuando los (o!!. 

dos se destinan a la especulación. Como banca nacionalizada se 

elimin6 la necesidad de un sistema paralelo, como el de los lla­

mados fondos de fomento, que hasta antes de la nacionalización 

había sido necesario para orientar ha.da actividades prioritarias 

cuando menos una fracción de los fondos presta.bles en condicio­

nes medianamente preferencia.les. 

d) Pertnlte en principio, detener los rumores devaluatorios y de -

otro tipo promovidos en las ventanillas de los bancos y las acci.Q. 

nea especulativas ejercidas directa o indirectamente por ellos. 

e) Hace posible reducir la ineficiencia con que funcionaba la banca, 

que en la priictica constituía un oligopolio en el que no existe -

competencia real. El despilfarro evidente en el lujo y prolifer!_ 

ci6n de los locales bancarios, por no mencionar el de sus dire~ 

tares y íundon..l.rios, junto con las costosas ca~ilas de publici­

dad enea rectln el crédito a las acth.-idadea genuinamente produ~ 

Uva a. 
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- Por último punto, con la banca nacionalizada - y desde luego c.Q. 

mo complemento indispensable- con los de~s intermediarios 

financieros como las casas tle bolsa, las compafif'as de seguros, 

etcétera, que eran propiedad de la Banca que se nacionaliz6, -

el Estado controla, por primera vez la totalidad de los instru­

mentos para financiar el proceso de desarrollo y darle la orle!!. 

taci6n más conveniente. (100) 

(100) Ibfdem. Págs. 134, 135 y 136, 
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CONCLUSIONES 

PRIMERA. - La estructura y funcionamiento de las Institucio 
nes de Crédito estuvieron dominadas por tres tendencias principües: la -
concentraci6n; la monopoli~aci6n y la transnacionalizaci6n, hecho que du 
rante los Gltimos cinco años que vand esde 1977 a 1982 orill6 al Gobie;;,o 
Federal a ex.pedir un decreto en el que nacionaliz6 la banca privcida. 

SEGUNDA. - El decreto expedido el 1° de septiembre de 1982, 
con respecto a la banca privada, fue un acto administrativo realiz;ado por 
el Ejecutivo Federal, fundado y motivado conforme a las facultades que -
le c oníiri6 la Constituci6n. 

TERCERA. - En dicho decreto se expropiaron las acciones, -
bienes muebles e inmuebles de las Instituciones de Crédito Privadas, inde 
mnizando debidamente a los propietarios de éstas, retirándoles, asimiem~, 
las autorizaciones o concesiones para poder explotar este important!siino -
servicio público, reservándoselo en forma exclusiva el Estado, entendiénd.2 
se ésto como una nacionalización. 

CUARTA, - Con la nacionalización de la banca privada se creó 
una nueva figura jurídica como lo son las Sociedades Nacionales de Grédi, 
to, siendo esta.e una !igura novedosa dentro del ;Ímbito jurídico. 

QUINTA. - Las Sociedades Nacionales de Crédito por manda­
to Constitucional y en virtud de las reformas a la Ley Orgánica de la A.!!_ 
ministraci6n Pública Federal, se encuentran dentro del marco legal de la 
Adminiatraci6n P.sblica Paraestatal, 

SEXTA. - De aouerdo con la Constituci6n Pol.i'tica el funciona 
miento de las Sociedades Nacionales de Crédito se rige por su Ley Es~ 
cial que engloba todo un sistema de organización, funcionamiento y con-­
trol, el cual ea privativo ya que regula un fen6meno düerente como lo .. 
son las nuevas figuras de Derecho Pd.blico. 

SEPTIMA. - Con el mencionado decreto de nacionalizaci6n, .. 
se íortaleci6 la prestaci6n del servicio público de banca y crédito, gara~ 
tizando la protecci6n de los intereses del público, además de canalizar la 
actividad de las Sociedades Nacionales de Crédito a las tareas de desarro 
llo nacional estableciéndose la exclusividad de dicha prestaci6n, a través­
del Estado. 
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